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Madrid, 24 de mayo de 2018 
 

VOTO PARTICULAR que, en aplicación de lo dispuesto 
en el art. 206 LOPJ y 147. 4º LECrim., emite el Ilmo. 
Sr. Magistrado D. Ángel Hurtado Adrián, frente al 
parecer de la mayoría. 

ANTECEDENTES 

 Emito el presente voto particular, respecto de la 
parte de la sentencia redactada por mis compañeros, que 
discreparon con el borrador que, como Ponente, les 
presenté y que modifican en aspectos de los hechos 
probados, fundamentación jurídica y fallo, relativos al 
contexto en que se desarrolló la actividad delictiva 
del llamado Grupo Correa y su relación con el Partido 
Popular, así como en relación al apartado Estepona y la 
participación delictiva en los hechos de RICARDO 
GALEOTE QUECEDO; en el apartado Castilla y León y la 
participación delictiva de los Srs. SANCHÍS PERALES y 
SANCHÍS HERRERO; en el apartado Comunidad de Madrid, en 
relación con la participación delictiva en los hechos 
de CARLOS CLEMENTE AGUADO, e igualmente en la 
consideración como partícipe a título lucrativo del 
Partido Popular en los apartados Majadahonda y Pozuelo. 

 Según se hace constar en el antecedente procesal 
octavo de la sentencia, a raíz del acuerdo que, con 
fecha 20 de abril de 2018, dictara este Magistrado, 
como Presidente del Tribunal, son coponentes de la misma 
los magistrados que conforman la mayoría del Tribunal, 
constando como ponente a efectos formales el magistrado 
más antiguo Sr. De Diego, llevándose a cabo la 
integración del borrador entregado por el Sr. Hurtado 
con la posición mayoritaria del Tribunal, que es la que 
se expresa a través de la presente sentencia, que se 
acompañará con el voto particular en los aspectos que 
discrepa de la misma el Sr. Hurtado. 

 Ante esta circunstancia, debo hacer constar que, 
en el curso de la conformación de la sentencia como 
consecuencia de las referidas discrepancias, de las 
partes de la sentencia que disentimos, me fue entregado 
por el Sr. de Diego las que redactó, como la relativa 
al apartado de Estepona y participación de RICARDO 
GALEOTE QUECEDO y la relativa al Partido Popular, como 
partícipe a título lucrativo, y se me puso a disposición 
las redactadas por el Sr. De Prada, quien, al margen 
alguna inclusión dispersa y salpicada que ha hecho en 
el borrador, ha realizado, en los hechos probados, 
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dentro del apartado INTRODUCCIÓN, el punto 1 
(CORPORACIÓN EMPRESARIAL DE FRANCISCO CORREA...) 
determinadas menciones con las que discrepo; la 
relativa a la participación delictiva de los Srs. 
SANCHÍS PERALES y SANCHÍS HERRERO, y la relativa a 
CARLOS CLEMENTE AGUADO. 

Una vez a mi disposición esas partes redactadas 
por mis compañeros, efectúo las adaptaciones que 
considero necesarias, para, partiendo mi inicial 
borrador, trasladar, en voto particular, mis 
discrepancias, que paso a exponer. 

INTRODUCCIÓN 

De algo que ha sido colateral al enjuiciamiento, 
como era la necesidad de acreditar la existencia de una 
contabilidad extraoficial llevaba por LUIS BÁRCENAS, 
porque de ella se apodera de una cantidad de dinero, 
base para dar por probado un delito de apropiación 
indebida, o del puntual lucro que pudo haber con ocasión 
de unas elecciones en los municipios de Majadahonda y 
Pozuelo de Alarcón, se hacen menciones, principalmente, 
en el apartado I de los HECHOS PROBADOS, punto 1 a), 
con las que parece colocarse al Partido Popular en una 
dinámica de corrupción institucional, cuando a dicho 
Partido no se le ha enjuiciado por actividad delictiva 
alguna, no ya porque en la época en que suceden los 
hechos no había entrado en vigor la reforma que en 
nuestro Código Penal tiene lugar mediante ley 5/2010, 
de 22 de junio de 2010, con la que se introduce la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas, sino, 
precisamente, porque ha comparecido en la presente 
causa en la condición de partícipe a título lucrativo, 
por lo tanto, ajeno a cualquier relación con la 
actividad delictiva que aquí se enjuicia. 

Hay pasajes de esa introducción, que recordemos 
que se encabeza con el título “LA CORPORACIÓN 
EMPRESARIAL DE FRANCISCO CORREA (“GRUPO CORREA”) Y SU 
CONFORMACIÓN COMO ESTRUCTURA ORGANIZADA PARA APROPIARSE 
ILÍCITAMENTE DE FONDOS PÚBLICOS”, que considero que no 
era necesario introducir, como cuando mis compañeros 
dicen que “entre el Grupo CORREA y el Partido Popular 
se tejió, pues, una estructura de colaboración 
estable”, o que “se creó en paralelo un auténtico y 
eficaz sistema de corrupción institucional...”, o como, 
cuando añaden que “también otras cantidades sirvieron 
para directamente pagar gastos electorales o similares 
del Partido Popular, o fueron a parar como donaciones 
finalistas a la llamada “Caja B” del partido, 
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consistente en una estructura financiera y contable 
paralela a la oficial, existente al menos desde el año 
1989, cuyas partidas se anotaban informalmente, en 
ocasiones en simples hojas manuscritas como las 
correspondientes al acusado BÁRCENAS, en las que se 
hacían constar ingresos y gastos del partido o en otros 
casos cantidades entregadas a personas miembros 
relevantes del partido, si bien estos últimos aspectos 
que se describen lo son únicamente para precisar el 
contexto en el que se imbrican los hechos objeto de 
este enjuiciamiento, pero quedando fuera de su ámbito 
de conocimiento”.  

Y considero que no era necesario introducir los 
referidos pasajes, porque, estando encartado el P.P. 
como partícipe a título lucrativo, hay que partir de su 
total ausencia de participación en los hechos 
delictivos y su desconocimiento de los mismos, para 
mantener lo cual invoco la STS 447/2016, de 25/05/2016, 
sobre la que volveré con más atención al tratar la 
responsabilidad de dicho Partito, que, respecto de la 
naturaleza del partícipe a título lucrativo, pone el 
acento en el desconocimiento del hecho típico, y en que 
su responsabilidad no debe estar expuesta al mismo 
juicio de reproche que sirve de fundamento a la 
declaración de culpabilidad penal, pues con esos 
pasajes se le está haciendo ese reproche, que nada 
aporta respecto de la posición que ha ocupado en esta 
causa, ni de cara la responsabilidad que se le exige. 

Pero no solo es ese el motivo para no haber 
introducido semejantes pasajes, sino que, si se lee con 
atención el último de ellos, en el mismo está la razón 
para mantener que esa introducción no era acorde con lo 
que debe ser el contenido y estructura de una sentencia 
penal. 

En efecto, si acudimos al art. 142 de la LECrim., 
vemos que en su regla 2ª, la relativa a lo que 
tradicionalmente se ha venido llamando resultando de 
hechos probados, establece lo siguiente: 

“2ª. Se consignarán en Resultandos numerados los 
hechos que estuvieren enlazados con las cuestiones que 
hayan de resolverse en el fallo, haciendo declaración 
expresa y terminante de los que se estimen probados”. 

Por lo tanto, si la propia mayoría está diciendo 
que introduce ciertos aspectos “únicamente para 
precisar el contexto en el que se imbrican los hechos 
objeto de este enjuiciamiento, pero quedando fuera de 
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su ámbito de conocimiento”, mejor hubiera sido que no 
dijera nada y, en su lugar, no haber incluido un párrafo  
que reconoce que queda fuera de su conocimiento, máxime 
cuando la mención que se hace para salvar esa, en mi 
opinión, indebida referencia al contexto, tampoco era 
necesaria, porque, si de contextualizar aspectos se 
trata, estos quedan lo suficiente perfilados, tal como 
se detallan los hechos en cada uno de los apartados en 
que se estructura la sentencia, fundamentalmente en los 
hechos probados y su complemento en la valoración 
fáctica de la prueba, en lo que respecto a cada cual 
atañe. 

 

ESTEPONA 

 

HECHOS PROBADOS 

 RICARDO GALEOTE QUECEDO fue nombrado gerente de la 
sociedad municipal TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DE 
ESTEPONA S.L. el 11/02/2000, cargo que ocupó hasta el 
03/07/2003, la cual tenía como socio único al 
Ayuntamiento de esta ciudad, y cuyo principal objeto 
social era el fomento y la promoción del turismo local. 

 En el uso de sus facultades, convino con FRANCISCO 
CORREA, a través de la mercantil dedicada a la 
organización de eventos, SPECIAL EVENTS S.L., dirigida 
por él, el concierto de determinados contratos para 
suministro de material con el que montar una estructura 
para festejos y otras actividades similares, a utilizar 
por dicha sociedad y otras delegaciones del 
Ayuntamiento de dicha localidad, que, si bien 
formalmente no fueron escrupulosos en la forma como se 
debieron articular, sin embargo en el fondo no quebraron 
las pautas correspondientes al procedimiento por el que 
se debió hacer la adjudicación. SPECIAL EVENTS se 
encargó de gestionar el suministro desde el productor 
del material, y entre estos se pactó una comisión que, 
en total, ascendió a 6.911,64 euros.  

Como en el resto de las actividades, fueran 
ilícitas, o no, que, dentro de sus negocios, 
desarrollaba aquel, PABLO CRESPO se encargó, al menos 
desde octubre de 2002, de llevar su gestión, mientras 
que JOSÉ LUIS IZQUIERDO LÓPEZ, como contable, se 
ocupaba, por órdenes y bajo la supervisión de los dos 
anteriores, de los archivos y documentación en que se 
hacían las anotaciones correspondientes 
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 Fueron cuatro los contratos: 

- Venta de 1.332 metros de moqueta, por importe de 
822.069 pts. (4.940,73 €): factura 00/0147, de 
8/11/2000, emitida por SPECIAL EVENTS a PALACIO DE 
CONGRESOS DE ESTEPONA. 

- Venta de 1.000 metros de plástico y 500 metros 
de moqueta, por importe de 460.404 pts. (2.767,08 €): 
factura 01/037, de 27/03/2001, emitida por SPECIAL 
EVENTS a PALACIO DE CONGRESOS DE ESTEPONA. 

- Venta de 15 carpas, de peculiares 
características, por importe de 6.670.000 pts. 
(40.087,51 €): factura 01/096, de 20/08/2001, emitida 
por SPECIAL EVENTS a TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS 
DE ESTEPONA S.L. 

- Venta de 1.500 metros de plástico y 1.500 de 
moqueta por importe de 8.177,86 €: factura 03/0041, de 
26/02/2003, emitida por SEPECIAL EVENTS a TURISMO Y 
ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ESTEPONA S.L. 

Por otra parte, FRANCISCO CORREA, debido a las 
relaciones personales que tenía con el Ayuntamiento de 
Estepona y a las que llegó a tener con RICARDO GALEOTE, 
hizo que, entre 2001 y 2003, se gestionaran por su 
agencia PASADENA VIAJES S.L. los institucionales 
encargados por aquel, abonados por la sociedad TURISMO 
Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ESTEPONA, así como alguno 
de los realizados a título particular por este, que él 
mismo abonó, alcanzando la totalidad de los servicios 
prestados 7.484,32 €, parte de los cuales fueron 
parcialmente satisfechos con un ingreso de 6.000 €, 
efectuado el 18/12/2003, en una cuenta de Caja Madrid, 
de PASADENA VIAJES, y que procedía de la “Caja B” de 
FRANCISCO CORREA, pero cuya relación con el suministro 
del referido material, o con cualquier otra irregular 
actividad no consta que hubiera tenido lugar, pues eran 
procedentes de cantidades que le entregó el propio 
RICARDO GALEOTE.  

Por otra parte, la sociedad SERVICIOS MUNICIPALES 
DE ESTEPONA S.L. emitió, con fecha 06/05/2002, la 
factura 000266/0544/02, por importe de 1.058,32 €, que 
abonó RICARDO GALEOTE mediante cheque bancario de 
30/05/2002, como también firmó el cheque, de fecha 
10/06/2003, por importe de 370,10 € por servicios a la 
sociedad TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ESTEPONA 
S.L. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
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PRIMERO.- Como consecuencia de las preguntas que 
comenzó realizando a RICARDO GALEOTE QUECEDO su defensa 
sobre el sobreseimiento que, en septiembre de 2011, 
acordó para él el Magistrado Instructor del TSJM, y la 
reflexión que, a continuación, hacía de que, quizá 
porque aquella resolución fue dejada sin efecto, por 
cuestiones de competencia, por un auto de la Sección 
Cuarta de la Sala de lo Penal de esta Audiencia 
Nacional, es por lo que haya llegado a juicio este 
acusado, dedicaré este razonamiento a hacer una 
consideración de índole estrictamente procesal, 
relacionada con tal incidencia, pues, en definitiva, ha 
supuesto que se mantuviera viva la imputación para él, 
y con la que muestro mi discrepancia con las 
consideraciones que sobre este particular hacen mis 
compañeros en el punto 6 del bloque II SOBRE OTRAS 
CUESTIONES PREVIAS.   

En efecto, con fecha 01/09/2011, encontrándose las 
actuaciones en el TSJM, dictaba el Instructor auto 
acordando el sobreseimiento provisional y archivo de la 
causa respecto de este acusado, en el que se hacía 
mención expresa de que contra dicho auto cabía recurso 
de reforma en el plazo de tres días ante el propio 
Instructor o recurso de apelación en el plazo de cinco 
días ante dicho Instructor, para ante la Sala de lo 
Civil y Penal del TSJM, o recurso de reforma y 
subsidiario de apelación en el plazo de tres días ante 
el propio Instructor. 

 Dicho auto fue recurrido en reforma por alguna de 
las acusaciones, y, tras la tramitación del recurso, el 
Instructor dictó nuevo auto, con fecha 17/10/2011, 
desestimando la reforma, volviendo a hacer mención 
expresa de que contra ese auto el recurso que cabía era 
el de apelación, en plazo de cinco días, ante el mismo 
Instructor para ante la Sala de lo Civil y Penal del 
TSJM. 

 Así las cosas, he comprobado, sin embargo, que esa 
apelación no se sustanció ante la Sala de lo Civil y 
Penal del TSJM, sino que hay un auto, de 15/03/2012, 
dictado por la Sección Cuarta de esta Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional, que, si bien emplea la fórmula 
de decretar la nulidad del auto del Instructor del TSJM 
de 01/09/2011, en realidad, encierra la estimación del 
recurso de apelación pendiente contra este auto, y lo 
hace, además, sin entrar en consideraciones de fondo, 
sino en atención a razones meramente procesales. 
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La cuestión que se suscita, en consecuencia, es  
si no fue dicho auto de la Sección Cuarta el que pudo 
adolecer de algún defecto, por falta de competencia 
funcional, al resolver un recurso que nunca debió 
resolver, apreciable, incluso, de oficio a tenor de lo 
dispuesto en el art. 240.2 pf.II LOPJ., cuestión en la 
que no entraré, por no ser este órgano el encargado de 
revisar las decisiones de aquél, aunque admito que no 
le falta razón a esta defensa planteando la cuestión, 
porque, si estamos a lo que, en sede de P.Ab., dispone 
el art. 766.3 LECrim, se puede apreciar que, interpuesto 
recurso de apelación, establece que las actuaciones han 
de remitirse a la Audiencia respectiva, que es la que 
ha de resolver en los cinco días siguientes, y si 
atendemos a las disposiciones generales contenidas en 
el Tít. X, Lib. I, vemos que el art. 220 establece que 
el Tribunal competente para conocer del recurso de 
apelación es aquel a quien correspondiese el 
conocimiento de la causa en juicio oral, y, desde luego, 
a quien funcionalmente compete ver en juicio oral lo 
que instruya el Magistrado Instructor del TSJM, es a su 
Sala de lo Civil y Penal. (En el mismo sentido art. 73 
LOPJ). 

Considero que esto es así por aplicación de los 
artículos citados, donde se regula la competencia 
funcional ente órganos jurisdiccionales con distinto 
rango; y en el presente caso no solo, por ello, no había 
razón para mantener lo contrario, sino que, además, la 
había porque, cuando se dicta, tanto el auto de 
01/09/2011, como el de 17/10/2011 por el Instructor del 
TSJM, no estaba decidido, definitivamente, que el TSJM 
hubiera perdido la competencia, sino que era la Sala de 
lo Civil y Penal de dicho TSJM su órgano jurisdiccional 
jerárquicamente superior, y, por lo tanto, quien 
debiera haber revisado la decisión que este tomase sobre 
su propia competencia. 

Por su parte, el auto de la Sección Cuarta de esta 
Sala de lo Penal, de 15/03/2012, que anula el auto del 
Instructor del TSJM de 01/09/2011, transcribe, de otro 
auto, de 03/02/2012, de la Sala de lo Civil y Penal del 
TSJM la parte de su fundamento jurídico que dice: “si 
proyectamos tales conclusiones sobre el caso que nos 
ocupa habrá que repetir con toda contundencia que a 
partir del día veinticuatro de noviembre del año 2011 
esta Sala perdió definitivamente toda su competencia 
respecto de la presente causa (sic)”; para, a 
continuación, discrepar, pues, en su opinión, “entiende 
que la pérdida de la competencia objetiva para conocer 



 

1594 

 

del procedimiento por el Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid (Sala Civil y Penal), data de la fecha de 20 
de julio de 2011 y no como se afirma en el auto de 3 de 
febrero de 2012, a partir del auto de 24 de noviembre 
de 2011”. 

A la vista de los anteriores pasajes, se puede 
comprobar que la fijación de la competencia no era una 
cuestión pacífica, como también se puede comprobar, a 
la vista de los razonamientos que hace el Instructor en 
el auto resolutorio del recurso de reforma, de 
17/10/2011, en particular, en el apartado que denomina 
cuestión previa, en el que da las explicaciones que 
considera de aplicación al caso para mantener su 
competencia, pues, como expresamente razona, “no se 
advierte que este instructor carezca de 
jurisdicción o de competencia para pronunciar el auto 
que ahora se recurre” [es el auto de 1 de septiembre], 
por lo que, ante tal circunstancia, el encargado de 
revisar su decisión debió ser la Sala de lo Civil y 
Penal del propio TSJM. 

 Y entiendo que no cambia tal solución cualquier 
circunstancia ocurrida entre el 17/10/2011, en que 
resuelve en reforma el Instructor del TSJM, y el 
15/03/2012, en que dicta su auto la Sección Cuarta de 
esta Sala de lo Penal, por la que se remitiera, de 
hecho, la causa desde el TSJM al JCI nº5, para que este 
continuase con la instrucción, pues, que fuera esto 
así, no es sino un acto material, que, en modo alguno, 
puede trastocar una norma de competencia, con la que se 
altera el órgano que ha de resolver, que debería haberse 
mantenido, habiendo fórmulas para ello, pues, si tan 
urgente y necesario se consideraba la remisión del 
procedimiento desde el TSJM al JCI nº 5, se podía haber 
acordado la deducción de los particulares oportunos 
para que quedaran en uno u otro órgano, y, así haber 
resuelto el recurso de apelación el órgano 
funcionalmente competente, esto es, la Sala de lo Civil 
y Penal del TSJM. 

La síntesis de lo razonado hasta aquí, cabe 
resumirla haciéndose la pregunta de si, como 
consecuencia de haber cesado en su competencia el TSJM 
por pérdida del aforamiento de un imputado, la pierde 
hasta el extremo de que alcance a la funcional que le 
correspondería para conocer de los recursos 
interpuestos contra las resoluciones dictadas por el 
Instructor de quien sea su superior jerárquico, y la 
respuesta la encontramos en la STS 753/2015, de 
25/11/2017, que sobre este particular dice lo 
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siguiente: “Se ha discutido también la competencia del 
TSJCV para resolver los recursos pendientes ante él, 
con el argumento de que decaída la competencia para 
seguir procediendo, tendría que serlo en todos los 
aspectos del trámite, con una eficacia ex tunc. Pero 
sucede que el mismo argumento en que se funda la STS 
869/2014, presta fundamento a la decisión de aquel en 
la materia, y es que el planteamiento de tales 
impugnaciones le invistió del conocimiento de las 
mismas, es decir, de una competencia funcional sobre la 
que no puede retroactuar el cese del aforamiento”, razón 
por la que, aunque confirma la falta de competencia 
para seguir conociendo por parte del TSJCV, sin embargo 
acuerda mantener su competencia a los exclusivos 
efectos de resolver los recursos que puedan existir 
pendientes y los directamente derivados de ellos, que 
tengan su origen en cualquier resolución dictada por el 
Instructor con anterioridad a ser declarada esa falta 
de competencia. 

 
 Aquí dejo esta cuestión y, aunque no profundice en 
otras, solo apuntar una, como es la eventual importancia 
que pudo tener quién fuera el último órgano que revisó 
y dejó sin efecto un auto en que se acordaba el 
sobreseimiento y archivo de las actuaciones para un 
imputado, y, además, sin entrar en consideraciones de 
fondo. 

 No quiere decirse que, lo hasta aquí expuesto, 
sirva para dictar una sentencia absolutoria a favor de 
RICARDO GALEOTE, porque la defensa del acusado JESÚS 
MERINO, que plantea una cuestión similar a esta, como 
se verá, no va a llevar al mismo resultado, debido a 
que se ha entrado en juicio y el resultado de la prueba 
ha sido diferente. Sin embargo, en el caso de RICARDO 
GALEOTE considero que las mismas razones que llevaron, 
en su momento, al Instructor del TSJM a sobreseer la 
causa para este acusado, pueden ser compartidas, pues, 
vista la prueba practicada, me introducen una serie de, 
al memos, dudas que, como razonaré en siguiente 
fundamento de derecho deberían llevar a la absolución. 
Téngase en cuenta que, cuando el Instructor acuerda 
aquel sobreseimiento, ya se encontraba incorporado a 
las actuaciones el informe de la Intervención General 
de la Administración del Estado (IGAE), de fecha 
29/11/2010, ratificado en la sesión del juicio del día 
19/09/2017, fundamental para preparar la acusación. 

SEGUNDO.- Sobre la base del relato fáctico 
presentado por el M.F., he construido el que, hasta 
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donde me permite llegar la prueba practicada, resulta 
acreditado para este Magistrado respecto de RICARDO 
GALEOTE QUECEDO, el cual, tal como queda redactado, 
debería apuntar a una sentencia absolutoria para este 
acusado. 

Con independencia de que en el siguiente 
razonamiento jurídico me extienda en las razones por 
las cuales considero que el pronunciamiento ha de ser 
absolutorio, en este debo apuntar las razones de mi 
discrepancia con el voto de la mayoría. 

Dicha discrepancia radica, fundamentalmente, en 
que se hace una valoración de la prueba por parte de 
mis compañeros absolutamente formal, y solo de una parte 
de la practicada, como son unos informes periciales, 
que no se contrastan con la desarrollada en juicio, que 
entiendo que era de importancia, porque, aunque, 
efectivamente, no se haya incorporado a las actuaciones 
expediente administrativo formalmente tramitado, ello 
no significaba que no se respetasen las pautas mínimas 
propias de un procedimiento de contratación, que creo 
que es donde debería ponerse el acento, y así lo 
considero porque tampoco descarto, en función de los 
testimonios que luego analizo, un cierto desorden en la 
gestión administrativa del Ayuntamiento de Estepona y/o 
de sus Sociedades. No parecen haberlo entendido así 
ellos, quienes se ciñen mecánicamente a los informes 
periciales, asumen sus conclusiones y omiten cualquier 
valoración sobre la prueba testifical prestada en 
juicio, de la que, sin la menor explicación, se limitan 
a decir lo que sigue, destacado en negrita: 

 “Sin embargo, frente a los olvidos y la poca 
claridad en las declaraciones de estos importantes 
testigos conocedores de la conducta del acusado y 
reticentes a confirmarla sin tapujos a pesar de los 
datos apuntados a la Sala, los informes periciales 
obrantes en autos, ratificados por sus autores ante el 
Tribunal, son contundentes a la hora de acreditar 
aquella”. 

En mi opinión, por más que el anterior pasaje se 
destaque en negrita, no pasa de ser una simple 
aseveración, que no comparto, porque ni se da razón de 
por qué poner en duda testimonios prestados bajo 
juramento, y considero que, si en lugar de desacreditar 
de la vaga y genérica manera con que se desacreditan 
esos testimonios, les hubieran dedicado alguna 
atención, son susceptibles de una valoración en la que 
luego me detengo, que permite llegar a unas 
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conclusiones, que bien podrían llevar, al menos, a una 
duda favorable al acusado.  

Como también me llama la atención que, 
considerando fundamental, como se ha considerado, hasta 
el punto de haberse planteado el Tribunal la posibilidad 
de apreciar una atenuante analógica a la de confesión 
a favor de FRANCISCO CORREA, que, aunque se dan 
argumentos para cuestionarla, de hecho, se le ha 
aplicado en distintos delitos [así, a la hora de fijar 
las penas en el apartado Majadahonda], no se haya tenido 
en cuenta su testimonio. En todo caso, dijimos que no 
hemos podido negar la mucha importancia que ha tenido 
la declaración que prestó en juicio de cara a un mejor 
esclarecimiento de los hechos y su gran ayuda a la hora 
de valorar la prueba, y, sin embargo no ha sido tenida 
en cuenta en lo que de favorable ha tenido, en relación 
con RICARDO GALEOTE, respecto del cual ha negado que le 
hubiera entregado dádiva alguna, explicado la 
existencia de una especie de línea de crédito que había 
entre ambos, y que, sobre la forma en que se sirvieron 
las carpas, ha manifestado que él se limitó a ser un 
simple transmisor de la petición que este le hace a su 
productor o proveedor para que sirviese las moquetas. 

No entiendo, como digo, que el voto mayoritario no 
se detenga en estos extremos que son fundamentales, y 
se decante por un pronunciamiento de condena, a costa 
de copiar lo que dijo en juicio la perito, de que ella 
-y reproduzco un pasaje del voto mayoritario- “deduce 
que el señor Galeote devengó unas comisiones, que 
estaban vinculadas al propio señor Galeote, y al 
beneficio industrial que obtenía el señor Correa, con 
la venta de moquetas y carpas al ayuntamiento, y esas 
comisiones, en vez de cobrarlas directamente el señor 
Correa, se fueron descontando con viajes particulares 
para él o para personas de su entorno llegó a pagar 
nunca, sino que lo hizo el señor Correa o las sociedades 
municipales”, porque tal mención, que no deja de ser 
una deducción, que ni siquiera hace el órgano judicial, 
omite aspectos que otra parte de la prueba aporta, y 
que, por ser favorables, no deberían haberse rechazado, 
con lo que, insisto, es una mera aseveración. 

 Sin perjuicio de que más adelante me detenga con 
mayor atención sobre estas cuestiones, considero que, 
al margen de las palabras que decía FRANCISCO CORREA 
sobre el carácter austero y la finalidad de ahorrar 
dinero que guiaba todo el actuar de RICARDO GALEOTE, o 
sobre su insistencia en que no le dio comisión alguna, 
y que los viajes no iban contra comisión, que no se 
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debería descartar la existencia de esa especie de línea 
de crédito de la que aquel hablaba, y que explicaba 
diciendo, en relación con los viajes, que se los paga 
este directamente, porque él iba mucho a Estepona 
(viajaba a Málaga prácticamente todos los fines de 
semana), cuando iba allí, que le daba un sobre para la 
agencia, unas veces con cheques y otras con dinero, y 
que él lo entregaba a la agencia (PASADENA), pero que 
no le daba ningún recibo. [Trasladémonos a la época en 
que tienen lugar estas relaciones, 2000 y 2001, donde 
los formalismos brillan por su ausencia, y ninguna razón 
había para sospechar sobre irregularidad alguna en esta 
forma de operar, basada en la confianza de la palabra, 
al menos por parte de RICARDO GALEOTE].   

También considero de importancia que el voto de la 
mayoría, al margen de no dedicar la menor atención a si 
supuso un sobreprecio el coste de las carpas y moquetas, 
haya pasado sin hacer una valoración sobre el camino 
seguido para la provisión de este material, que también 
lo explicó en juicio FRANCISCO CORREA, donde dijo que 
creía recordar que, en relación con las carpas y 
moquetas, se las pediría RICARDO GALEOTE y él lo 
trasladaría al productor correspondiente para que se 
las buscase, y no recuerda que fuera de otra manera, 
porque, siendo esto así, no hay razón para incrementar 
el precio al Ayuntamiento, y si algún margen de 
beneficio se pretende hacer ver en ello, como luego 
explicó, no debería colocarse fuera de la relación 
comercial entre FRANCISCO CORREA y su proveedor, que no 
dejaría de ser un acuerdo privado entre ellos, pero que 
no tendría por qué incrementar precio alguno para el 
Ayuntamiento. 

 TERCERO.- Como vengo diciendo, me decanto por la 
alternativa absolutoria, en aplicación del principio 
“in dubio pro reo”, y, para ello, comienzo recordando 
las consideraciones hechas en el segundo de los 
fundamentos de derecho (preliminar), en su apartado 2, 
en torno a la prueba de cargo y de descargo, y sobre la 
valoración de lo desfavorable y lo favorable para el 
acusado. 

Por otra parte, como acabo de decir, a efectos de 
prueba pericial, la aportada al juicio no varía 
sustancialmente de la que tuvo en cuenta el Instructor 
para, en su momento, acordar el sobreseimiento, que, en 
mi opinión, según expondré a continuación, no es de la 
contundencia suficiente como servir de apoyo a un 
pronunciamiento de condena; pero es que, además, en 
juicio se han escuchado unos testimonios, que, al margen 
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de que se descarten con la escasa atención que he dicho 
más arriba, me sorprende que a mis compañeros no le 
hayan suscitado dudas, cuando desde un punto de vista 
objetivo, con toda la objetividad que puede ver las 
cosas este Magistrado, deberían haberlas suscitado, y, 
en consecuencia con ello, haberse decantado por la 
absolución, según es el parecer de la jurisprudencia, 
de la que vuelvo a reproducir el pasaje de la STS 
474/17, de 24/05/2017, que ya se puso en la parte de 
fundamentación dedicada a la INTRODUCCIÓN, relacionada 
con el tratamiento del hecho favorable y desfavorable, 
y que dice como sigue: “suele decirse que no corresponde 
a este Tribunal seleccionar entre inferencias o 
conclusiones valorativas alternativas. Y que la de 
instancia debe ratificarse si es razonable. Incluso si 
lo fuere la alternativa. Sin embargo esa hipótesis 
resulta conceptualmente imposible desde la perspectiva 
de la garantía constitucional. Porque si la objeción a 
la inferencia establecida o la hipótesis alternativa a 
la imputación es razonable, también son razonables las 
dudas sobre la afirmación acusadora. Y entonces falta 
la suficiente certeza objetiva. El Tribunal, cualquiera 
que sea su convicción subjetiva, está en ese caso 
obligado constitucionalmente a dudar”. 

Con la anterior referencia, para llegar a esa 
absolución por la que me decanto, parto de la hipótesis 
acusatoria, que se puede resumir diciendo que esa 
acusación se estructura porque este acusado, 
aprovechando su condición de concejal en el 
Ayuntamiento de Estepona y gerente de la sociedad 
TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ESTEPONA S.L., 
otorgó, mediante adjudicación directa, determinados 
contratos a una de las empresas de FRANCISCO CORREA, 
eludiendo los procedimientos de contratación 
administrativa vigentes en la época, que le compensó 
por medio de viajes y otros servicios, que le prestó a 
través de otra de sus empresas. Hay otros aspectos en 
esa acusación, como el relativo a los pagos efectuados 
por entes municipales, o cantidades pagadas con fondos 
de la “caja B” de FRANCISCO CORREA. 

Frente al anterior planteamiento, la defensa 
mantiene que no hubo contratación irregular, porque las 
adjudicaciones directas no se hicieron al margen de la 
normativa legal, sino que se hicieron acudiendo al 
procedimiento negociado sin publicidad, a la vez que, 
por otra parte, insiste en que tampoco hubo compensación 
económica mediante la prestación de viajes y otros 
servicios.  



 

1600 

 

En dos apartados desarrollaré los dos anteriores 
aspectos, que son los fundamentales para determinar si 
RICARDO GALEOTE ha incurrido en la responsabilidad 
penal que se le exige. 

En relación con que las adjudicaciones no se 
hicieran de forma ilegal, como primera aproximación 
para este apartado, debo insistir en la declaración 
prestada en juicio por el acusado FRANCISCO CORREA, que 
ya se ha dicho que, en la genérica introducción que 
hizo, afirmó que el único de los cargos públicos, de 
entre los acusados, que no recibió dádivas de él fue 
RICARDO GALEOTE. Así la comenzó, y, cuando el M.F. se 
centró en preguntarle por el apartado de Estepona, 
insistía en que no le ha dado ninguna dádiva, que no le 
ha regalado ningún viaje, que no le ha regalado nada, 
incluso, no entendía por qué se encontraba acusado en 
este juicio. No comprendo, por lo tanto, que habiéndose 
dado tanto crédito al testimonio de aquel, se descarte 
esta parte de él sin la menor explicación. 

También he valorado la parte del interrogatorio de 
PABLO CRESPO dedicada a RICARDO GALEOTE y Estepona. 
Debido a que aparece el nombre de este en la 
documentación que se atribuye a aquel, esas respuestas 
son más extensas que las dadas por FRANCISCO CORREA; 
sin embargo poco aportan, porque se encuentran en línea 
con lo declarado por este y no son incompatibles con 
las explicaciones que RICARDO GALEOTE ha dado sobre la 
actividad relacionada con eventos y prestación de 
servicios, fundamentalmente, viajes que se le 
proporcionaron por las sociedades del “grupo CORREA”, 
como veremos a continuación, y mucho menos si se tiene 
en cuenta que, a la pregunta que se hizo a PABLO CRESPO 
sobre las anotaciones que aparecían en la hoja excel 
relativa a RICARDO GALEOTE, aparecida en el pendrive, 
contestó que no sabía a qué respondían y no eran 
anotaciones suyas. 

En este sentido, RICARDO GALEOTE ha incidido en 
que no había obligación de contratar de ninguna forma, 
por lo que no se acudió a ninguna forma administrativa 
de contratación, que fue una contratación directa, que 
pidió ofertas a otras empresas, que se decidió por la 
que le hizo FRANCISCO CORREA por ser la más ventajosa, 
porque compró la moqueta a 3,01 y 2,99 €, cuando otras 
empresas la ofrecían a 7, 7,42, 8,50 y 11 €, y entendía 
que en los convenios de cuantía inferior a CINCO 
millones de pesetas no había que acudir a ningún tipo 
de concurso, que así se lo dijeron en la asesoría 
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jurídica del Ayuntamiento y que consultaba con su 
interventor. 

Sin embargo, el M.F., con base en el ya mencionado 
informe de la IGAE, de 29/11/2010, ratificado en la 
sesión del juicio del día 19/09/2017 (folio 144 y ss., 
tomo 92 principal), dice que los cuatro contratos que 
hemos dejado reseñados en los hechos probados, 
concertados con SPECIAL EVENTES S.L., que fueron 
adjudicaciones directas a esta, se hicieron omitiendo 
cualquier procedimiento de contratación, y que, en 
particular, el relativo a la venta de las 15 carpas por 
importe de 6.670.000 pts. (40.087 €) debió haberse 
tramitado mediante procedimiento abierto por subasta o 
concurso, sin que, en ningún caso, procediera la 
adjudicación directa del servicio. 

Sobre este contrato, más que sobre los demás, fue 
preguntado RICARDO GALEOTE en la declaración que prestó 
ante el Instructor el 18/03/2009 (transcrita a los 
folios 164 y ss. tomo 13, principal), y respondía que 
no hubo ningún expediente de contratación, que pidió 
presupuesto a otras empresas, y, como FRANCISCO CORREA 
le dijo que las carpas se las podía conseguir a un 
precio más barato, realizó una contratación directa con 
su empresa, sin expediente alguno, porque, según 
explicaba, tenía la libertad de elegir. 

Y en la que prestó el 13/04/2011 (transcrita al 
folio 157 y ss. tomo 102), cuando se le vuelve a 
preguntar por esta cuestión, explicaba que en las S.L. 
no se abren expedientes y se archivan, o sea, pides 
tres presupuestos y aquello que te interesa lo pides y 
lo que no, pues lo tiras, que no tiene sentido abrir un 
expediente como sucede en la Administración, que tienes 
que abrir un Pliego de Condiciones, abrir una Oferta 
Pública. En una S.L. se piden tres presupuestos, y aquél 
que te interesa pues lo pides y ya está, que, 
evidentemente, hablé con el Secretario del 
Ayuntamiento, y me dijo: “mira, todo lo que no sea muy 
superior a 30.000 euros, no tendrás ningún problema”. 

Hay una última declaración, prestada en 
Instrucción el 06/06/2014, que poco aporta a las 
anteriores. 

Ciertamente, la contratación que realizara la 
sociedad de TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DE 
ESTEPONA S.L. debía estar sujeta a las prescripciones 
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas (TRLCAP), aprobado por Real 
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Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, vigente en 
la época en que se cierran estos contratos, en los que 
la tramitación del correspondiente expediente no 
debería faltar. Al no contar con él, para lo que aquí 
interesa, surgen problemas acreditativos; sin embargo, 
su ausencia, con independencia de las consecuencias 
formales que pudiera tener en otro ámbito, no debe ser 
considerada, en este penal, un factor definitivo para 
determinar si en la tramitación se han dejado de cumplir 
los requisitos de fondo relativos a la contratación que 
se vea afectada. 

Así es como considero que se ha de operar en este 
marco, que es el de un proceso penal, el cual, por lo 
demás, se encuentra regido por los principios que le 
son propios, entre ellos el juego de la duda, de manera 
que, con que no sea descartable que esos requisitos de 
fondo concurrieran cuando tuvo lugar la contratación, 
habremos de quedarnos con tal opción, aunque 
formalmente no contemos con el documento en que debiera 
haberse dejado constancia de ellos, porque juega a favor 
del acusado. 

En relación con la contratación que ahora nos 
ocupa, dentro de la administrativa, el referido TRLCAP 
regulaba los contratos menores (art. 121: hasta 5 
millones pts: 30.050,61 euros, para el caso de contratos 
de obra) y el negociado sin publicidad previa (art. 
182), en determinadas circunstancias, entre ellas (i), 
que se tratara “de bienes de cuantía inferior a 
5.000.000 de pesetas (30.050,61 euros), límite que se 
eleva a 8.000.000 de pesetas (48.080,97 euros), para 
los supuestos comprendidos en el artículo 172.1, letra 
c)”, artículo que considera contrato de suministro “los 
de fabricación, por los que la cosa o cosas que hayan 
de ser entregadas por el empresario deban ser elaboradas 
con arreglo a características peculiares fijadas 
previamente por la Administración, aun cuando ésta se 
obligue a aportar, total o parcialmente, los materiales 
precisos”. 

Pues bien, sin perjuicio de que el mecanismo normal 
a utilizar para la contratación administrativa fuera el 
de subasta y el de concurso, también cabía acudir al 
procedimiento negociado, en los casos que contemplaba 
la propia ley (art. 75), que, como hemos indicado, 
permitía que, en ciertas circunstancias, fuera sin 
publicidad, e, igualmente, cabían los contratos 
menores. 
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Ahora bien, en cualquiera de los dos tipos de 
contratos, era preciso la tramitación del 
correspondiente expediente, en el que deberían 
justificarse las circunstancias de la contratación, si 
bien ambos eran contratos de adjudicación directa al 
empresario elegido por el órgano de contratación, y en 
el que, en el negociado, era preciso la consulta previa 
a uno o varios empresarios más. 

Como digo, no se debe descartar que, en el caso 
que nos ocupa, se acudiera a alguno de estos contratos, 
pese a que no contemos con un expediente administrativo. 
Abunda en esta idea, que, según se refleja en el informe 
de la IGAE de 29/11/2010, además de los cuatro contratos 
a que venimos refiriéndonos, SPECIAL EVENTS cerró otros 
tres más: el 06/02/2002, factura 02/012, por importe de 
1.742,93 € (audiovisuales montado en el stand de 
Estepona en FITUR 2002); el 09/04/2002, factura 02/016, 
por importe de 7.321,28 € (venta 1.500 m. moqueta y 
1.600 m. de plástico), y el 17/07/2002, factura 02/064, 
por importe de 4.698 € (un atril de metacrilato, un 
atril en bastidor DM, dos tarimas en bastidor). Pues 
bien, al margen de que, respecto de estos tres, no se 
ha hecho figurar comisión alguna por las acusaciones, 
refuerza la tesis de que las relaciones con esta 
mercantil se mantenían a través de algún tipo de 
contratación. 

En el mismo sentido apunta la documentación 
aportada por el acusado a las actuaciones. Nos 
referimos, fundamentalmente, a la que lo fue con motivo 
de la ya citada declaración que prestó el día 18/03/2009 
ante el Instructor, así como junto con el escrito de 
defensa, y también en el trámite de cuestiones previas. 
Entre esa documentación una parte importante es 
relativa a las encomiendas de gestión (más de 20 he 
contado entre 2000 y 2003, a pesar de que hay alguna 
repetida) que se encargaron a TURISMO Y ACTIVIDADES 
RECREATIVAS DE ESTEPONA S.L., en ninguna de las cuales 
se ha detectado irregularidad, una buena parte 
relativas a eventos, precisamente, la actividad propia 
de SPECIAL EVENTS, de las que su mayoría no se 
adjudicaron a esta, ni a ninguna otra de FRANCISCO 
CORREA, con lo que, al ser esto así, además de incidir 
en esa visión de no ser irregular la contratación, 
parece que no se compagina bien con la circunstancia de 
que, de haber tenido un real interés por obtener algún 
beneficio lucrativo ilícito, no se hubiera dado a alguna 
de ellas más adjudicación, que no solo la de participar 
en la adquisición del material a que se refieren los 
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cuatro contratos, del que, el relativo a las 15 carpas, 
bien pudo ser un mero intermediario desde el productor 
o proveedor, como explicaba el propio FRANCISCO CORREA. 

No descartado el sistema de contratación directa, 
la siguiente cuestión es si fue correcto que las 
adjudicaciones de los cuatro contratos litigiosos se 
concertasen por procedimientos de tales 
características. 

Dejamos de lado tres de las ventas, porque, según  
explicaba el informe de la IAGE, se corresponden con 
contratos menores por razón de la cuantía, y nos 
centramos en el de la venta de 15 carpas por importe de 
6.670.000 pts. (40.087,15 €), de 20/08/2001, que, según 
el M.F., debió haberse tramitado mediante subasta o 
concurso, y que la defensa considera que su tramitación 
podía llevarse por el procedimiento negociado sin 
publicidad, que es el que dice que se utilizó, por lo 
que considera que la adjudicación directa no se hizo al 
margen de la normativa legal vigente. 

Al folio 321 del tomo 69, se encuentra la factura 
01/096, por importe de 6.670.000 pts., relativa a este 
contrato, en la que, como concepto, se puede leer lo 
siguiente: “importe correspondiente a la venta y 
transporte de 15 Carpas modelo 4 aguas, dimensiones 
3x4m. con estructura de aluminio anodizado, lona en PCV 
y tratamiento ignífugo en techo y cortinas laterales, 
lona color blanco lacado a dos caras”. 

Pues bien, si resulta que se eleva hasta los 
8.000.000 de pesetas (48.080,97 €) el límite para acudir 
al procedimiento negociado sin publicidad, en función 
de las peculiares características de los objetos que se 
han de suministrar al órgano de contratación, y se tiene 
en cuenta que al acusado le dijo el secretario que con 
todo lo que no sea muy superior a 30.000 € no tendría 
ningún problema, tampoco podemos descartar la 
corrección de tal procedimiento, porque bien pudo 
entender que los objetos tenían esas características 
peculiares. 

A la vista de la anterior factura, el acusado se 
refirió en el juicio a la peculiaridad de las carpas 
suministradas, debido a las características que en 
ellas se mencionan, poco frecuentes y específicas, que 
las diferenciarían de las más comunes, de otras carpas. 
Se trataba de un material, que era ignífugo, y el 
aluminio era anodizado, esto es, sometido a un proceso 
que le dota de mayor protección y le hace más duradero, 
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a la vez que convierte su superficie en un aislante 
eléctrico. Insistía en que el tema ignífugo era 
fundamental, y decía, también, que, además, la carpa 
requería que “se pudiese desmontar por dos personas 
porque no había más personas disponibles; se tenía que 
desmontar en un tiempo record, refuerzos laterales; 
todo esto era hacer unas carpas a medida”. 

De cuanto venimos diciendo, podemos concluir que, 
pese a que no se haya aportado expediente administrativo 
relativo a la contratación de las cuatro ventas que se 
han reseñado en los hechos probados, no cabe descartar 
que ese mecanismo de contratación directa, a través del 
procedimiento negociado sin publicidad por concurrencia 
de peculiares características, que mantiene el acusado 
que utilizó,  fuera conforme con la normativa legal. Y 
no solo eso, sino que, si estamos a lo que declaró en 
la sesión del día 14/06/2017 el testigo Javier Trujillo 
Barros, quien era auxiliar administrativo de la EMPRESA 
MUNICIPAL DE TURISMO Y ACTIVIDADES RECREATIVAS DEL 
AYUNTAMIENTO DE ESTEPONA, en la época en que fue gerente 
de esta sociedad RICARDO GALEOTE, algún expediente 
debió haber para la contratación. 

Por un lado, decía que esta sociedad trabajaba con 
varias agencias de viajes, con lo cual venía a incidir 
en que no habría un especial interés por trabajar con 
empresas de FRANCISCO CORREA, y explicaba el 
procedimiento para pago de facturas por viajes, 
hoteles, etc. del Ayuntamiento de Estepona, y decía 
que, cuando llegaba la factura, se comprobaba que 
correspondía a un evento, viaje, etc. que se hubiera 
prestado, se pagaba y se enviaba la documentación al 
Ayuntamiento. 

Por otro lado, en lo relativo a la contratación de 
las carpas volvió a repetir que se abría expediente 
para todo, que siempre se pedía presupuesto previo, 
pero que no lo hacía el señor GALEOTE, añadiendo que 
este era una persona austera, y que las carpas se 
seguían utilizando.  

Ante tal testimonio, no podemos descartar la 
existencia del correspondiente expediente 
administrativo previo a cualquier contratación. 
Cuestión distinta es cómo se tramitara dicho 
expediente, y la manera en que se documentase, incluso, 
que se tratase de un expediente formal, pero esto, que 
no es sino una muestra de un cierto desorden en el 
funcionamiento de la Empresa, no debe ser equivalente 
a que el expediente no existiese, que es lo fundamental, 
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y, además, permite comprender la explicación que daba 
el propio acusado, cuando, pese a que en instrucción 
dijo que no hubo ningún expediente, sin embargo pidió 
presupuesto a otras empresas, en la medida que tal 
dinámica de actuación es propia de un expediente 
administrativo. 

Quedaría por valorar el tema relativo a las 
comisiones, que en el escrito de acusación se han 
cifrado en un total de 6.911 €, producto de la suma de 
las devengadas en cada uno de los cuatro contratos, y 
que, respectivamente, serían 1.803,04; 1.202,02; 
1.502,53 y 2.404,05 €. 

La asignación de tales cantidades a cada uno de 
dichos contratos resulta, entre otras, de una de las 
tablas en que se llevaba la contabilidad de FRANCISCO 
CORREA, la titulada “EXTRACTO RICARDO GALEOTE” (folio 
70.607 bis, tomo 78, R 13 bis: registro efectuado en el 
Paseo del General Martínez Campos nº 32 de Madrid), en 
que, efectivamente, se pone en el haber de este dichas 
cantidades. Aun así, tanto uno como otro han negado que 
el segundo recibiera comisión alguna relacionada con 
dichos cuatro contratos. 

Sobre este particular, con el mencionado documento 
a la vista, también era preguntado en juicio FRANCISCO 
CORREA, y sin negar que el apunte hiciera referencia a 
la comisión relacionada con las facturas que se le 
indicaban, decía que esas cantidades se podían 
corresponder con el beneficio por la compra y que 
quedase una comisión para ellos. 

Relataba FRANCISCO CORREA que había llegado a un 
acuerdo con una empresa belga que les traía la moqueta 
desde Bélgica mucho más barata que en España, que la 
diferencia de lo que pagaban de moqueta era muy grande, 
que RICARDO GALEOTE les pidió una cantidad enorme de 
moqueta y se la sirvió, y que el millón de pesetas que 
aparece cree recordar es el beneficio que obtuvo por 
esa moqueta, de manera que, entendido esto así, bien 
puede implicar que ningún incremento sobre el precio de 
cada venta tuviera que abonar el organismo 
administrativo con el que se hizo la contratación, sino 
que, si algún sobreprecio hubo, pudo liquidarse al 
margen de la contratación, en la relación entre el 
proveedor y FRANCISCO CORREA; se trataría, pues, de un 
pacto o acuerdo privado, ajeno al contrato 
administrativo, que, como sujeto a normas de derecho 
privado, no cabe considerar que encareciese los precios 
de dicha contratación administrativa, y que, si algún 
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beneficio produjera, sería a costa de reducir los 
márgenes brutos de quien prestara el servicio. 

Es cierto que también dijo este que no podía ayudar 
en el tema contable y que no podía recordar, pero la 
explicación que puede tener que esas cantidades 
aparezcan en la cuenta de RICARDO GALEOTE no hay que 
descartar que sea porque la mención a este se puso por 
razones de control y saber a qué operación respondía, 
y, como las facturas se corresponden a operaciones 
hechas con este, de ahí su nombre, aunque no percibiera 
cantidad alguna.   

B) El segundo apartado a tratar es el relativo a 
esa compensación económica cómo se resarcieron o 
abonaron las referidas adjudicaciones y que se 
materializaron en forma de viajes y prestación de otros 
servicios. 

Sobre este particular, la primera consideración 
que hay que hacer es que, si tal compensación se pone 
en relación con unas adjudicaciones que las acusaciones 
consideraban irregulares por las que RICARDO GALEOTE 
percibió unas comisiones, y no he llegado a dar por 
probadas tales circunstancias, faltando la premisa 
sobre la que se monta dicha compensación, cualquiera 
que sea el resultado al que se llegue es irrelevante, 
porque, por muchos que fueran los viajes o servicios 
que FRANCISCO CORREA prestase por medio de sus empresas, 
en ningún caso se podrían considerar compensación de 
unas comisiones que no existen. 

El informe de la Oficina Nacional de Investigación 
del Fraude (ONIF) de 18/11/2013 (folios 237 y ss. tomo 
237), ratificado en la sesión del día 04/09/2017, que 
es fundamental para construir la acusación en relación 
con los viajes y servicios prestados por PASADENA 
VIAJES, en su introducción dice un par de cosas que es 
relevante destacar. 

Por un lado, que “para la elaboración de este 
informe, se ha analizado la documentación disponible 
hasta la fecha en el sumario que fue incautada en los 
registros físicos, principalmente, los de las oficinas 
de Pablo Crespo en la calle Serrano nº 40 de Madrid (R 
5), la agencia Pasadena Viajes, S.L. (R 6), el piso 
ubicado en la calle General Martínez Campos nº 32 de 
Madrid (R 11) y la nave industrial de la empresa Easy 
Concept Comunicación, S.L. (R 13 bis)”; por lo tanto, 
no se ha tenido en cuenta la documentación aportada por 
la defensa con posterioridad. 
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Por otra parte, toma como punto de partida las 
cantidades que en el “EXTRACTO RICARDO GALEOTE”, citado 
más arriba, se colocan en el “HABER” de este, donde se 
consideran comisiones irregulares devengadas a su 
favor, y dice algo que es muy significativo: 

“Estas cantidades parece que no fueron cobradas 
por el imputado directamente, sino compensadas con el 
coste de servicios prestados a éste por la agencia 
Pasadena Viajes S.L. que se anotan como cargos en la 
columna Debe”. 

Y digo que es significativo, porque el informe se 
elabora sobre una premisa que es escasamente sólida, 
como lo evidencia el empleo del verbo parecer (“estas 
cantidades parece que...”), tanto que, como comenzaba 
este apartado, he descartado que se pueda dar por 
probado la existencia de esas comisiones, que son las 
que habría que compensar. 

En cualquier caso, alguna consideración se hará. 

Sobre este particular exponía RICARDO GALEOTE que, 
además de PASADENA VIAJES, tenía como proveedores de 
viajes a Halcón viajes y a viajes Marsans, como he dicho 
que confirmó el testigo Javier Trujillo, y acreditó, 
además, con la documentación que aportó, con lo que 
daba a entender que no había ninguna exclusividad a 
favor de PASADENA VIAJES; y también decía que tanto él, 
a título particular, como el Ayuntamiento de Estepona 
o alguna de sus sociedades municipales, contrataban 
viajes con aquella. Además, conviene destacar que, 
según las acusaciones, esa compensación de las 
comisiones devengadas se abonaron mediante viajes y 
otros servicios no solo a este acusado, sino también a 
personas de su entorno, de las cuales destaca, por la 
frecuente mención que se hace a ella, Annette 
Pichlmaier, sobre cuya presencia y los servicios 
prestados que se le prestaran conviene detenerse. Y, 
por último, recordar que FRANCISCO CORREA declaró en 
juicio que RICARDO GALEOTE le pagó directamente algún 
viaje “porque él iba mucho a Estepona, vivía cerca; 
entonces le daba un sobre para la agencia; le daba un 
sobre de cheques o, a veces, le daba dinero”, lo que 
coincide con lo declarado por este, cuando decía que 
los viajes particulares los pagaba él, y guarda 
coherencia con la existencia de una línea de crédito 
virtual, de hecho, de la que, también, habló, y a la 
que nos referiremos más adelante. 
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Explicaba RICARDO GALEOTE en juicio que mantuvo 
una relación sentimental con esta ciudadana alemana, 
Annette Pichlmaier, que pudo durar dos años y terminó 
el 24/12/2001. También explicaba que, tras su ruptura, 
mantuvo contacto con ella porque tenían intereses 
comunes, entre los que menciona problemas con una 
vivienda “pro indiviso” y debían solucionar las 
cuestiones que con la misma estaban relacionadas, 
extremos corroborados por esta en su declaración 
prestada en la sesión del juicio del día 24/02/2017, 
como también lo corroboran los documentos 8 y 9 
aportados con motivo de la declaración de aquel, 
prestada el día 18/03/2009 (folios 40 y ss., tomo 18 
principal, relativos a la denuncia que presentó por 
ignorar el paradero de Annette desde el 06/12/2001). 

Explicó, igualmente, cómo empezó una prestación de 
servicios por parte Annette, como intérprete, con el 
Ayuntamiento, a partir de un momento dado en que el 
acusado la propuso para ello, y, en estas 
circunstancias, caso de que hubiera que hacer algún 
viaje, a la vez que trabajaba como traductora, 
aprovechaba para ampliar contactos y dar publicidad 
para una revista suya, a cambio de cuya labor la 
sociedad municipal le abonaba los gastos de transporte 
y hotel, sin que cobrara nada por el servicio, e incidía 
en que no se firmó ningún contrato, y que es a ello a 
lo que responden parte de las facturas, pues, como 
también explicaba, en los viajes que trabajaba para el 
Ayuntamiento o para la sociedad municipal, estos 
pagaban sus viajes, mientras que si se trataba de viajes 
personales los paga ella, en realidad, él, decía. 

Estaba, de esta manera, relatando una relación 
laboral o de prestación de servicios, de hecho, que, 
como tal, es razonable que mereciera alguna 
remuneración o compensación, por lo que, desde este 
punto de vista, no hay dificultad en asumir que las 
facturas emitidas por PASADENA VIAJES a nombre de 
Annette Pichlmaier sean contraprestación por servicios 
profesionales prestados por esta al Ayuntamiento o a 
alguna de sus sociedades, en particular, a TURISMO Y 
ACTIVIDADES RECREATIVAS DE ESTEPONA S.L., cuando era 
gerente de la misma RICARDO GALEOTE. Y si esto cabe 
asumirlo con carácter general de todas las facturas en 
que aparezca la referida Annette, con mayor razón habrá 
que hacerlo respecto de las fechadas en 2002, 2003 y 
2004, cuando la relación sentimental con este acusado 
había terminado. 
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Este testimonio prestado en la sesión del 
24/02/2017 coincidió sustancialmente con el prestado el 
día 18/05/2011 ante el Instructor del TSJM, en la parte 
que viene a explicar que, aunque no tuviera un contrato 
firmado con el Ayuntamiento de Estepona, hizo en muchas 
ocasiones de traductora o intérprete para él, cuando se 
lo pedían, que por ese motivo les acompañaba cuando 
acudían fuera de la localidad, a alguna feria, y también 
explicó que algunos de los viajes que realizó a título 
particular los pagaba ella, de manera que, siendo esto 
así, es decir, si prestaba unos servicios y no tenía un 
contrato por escrito, lo que no se puede exigir es que 
ella corriera con los gastos, y es razonable que los 
cubrieran aquellos para quienes los prestase, cuestión 
a la que era ajena, de ahí que, si se trataba de viajes 
del Ayuntamiento, bien pudo realizar ese pago RICARDO 
GALEOTE, como político de ese Ayuntamiento para el que 
trabajaba, y si se trataba de viajes particulares, que 
los pagase ella misma a través, también, de RICARDO 
GALEOTE, como explicaba la testigo en juicio.  

En este mismo sentido, el testigo Eduardo Cavada, 
en la misma sesión del día 24, decía que, en los viajes 
del Ayuntamiento, Annette iba de traductora de los 
políticos, y lo volvían a repetir en la sesión del día 
14/07/2017 Antonio Caba Tena, alcalde de Estepona entre 
1999 y 2001, y Antonio Barrientos, entre 2001 y 2003, 
y también Javier Trujillo Barros, que dijo que era la 
traductora, que los viajes que hizo, los hizo como 
traductora. 

Por lo demás, en el acto del juicio, el M.F., a la 
vez que iba preguntando al acusado, le fue exhibiendo 
determinada documentación. Me remito al acta del 
juicio, a la que se ha ido incorporando esa 
documentación exhibida, de la cual me detendré en 
aquello que considero de relevancia para formar 
criterio, a partir de los que recogen en el “anexo 
Estepona” que se adjunta a los folios 284 a 286 del 
escrito de calificación provisional, y lo haré 
consultando el, antes mencionado, informe de la ONIF de 
18/11/2013. 

a) Dicho informe, entre otros extremos, va 
referido a la identificación del emisor del cheque nº 
2172771 de CajaSur, que se identifica como pagado por 
la SOCIEDAD SERVICIOS MUNICIPALES DE ESTEPONA S.L, cuyo 
importe es de 1.058,32 €, cheque fechado el 30/05/2002, 
y que aparece reflejado en el “HABER” del “EXTRACO 
CUENTA GALEOTE” con fecha 11/05/2002, el cual se pone 
en relación con una factura del mismo importe, de 6 de 
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mayo, por lo que las acusaciones consideran supuestos 
servicios prestados al mencionado Eduardo Cavada Ipiña, 
miembro de dicha sociedad.  

Al folio 60.614 del R 13 bis aparece el referido 
cheque y la cuenta de PASADENA VIAJES en que se abonó, 
y en los folios 11 y siguientes del informe se concluye 
que ese importe de 1.058,32 € “por el que se emite el 
cheque salda las cantidades recogidas en distintas 
facturas emitidas por Pasadena Viajes S.L. por 
servicios prestados a D. Ricardo Galeote Quecedo o 
personas de su entorno. Dichos importes coinciden con 
apuntes realizados en la columna Debe del cuadro 
“Extracto Ricardo Galeote””. A continuación se 
reproduce este extracto y se remarcan las casillas en 
que constan los apuntes de las facturas con que, según 
el informe, se debería corresponder, todas ellas a 
nombre de Annette Pichlmaier, que reproduzco a 
continuación: la 0268/01, de 14/05/2001; la 0344/01, de 
13/06/2001; la 0727/01, de 23/11/2001; la 0033/02, de 
21/01/2002 y la parcial 0405/01, de 04/07/2001. 

Tras el anterior cuadro, continúa el informe 
diciendo: “Y también coinciden con servicios (a 
excepción del primero) que fueron abonados en la cuenta 
que la agencia de viajes tenía abierta a nombre de Dña. 
Annette Pichlmaier (pareja sentimental, como hemos 
dicho, del imputado D. Ricardo Galeote), según se recoge 
en el siguiente cuadro”, que también reproduce a 
continuación. 

Frente a las consideraciones que se hacen en el 
informe para cuadrar el importe de dicho cheque con las 
mencionadas facturas, hasta concluir que el mismo, en 
realidad, encubre unos servicios no prestados, responde 
RICARDO GALEOTE que los servicios se prestaron, y 
quienes, con actividades relacionadas con el turismo, 
declararon en juicio, lo han confirmado; así lo hizo el 
propio Eduardo Cavada Ipiña, que recordaba que, por su 
función dentro de la sociedad de SERVICIOS MUNICIPALES, 
asistió a la feria de Expovaciones de Bilbao en mayo de 
2002, y lo volvía a corroborar Francisco Javier González 
Valdés en la sesión del día 06/03/2017, gerente de dicha 
sociedad desde principios de 2002 hasta mediados de 
2003, quien explicó que las facturas las emitía la 
sociedad, y reiteró la realidad de la estancia en 
Bilbao, con lo que, al ser esto así, hemos de descartar 
que no se prestara el servicio al que hace mención la 
referida factura.  
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 b) Asimismo, fue preguntado por el cheque de 370,10 
€, fechado el 10/06/2003, firmado por él (folio 70.613, 
tomo 78 R 13 bis), librado a favor de PASADENA VIAJES, 
que se ponía en relación con la factura 00104/03, 
fechada el 12/03/2003 (folio 177, tomo 207), en que 
consta la misma numeración del cheque (1.491.515.4), 
documento en el que figura una anotación escrita a mano 
que dice “CTA. PERSONAL RICARDO GALEOTE” y una serie de 
cantidades, también reflejadas en la cuenta “EXTRACTO 
RICARDO GALEOTE”, cuyo cómputo total suman los 370,10 
€. 

 En el mismo informe de la ONIF de 18/11/2013, se 
dan las explicaciones por las cuales esas cantidades 
son el respaldo de los 370,10 €, para, desde ahí, 
considerar que no se corresponden con una realidad y 
que tenía por objetivo justificar el libramiento del 
cheque por tal importe. Sin embargo, el discurso que se 
hace, no acaba de convencer, porque no descarta otras 
alternativas. 

 Por ejemplo, el que se llegue a la conclusión de 
que la cantidad de 147,21 € puede corresponder al pago 
de un viaje en avión entre Madrid y Málaga, sin haber 
podido contar con la factura o algún otro documento 
que, al menos, apunte a ello, cuando a nadie se escapa 
la fluctuación que puede haber en el precio de un mismo 
viaje aéreo, en función de diferentes variables, 
siendo, como es, ese abono de viajes un factor 
determinante para construir la acusación, no cabría 
considerarlo como definitivo en apoyo de una sentencia 
de condena; como, en igual sentido, tampoco cabría 
considerar definitivo que se diga que la cantidad de 
129,05 es reflejo de una parte de la cantidad total de 
1.071,81 € de la factura 0405/01 emitida a nombre de 
Annette Pichlmaier, porque, tal como se razona en el 
informe (folio 34), no descarta otras alternativas; 
además, aunque las descartara, ya he explicado en el 
anterior apartado las razones por las cuales considero 
que no ha quedado acreditado que los viajes o servicios 
prestados a esta se puedan considerar compensación de 
actividad ilícita alguna. A lo anterior, aunque sea con 
todos los matices que se quieran poner, cabe añadir que 
el acusado ha venido manteniendo que esa factura 
responde a una realidad. 

Por lo demás, no podemos dejar de reseñar la 
conclusión a la que se llega en el informe de la ONIF, 
que transcribimos, traído de su folio 38, que dice así: 
“En definitiva, la sociedad Turismo y Actividades 
Recreativas del Ayuntamiento de Estepona S.L. pagó 
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370,10 € de gastos particulares de D. Ricardo Galeote 
Quecedo o de personas con él relacionadas, posiblemente 
documentando dicha salida de fondos del ente municipal 
con una factura que presenta indicios de ser irregular”. 
Y lo traigo a colación, porque el empleo del adverbio 
posiblemente (ni siquiera probablemente), así como que 
la factura presente indicios, sin haberse podido 
precisar si este término se corresponde con el de simple 
sospecha, o es el propio de la prueba indiciaria, 
generan una incertidumbre incompatible con un 
pronunciamiento de condena. 

 c) En el acto del juicio se exhibió al acusado la 
fila 30, hoja 2, Caja X PC.xls, carpeta 11, documento 
5, R 16, de las hoja excel del pendrive intervenido al 
acusado JOSÉ LUIS IZQUIERDO, en que hay un apunte, de 
21/03/2002, que, en la casilla concepto, pone: “Ent. 
Santiago Lago”, en la casilla notas: “Emb. Novia R. 
Galeote”, y en la casilla importe, en color rojo: 
“30.400,00 €”, y, cuando se le preguntó por él, explicó 
que se refería a una deuda que tenía Annette Pichlmaier, 
para cuyo pago le entregó dicha cantidad FRANCISCO 
CORREA, a través de la gestión que hizo el letrado de 
este, Santiago Lago Bronstein, que se subrogó en esa 
deuda, para con ello solucionar la reclamación judicial 
que se había entablado contra la inicial deudora, esto 
es, Annette Pichlmaier. 

 En igual sentido declaró FRANCISCO CORREA, quien 
manifestó que esa cantidad de 30.400 € fue para el pago 
de una deuda que tenía Annette con una imprenta, que 
ese dinero se lo dejó a título personal, sin que tuviera 
nada que ver con el tema de Estepona, con RICARDO 
GALEOTE., 

Y, entre los 31 documentos que RICARDO GALEOTE 
aportó en su declaración de 18/03/2009 (folios 28 y 
ss., tomo 18, principal), a partir del 10 se encuentra 
documentado el procedimiento judicial iniciado para la 
reclamación de la deuda por parte de una mercantil de 
Industrias Gráficas contra Annette Pichlmaier, quien 
confirmó en juicio tener una editorial, de cuya 
actividad me limito a mencionar una providencia, de 
15/04/2002, de la Magistrada del Jdo. de Primera 
Instancia nº 14 de Málaga ante el que se llevó, relativa 
a esa cesión de crédito a favor del letrado Santiago 
Lago Bornstein, así como el auto, de 28/05/2003, 
despachando, a instancia de este letrado, ejecución 
frente a Annete Pichlmaier. 
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Se podrá decir que la cantidad prestada no es 
exactamente igual a la que fue objeto de reclamación 
judicial, sin embargo la circunstancia de que la 
providencia de 15/04/2002 fuera dictada menos de un mes 
después del apunte de 21/03/2002, y las explicaciones 
dadas por el acusado sobre cómo se fueron liquidando 
los gastos y costas del juicio avalan que el referido 
apunte se correspondía con esa deuda a Annette 
Pichlmaier, y como sobre este particular esta testigo 
no fue preguntada en juicio, no habría que descartar 
que esta cantidad se deba a una relación jurídica a la 
que fuese ajeno el acusado. 

d) Por último, nos referiremos a la parte de la 
acusación que considera que fueron efectuados pagos, 
directamente, por FRANCISCO CORREA con fondos de su 
“caja B” mediante un ingreso de 6.000 € en la cuenta de 
Caja Madrid de PASADENA VIAJES, que tiene su base en la 
fila 169, hoja 1, Caja Pagos B, carpeta 11, documento 
5, R 16 de la hoja excel del pendrive de PABLO CRESPO, 
intervenido en el registro efectuado el piso del Paseo 
del General Martínez Campos nº 32 de Madrid, en que hay 
un apunte, de 18/12/2003, que, en la casilla concepto, 
pone: “Ingreso Caja Madrid/Pago Fras. Ricardo Galeote”, 
y en casilla importe, en color rojo: 6.000 €, y que 
tiene la casilla saldo en blanco. 

También el informe de la ONIF, de 18/11/2013, en 
su apartado 5, folio 38 y ss., dedica la atención a 
dicho apunte, y, según el cual, con cargo esos 6.000 € 
se canceló la deuda que tenía pendiente RICARDO GALEOTE 
en dicha agencia de viajes, por servicios particulares 
prestados a él o a personas con él relacionadas, siendo 
las facturas que se mencionan para cuadrar esos 6.000 
€ las ocho últimas que figuran en el anexo del escrito 
de acusación del M.F., traídas de la hoja 39 del 
informe, “EXTRACTO FACTURAS PDTES. PICCMAIER/RICARDO 
GALEOTE”, (a su vez, folio 70.623, tomo 78 R 13 bis), 
que suman un total de 6055,90 €. Dichas facturas son 
las siguientes: parte de la 0405/01; 0652/01; 0497/02; 
0652/02; 0762/02; 0761/02; 0448/03, y albarán 1250/03. 

El M.F. le fue preguntando por los viajes con que 
se pudieran corresponder dichas facturas, respecto de 
los cuales dio las explicaciones correspondientes, y, 
cuando se le preguntó, a la vista de la nota manuscrita 
que dice “saldo a favor Ricardo Galeote” (folio 70.621, 
tomo 78 R 13 bis), que reconoció ser una anotación hecha 
por él, respondió que abrieron un línea de crédito, que 
era una línea de crédito virtual, que no había un 
contrato al respecto entre FRANCISCO CORREA y él o con 
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la sociedad; y al seguir preguntándosele, en relación 
con la nota, también escrita por él, que hace referencia 
a las moquetas y que figura en la factura 0268/01, de 
14/05/2001 (folio 70.6212, tomo 78 R 13 bis), insiste 
en la existencia de esa línea de crédito, que luego 
explica que abarcaba no solo sus relaciones personales, 
sino también las que pudiera haber por cualquiera de 
las operaciones que realizara con las sociedades 
municipales. A ello cabe añadir que, cuando en la sesión 
del juicio del 04/07/2017 se le preguntó al funcionario 
76.134 que si había tenido en cuenta en su informe la 
documentación aportada por el señor GALEOTE (folios 126 
y ss. Tomo 228, Principal), manifestó que no tuvieron 
en cuenta el extracto bancario aportado por él, que 
añadimos que lo aportó con la idea de acreditar que 
hizo bastantes más pagos, personalmente, que los que en 
dicho informe se refieren, como tampoco consta que 
analizaran la cuenta corriente de este, desde la que la 
defensa ha tratado de acreditar la realidad de 
diferentes pagos hechos por este. 

Ciertamente, no es esa la manera más formal de 
llevar una contabilidad, pero sabemos que hay formas 
desordenadas de llevar un control sobre cuentas; y lo 
que también es cierto es que se estableció una relación 
de negocio entre FRANCISCO CORREA, a través de dos de 
sus empresas, y RICARDO GALEOTE, bien a título 
particular, bien como consecuencia de la actividad que 
realizara para los organismos o sociedades municipales 
que gestionara, que explicaría esta forma de tener algún 
control sobre el saldo global pendiente entre las 
distintas operaciones y/o servicios realizados entre 
ambos. 

Si esto que acabo de decir lo pongo en relación 
con que no considero probado que se pueda hablar de 
contratación irregular, ni de que se haya devengado 
comisión alguna a cargo de ningún organismo municipal 
por la contratación habida con él, habré de reiterarme 
en que, cualquiera que sea el reproche que se quiera 
poner a esta manera de llevar las cuentas, resulta 
irrelevante, porque falta el presupuesto base para 
mantener la acusación, pues no se puede hablar de 
compensación de beneficios como contrapartida a una 
contratación irregular, que no existe. 

Como se desprende de lo expuesto, no comparto las 
conclusiones, que, a partir del informe de 18/11/2013, 
llevarían a un pronunciamiento de condena para este 
acusado, y para esa discrepancia es fundamental que, en 
su elaboración, se han tomado referencias de distintas 
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declaraciones prestadas por distintos intervinientes en 
esta causa, a partir de las cuales, hasta llegar a esas 
conclusiones, es a costa de deducciones, cuando hay que 
poner en la base de ese razonamiento algunas premisas 
diferentes, fundamentalmente, porque no se deberían 
obviar algunos de los datos que aportan esas 
declaraciones, en particular, de FRANCISCO CORREA y de 
RICARDO GALEOTE, así como algún otro que no se tuvo en 
cuenta en su elaboración. 

Por destacar ahora lo más significado, reiterar 
que no habría que descartar que entre estos dos acusados 
existiera una línea de crédito, de hecho, y que, a su 
manera, llevasen las cuentas existentes entre ellos, a 
la vez que, por ser referencia RICARDO GALEOTE de 
Estepona, lo que guardase relación con este 
Ayuntamiento, se colocase en la misma cuenta que se 
llevase lo que, a nivel particular, concerniera al 
propio RICARDO GALEOTE. Así resultaría de sus 
declaraciones, corroboradas por la prueba testifical  
mencionada. 

Por la misma razón, aun cuando parte del dinero 
para el pago de viajes saliera de la “Caja B”, de 
FRANCISCO CORREA, ello no debe llevar, necesariamente, 
a que el dinero utilizado para hacer frente a los 
servicios prestados a RICARDO GALEOTE fuera de 
procedencia ilícita. Esto que ahora y aquí digo, ha de 
entenderse respecto de este acusado, y no pretenderlo 
hacer extensivo, sin más, a otros, porque la prueba de 
cada uno es propia de lo que a cada cual afecta, y ello, 
además, no es incompatible con que en esa “Caja B”, 
junto con fondos de procedencia ilícita, entrasen otros 
que no lo fueran, en la medida  que, según las 
declaraciones de ambos acusados, RICARDO GALEOTE 
entregaba con cierta regularidad cantidades para hacer 
frente a sus viajes y los de otras personas, y es que, 
como hemos dicho en algún pasaje de la sentencia, entre 
los fondos que llegaban a las cuentas de FRANCISCO 
CORREA, los había, también, de procedencia lícita, de 
los que, alguno de ellos, bien podrían ser estos.  

Lo que quiero decir es que en el informe no se 
valora que, en lo que a este acusado concierne, el 
dinero que ingresase en esa caja fuese de procedencia 
lícita y de la manera que relatan los acusados, con lo 
que, si es así, queda desconectado de cualquier 
vinculación con el Ayuntamiento de Estepona o de sus 
Sociedades. Además, en lo que a los viajes se refiere, 
en relación con Annette Pichlmaier, tampoco habría que 
descartar que se cargaran a su cuenta en atención a esa 
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peculiar prestación de servicios por parte de esta, al 
Ayuntamiento, como intérprete. 

Son, por tanto, enfoques que en el informe no se 
tienen en cuenta, porque, o no se han valorado algunas 
declaraciones, como alguna de las prestadas en juicio, 
o se valoran de manera distinta a la que considero que 
debería hacerse y que no se deben descartar. Es cierto 
que desde esta posición se está admitiendo la existencia 
de una mala manera de hacer las cosas y una peculiar 
forma de llevar unas cuentas, que deberían llevarse de 
otro modo, que, si se quiere, se pude remontar, incluso, 
al escaso rigor en la tramitación de algún procedimiento 
de contratación por parte del Ayuntamiento de Estepona 
o de alguna de sus sociedades; pero que, así sea, no 
debería llevar a la condena que se interesa, porque, 
pese a esa peculiar manera de llevar las cosas, no 
considero que la prueba sea tan contundente, como para 
dar por acreditado que se haya llegado a producir una 
irregular disposición de fondos públicos, y menos que 
para ello se haya acudido a alguna irregularidad en la 
contratación o a cualquier otra actividad fraudulenta 
o falsaria. 

e) En resumen, si, como es mi opinión, partimos de 
que no se ha podido dar por probado que RICARDO GALEOTE 
recibiera dádiva alguna de FRANCISCO CORREA en forma de 
viajes u otros servicios; si la prueba practicada no 
descarta que RICARDO GALEOTE abonase directamente 
determinados viajes, ya fuera para él o para otra 
persona, a PASADENA VIAJES, agencia a la que, por lo 
demás, no recurría en exclusividad; si resulta que 
también cabe admitir que Annette Pichlmaier, además de 
la relación sentimental que tuviera con este acusado, 
prestó servicios al Ayuntamiento o alguna de sus 
sociedades, y realizó viajes en función de estas dos 
relaciones; si tampoco es posible llegar al grado de 
certeza que requeriría un pronunciamiento desfavorable 
en lo relativo a la falsedad de las facturas que se 
relacionan por las acusaciones; si se admite como 
posible la existencia de esa línea de crédito, de hecho, 
de la que habla el acusado, aunque solo sea por el 
beneficio de la duda, no cabe llegar a una sentencia 
condenatoria para el referido RICARDO GALEOTE QUECEDO, 
quien, por lo tanto, ha de ser absuelto de cuantos 
delitos ha sido acusado. 

CUARTO.- En coherencia con mi posición, dado que 
no considero probada actividad ilícita por parte de 
RICARDO GALEOTE, debería procederse a su absolución por 
todos los delitos de que viene acusado, como también, 
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a la de FRANCISCO CORREA, PABLO CRESPO y JOSÉ LUIS 
IZQUIERDO de los delitos de que se les acusa en este 
apartado, en aplicación del principio de accesoriedad. 

Pero, además, respecto de estos dos últimos, pese 
a la mención que se hace de ellos en los hechos probados 
que la mayoría dedica a este apartado, no veo por qué 
se les coloca en ellos de la manera que se les coloca, 
tras una valoración de la prueba que se limita a 
transcribir algunos pasajes de lo escuchado en juicio, 
fundamentalmente de lo declarado por FRANCISCO CORREA, 
en que no aparece ninguno de los dos, porque el que se 
opere así, y luego se les vuelva a mencionar en el 
bloque dedicado a la calificación jurídica, solo diré 
que, en mi opinión, es insuficiente para esa condena. 

  

CASTILLA Y LEÓN 

En dos puntos muestro mi discrepancia con el voto 
mayoritario, una relacionada con el enfoque que dan 
respecto de la invocación que hacía la defensa de JESÚS 
MERINO DELGADO sobre la lesión del derecho a la tutela 
judicial efectiva y del principio de igualdad ante la 
ley, y la otra respecto del pronunciamiento de condena 
sobre ÁNGEL SANCHÍS PERALES y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO 

I.- Se quejaba la defensa de JESÚS MERINO en 
trámite de cuestiones previas de la lesión del derecho 
a la tutela judicial efectiva y del principio de 
igualdad ante la ley, por el trámite seguido para llegar 
a ser dejado sin efecto el auto de 01/08/2011 (folio 
221 y ss., tomo 116, D.P. 1/09, principal TSJM), por el 
que el Instructor del TSJM acordó el sobreseimiento de 
las actuaciones respecto de su patrocinado, que fue 
confirmado por auto de 13/10/2011 (folio 297 y ss., 
tomo 120 D.P. 1/09, principal TSJM), desestimatorio del 
recurso de reforma interpuesto contra el anterior, y 
que, tras diferentes incidencias procedimentales, acabó 
siendo dejado sin efecto mediante auto de 15/03/2012 de 
la Sección Cuarta de la Sección Cuarta de la Sala de lo 
Penal de la Audiencia Nacional (folio 81, tomo 131, 
principal, D.P. 275/07 JCI 5). 

 Con independencia de que vaya desarrollando esas 
incidencias, anticipo que el recorrido seguido para 
dejar sin efecto el sobreseimiento acordado en su 
momento para este acusado, se asemeja al que se siguió 
para dejar sin efecto el sobreseimiento acordado para 
RICARDO GALEOTE, por lo que traeré a colación 
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consideraciones allí realizadas, aunque, sin embargo, 
la conclusión no sea la misma, porque, tal como quedó 
resuelta la cuestión en su momento, si hemos llegado a 
juicio, ha sido a raíz de una decisión dictada por un 
órgano que no hemos de cuestionar, y el resultado del 
juicio, en función de la prueba practicada en cada caso, 
nos lleva a conclusiones distintas, lo cual no debe 
quitar para vuelva a mostrar mi discrepancia con la 
postura que mantienen mis compañeros, al igual que he 
hecho más arriba. 

Como digo, también en el caso de JESÚS MERINO, con 
fecha 01/09/2011, encontrándose las actuaciones en el 
TSJM, dictaba el Instructor auto acordando el 
sobreseimiento provisional y archivo de la causa 
respecto de este acusado, en el que se hacía mención 
expresa de que contra dicho auto cabía recurso de 
reforma en el plazo de tres días ante el propio 
Instructor o recurso de apelación en el plazo de cinco 
días ante dicho Instructor, para ante la Sala de lo 
Civil y Penal del TSJM, o recurso de reforma y 
subsidiario de apelación en el plazo de tres días ante 
el propio Instructor. 

Dicho auto fue recurrido en reforma por alguna de 
las acusaciones, y, tras la tramitación del recurso, el 
Instructor dictó el auto de 13/10/2011, desestimando la 
reforma, volviendo a hacer mención expresa de que contra 
ese auto el recurso que cabía era el de apelación, en 
plazo de cinco días, ante el mismo Instructor para ante 
la Sala de lo Civil y Penal del TSJM. 

Así las cosas, se puede comprobar, sin embargo, 
que esa apelación no se resolvió por la Sala de lo Civil 
y Penal del TSJM, sino que está el auto de 15/03/2012, 
dictado por la Sección Cuarta de esta Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional, que, si bien emplea la fórmula 
de decretar la nulidad del auto del Instructor del TSJM 
de 01/09/2011, en realidad, encierra la estimación del 
recurso de apelación pendiente contra este auto, y lo 
hace, además, sin entrar en consideraciones de fondo, 
sino en atención a razones meramente procesales. 

Se me vuelve a plantear, por tanto, si no fue dicho 
auto de la Sección Cuarta el que pudo adolecer de algún 
defecto, por falta de competencia funcional, al 
resolver un recurso que nunca debió resolver, 
apreciable, incluso, de oficio a tenor de lo dispuesto 
en el art. 240.2 pf.II LOPJ., cuestión en la que no 
entraré, aunque sí puedo decir que no le falta razón a 
esta defensa planteando la cuestión, porque, si estamos 
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a lo que, en sede de P.Ab., dispone el art. 766.3 
LECrim, se puede apreciar que, interpuesto recurso de 
apelación, establece que las actuaciones han de 
remitirse a la Audiencia respectiva, que es la que ha 
de resolver en los cinco días siguientes, y si atendemos 
a las disposiciones generales contenidas en el Tít. X, 
Lib. I, vemos que el art. 220 establece que el Tribunal 
competente para conocer del recurso de apelación es 
aquel a quien correspondiese el conocimiento de la causa 
en juicio oral, y, desde luego, a quien funcionalmente 
compete ver en juicio oral lo que instruya el Magistrado 
Instructor del TSJM, es a su Sala de lo Civil y Penal. 
(En el mismo sentido art. 73 LOPJ). 

Es cierto que, con fecha 08/06/2011, la Sala de lo 
Civil y Penal del TSJM dicta su auto 56/11 (tomo 109, 
folio 273, D.P. 1/09, principal, TSJM), en cuya parte 
dispositiva acuerda lo siguiente:  

 
“Inhibirse, por pérdida sobrevenida de la 

competencia, del conocimiento de la presente causa, 
acordando su devolución al Juzgado Central de 
Instrucción nº 5. 

Contra esta resolución cabe interponer recurso de 
casación por infracción de ley, de conformidad con los 
arts. 25 y 248 LECr.”. 

 
Y antes, en su F.J. 4º, razonaba que “la pérdida 

de la competencia de esta Sala para el conocimiento de 
las actuaciones implica la cesación, desde la firmeza 
de esta resolución, de toda actividad instructora en 
esta causa por el Magistrado Instructor y para el 
conocimiento por este Tribunal de los recursos contra 
sus decisiones, salvo en aquellas actuaciones que sea 
imprescindible su práctica por su urgencia o 
inaplazabilidad, hasta la materialización de la 
remisión de la causa al Juzgado Central de Instrucción 
nº 5”. 

 
Acordada, pues, la inhibición, no es hasta que 

fracasa el recurso de casación, el 24/11/2011, al que 
se había dejado la puerta abierta en el propio auto, 
cuando se declara FIRME mediante un Decreto de la Sra. 
Secretaria Judicial de 30/11/2011 (folio 12, tomo 124, 
D.P. 275/08, principal), en el que, además de declarar 
tal firmeza, se acuerda SUSPENDER la causa en el estado 
que se encuentra y remitirla al JCI nº 5, por lo que, 
al ser así, el Magistrado Instructor continúo 
manteniendo el procedimiento bajo su control, y, como 
tal, dictó el auto de sobreseimiento de 01/09/2011, y 
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resolvió el recurso de reforma interpuesto contra este, 
mediante el auto de 13/10/2011, que, reitero, indicaba 
que la apelación era para ante la Sala de lo Civil y 
Penal del TSJM, pero que, sin embargo, no se llega a 
sustanciar ante ella, en lo que tiene incidencia ese 
Decreto de la Sra. Secretaria, de 30/11/2011. 

 
El referido Decreto, en cuanto acuerda remitir la 

totalidad de la causa al JCI nº 5, fue recurrido en 
revisión por la representación procesal de JESÚS 
MERINO, por entender que debía ser la Sala de lo Civil 
y Penal del TSJM la competente para resolver el recurso 
de apelación interpuesto por las acusaciones, que 
pendía contra el auto de sobreseimiento del Magistrado 
Instructor, dando lugar a que dicha Sala de lo Civil y 
Penal dictara auto, con fecha 21/12/2011 (folio 190, 
tomo 124, D.P. 275/08), en que estima en parte el 
recurso de revisión interpuesto por JESÚS MERINO, y, 
aunque confirma el Decreto de 30/11/2011, precisa que 
la remisión de las actuaciones al JCI nº 5 no debe 
incluir los Rollos de apelación ya incoados en la misma 
Sala, mientras que las apelaciones respecto de las que 
no se había incoado Rollo en la Sala, estas sí deberían 
remitirse al JCI nº 5, en cumplimiento de lo acordado 
en el Decreto de 30 de noviembre. 

De dicho auto destaco un pasaje, cuando dice en el 
primer razonamiento jurídico, en relación con el 
recurso de queja que fuera interpuesto contra un auto 
de 20/06/2011, en que la Sala deniega tener por 
preparado el recurso de casación que se había intentado 
contra el auto de 8 de junio, que, sin embargo, hemos 
visto que este mismo auto indicó antes que cabía, que 
su “interposición impidió la firmeza del auto de 8 de 
junio”, que, repito, se declaró en el Decreto de 30 de 
noviembre, y transcribo el argumento que utiliza en su 
razonamiento segundo, cuando, tras reconocer que hay 
varios recursos de apelación pendientes contra 
distintos autos del Magistrado Instructor, dice que “la 
pérdida de la competencia de esta Sala para el 
conocimiento de las actuaciones implica también que los 
recursos en trámite contra las resoluciones del 
instructor, que aún no hayan sido objeto de incoación 
en la Sala de lo Civil y Penal de este Tribunal, no 
pueden ser ya conocidos por la misma, sino que la 
devolución de las actuaciones al Juzgado Central de 
Instrucción obligará a culminar en él su tramitación 
para la remisión a la Sección correspondiente de la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional. Ahora bien, 
los recursos que hayan tenido ya entrada en la Sala de 
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lo Civil y Penal de este TSJ y hayan provocado la 
incoación del correspondiente Rollo no pueden 
considerarse automática y directamente afectados por 
esa resolución de 8 de junio, puesto que en ella no fue 
acordado expresamente su remisión al Tribunal encargado 
del conocimiento en vía de recurso de las decisiones 
del Juez Central”. 

 Este auto, que, en lugar de centrarse en lo que 
constituía el objeto del recurso, como era el 
sobreseimiento, considera que, por pérdida sobrevenida 
de su competencia, debe dejar de pronunciarse al 
respecto, y que sea la Sala de lo Penal de Audiencia 
Nacional la que resuelva, no es compartido por el voto 
particular del Magistrado discrepante, que, por 
entender que funcionalmente se debería seguir 
manteniendo la competencia, pasa a pronunciarse sobre 
el fondo, en el sentido de desestimar el recurso y 
confirmar el sobreseimiento acordado por el Magistrado 
Instructor. 

Y que la problemática habida con motivo de la 
competencia no fue pacífica, también lo evidencia que, 
en la fundamentación jurídica del auto de 13 de octubre, 
desestimatorio del recurso de reforma, el propio 
Magistrado Instructor comienza sus razonamientos, con 
uno que llama cuestión previa, donde expone sus 
argumentos para seguir considerándose competente para 
resolver, pese a ser conocedor del auto de 8 de junio 
de la Sala de lo Civil y Penal del TSJM, planteamiento 
coherente con la afirmación que se hace en el primero 
de los autos de 08/02/2012 citados, cuando fija el 
24/11/2011 como el día en que consideraba que dejaba de 
ser competente el TSJM, y que no hace sino seguir la 
previsión contenida en el F.J. 4º del propio auto de 
08/06/2011, transcrita más arriba, relativa a que la 
cesación de la competencia pendía de su firmeza, y que 
está en sintonía con lo establecido el art. 25 pf. III 
LECrim., conforme al cual, entretanto no recaiga 
decisión judicial firme resolviendo la cuestión de 
competencia, pese a que ya se haya acordado la 
inhibición, impone al juez de instrucción que siga 
practicando las diligencias correspondientes e, 
insisto, ese 8 de junio no estaba declarada la firmeza 
por los recursos que pendían contra él, y no entro en 
consideraciones sobre si dicho auto producía efecto 
suspensivo, o no, ante la contundencia de las 
afirmaciones hechas por el TSJM, de que hasta el 24 de 
noviembre no ganó firmeza el auto de 8 de junio, como 
tampoco en el debate sobre si resolver sobre la 
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pendencia de un recurso contra una resolución que ha 
puesto fin a la instrucción, mediante un auto de 
sobreseimiento, sujeto a un determinado régimen 
impugnatorio, es una diligencia de instrucción, 
entendida esta en su más genuino sentido de la actividad 
investigadora a que se refiere el art. 299 LECrim., o 
ya dejado de serlo. 

Con lo expuesto, quiero decir que la fijación y 
conservación de la competencia no debe quedar 
condicionada por los avatares del procedimiento, de 
manera que, porque el mismo avance o progrese de fase, 
sea suficiente para que varíe el órgano jurisdiccional 
encargado de conocer del asunto que constituye su objeto 
en la fase que le corresponda, y a ello no obstaba, 
siquiera, que se hubiera producido la remisión de las 
actuaciones desde el TSJM al JCI nº 5, pues, que fuera 
esto así, no es sino un acto material, que, en modo 
alguno, puede trastocar una norma de competencia, con 
la que se altera el órgano que ha de resolver, que 
debería haberse mantenido, habiendo fórmulas para ello, 
porque, si tan urgente y necesario se consideraba la 
remisión del procedimiento, se podía haber acordado la 
deducción de los particulares oportunos para que 
quedaran en uno u otro órgano, y, así haber resuelto el 
recurso de apelación el órgano funcionalmente 
competente, esto es, la Sala de lo Civil y Penal del 
TSJM. 

Es cierto que, de haber resuelto esta Sala, no 
sabremos nunca si el resultado final hubiera sido 
mantener el sobreseimiento acordado por el Instructor, 
y, aunque por la vía de la comparación con lo sucedido 
respecto de otros acusados a quienes esa misma Sala 
confirmó el sobreseimiento acordado por el Instructor, 
no sea mecánicamente trasladable la misma solución a 
este acusado, nos parece razonable que así lo considere 
la defensa de este, pues lo cierto es que no tuvo una 
resolución de fondo al respecto, porque el auto que, 
con fecha de 15/03/2012, dicta la Sección Cuarta de 
esta Sala de lo Penal, acaba desestimando el recurso de 
apelación por razones meramente formales. 

 
La síntesis de lo razonado hasta aquí, se puede 

resumir haciéndonos la pregunta de si, como 
consecuencia de haber cesado en su competencia el TSJM 
por pérdida del aforamiento de un imputado, la pierde 
hasta el extremo de que alcance a la funcional que le 
correspondería para conocer de los recursos 
interpuestos contra las resoluciones dictadas por el 
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Instructor de quien sea su superior jerárquico, y la 
respuesta la encontramos en la STS 753/2015, de 
25/11/2017, que sobre este particular dice lo 
siguiente: “Se ha discutido también la competencia del 
TSJCV para resolver los recursos pendientes ante él, 
con el argumento de que decaída la competencia para 
seguir procediendo, tendría que serlo en todos los 
aspectos del trámite, con una eficacia ex tunc. Pero 
sucede que el mismo argumento en que se funda la STS 
869/2014, presta fundamento a la decisión de aquel en 
la materia, y es que el planteamiento de tales 
impugnaciones le invistió del conocimiento de las 
mismas, es decir, de una competencia funcional sobre la 
que no puede retroactuar el cese del aforamiento”, razón 
por la que, aunque confirma la falta de competencia 
para seguir conociendo por parte del TSJCV, sin embargo 
acuerda mantener su competencia a los exclusivos 
efectos de resolver los recursos que puedan existir 
pendientes y los directamente derivados de ellos, que 
tengan su origen en cualquier resolución dictada por el 
Instructor con anterioridad a ser declarada esa falta 
de competencia 

 
En cualquier caso, pese a lo que se acaba de 

argumentar, y que, en mi opinión, la competencia 
funcional no debería haber cedido, hemos visto que no 
es cuestión pacífica, y la muestra es la anterior STS; 
por lo tanto, no me aferro a ella como una razón para 
un pronunciamiento absolutorio, pues la causa ha 
permanecido abierta para este acusado en base a lo 
decidido en una resolución judicial que no nos 
corresponde revisar, y como sucede que se ha llegado a 
juicio donde se ha contado con una prueba, que nos ha 
conducido a un pronunciamiento de condena, en esos 
términos admito la presente sentencia para este 
acusado. 

 
II.- ÁNGEL SANCHÍS PERALES y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO 

 La otra discrepancia con el voto mayoritario 
consiste en diferentes extremos, relacionados con el 
préstamo de los 3.000.000 de euros que reciben de LUIS 
BÁRCENAS, y, relacionado con ello, debe ser abordada 
una de las cuestiones de derecho alegadas por la defensa 
del segundo. 

1. En cuanto a los HECHOS PROBADOS  

Una de las operaciones que realizó LUIS BÁRCENAS 
para ocultar su ilícito patrimonio consistió en un 
préstamo que, en nombre de la Fundación SINEQUANON, 
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hizo a ÁNGEL SANCHIS PERALES, el 24/02/2009, por importe 
de 3.000.000 €, que  se transfirieron desde la cuenta 
que aquella tenía en el DRESDNER BANK de Suiza, a la 
0605140081 del HSBC de Nueva York, de la entidad 
uruguaya, de la familia SANCHÍS, BRIXCO SA, a la que, 
a continuación, se los prestó ÁNGEL SANCHÍS PERALES, y 
que se materializaron, con el visto bueno y tras las 
comprobaciones oportunas por parte de las dos entidades 
bancarias, que no pusieron trabas a su disponibilidad, 
mediante tres transferencias, cada una de 1.000.000 €, 
los días 27/03, 03/04 y 06/05/2009. Esos 3.000.000 € 
fueron transferidos, a su vez, desde BRIXO, en parte, 
a la sociedad argentina LA MORALEJA SA, de la familia 
SANCHIS y otra parte a la sociedad uruguaya RUMAGOL, de 
ÁNGEL SANCHIS HERRERO e IVÁN YÁÑEZ.  

A diferencia de LUIS BÁRCENAS, que, por ser suyo, 
hizo tal operación con la finalidad de que ese dinero 
ilícito entrase en el circuito lícito, ni ÁNGEL SANCHIS 
PERALES ni ÁNGEL SANCHÍS HERRERO queda acreditado que 
conocieran que se trataba de dinero de procedencia 
ilícita. Por esta razón y porque no descarto la realidad 
del contrato que el 16/06/2011 firma LUIS BÁRCENAS, en 
representación de CONOSUR LAND, con ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO, en representación de LA MORALEJA, tampoco 
descarto que la cantidad de 190.000 $ (142.959,15 €) 
que, en distintos traspasos, transfiere este a aquel 
sea en contraprestación o como remuneración de los 
servicios que le prestara, y que responda al mismo 
concepto, y se haga en consideración a las 
remuneraciones que por dicho contrato le 
correspondieran, las transferencias del 01/10/2012 por 
importe de 19.120 $ y del 30/10/2012 por importe de 
15.000 $, para pago de estudios y atenciones de sus 
hijos, y la del 19/11/2012 por importe de 20.000 $ a su 
cuenta y la de su mujer del Chase Manhattan Bank de 
Nueva York. 

Tampoco encuentro vinculación o relación entre los 
10.000 € que transfiere ÁNGEL SANCHÍS PERALES el 
05/10/2011 a la cuenta del Banco Popular de LUIS 
BÁRCENAS y los 3.000.000 € del inicial préstamo. 

Por otra parte, a través de la sociedad uruguaya 
RUMAGOL, en la que figuran como socios ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO e IVÁN YÁÑEZ desde el 23/09/2010, de la misma 
manera que este se valió de ella para que, aportada a 
dicha sociedad dinero de procedencia ilícita, de LUIS 
BÁRCENAS, como fueron 600.000 € que le traslada de la 
cuenta OBISPADO, una vez liquidada, en febrero de 2013, 
de la cantidad de 858.701.92 $ que le correspondió a su 
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liquidación, hacerle llegar 132.051 €, que justifica 
como devolución de un préstamo que le había realizado, 
para que este los introdujera en el circuito lícito, lo 
que no consiguió; sin embargo, no cabe concluir que el 
1.345.378,87 $ que, a su liquidación, correspondió a 
ÁNGEL SANCHIS HERRERO y traspasa a la cuenta de la 
sociedad de la familia, TQM, guarden relación con los 
3.000.000 € del préstamo inicial. 

2. En cuanto a la CUESTIÓN DE DERECHO alegada. 

Decíamos en el apartado de la fundamentación 
jurídica dedicada a las cuestiones previas, que la 
defensa de ÁNGEL SANCHÍS HERRERO volvió a plantear, 
como tal cuestión, la falta de jurisdicción de este 
Tribunal para el enjuiciamiento de su patrocinado, por 
entender que correspondía a la justicia argentina. La 
cuestión ya fue abordada en los autos que dictamos con 
fechas 11 y 29/03/2016 (folios 325 y ss. y 448 y ss., 
respectivamente, tomo 6 Rollo de Sala) y como 
entendíamos que nada más cabía añadir a lo que en ellos 
se dijo sobre esta cuestión, a ellos nos remitimos y 
decidimos comenzar el juicio por entender que no había 
habido circunstancia nueva que nos hiciera variar de 
criterio. 

Junto a esto, creo necesario hacer alguna 
consideración más, tras la que llego a una conclusión 
distinta a la que se llega por mis compañeros en el 
punto 4 del bloque II SOBRE OTRAS CUESTIONES PREVIAS. 

A) Las circunstancias han cambiado, pues, en el 
curso del juicio oral, la defensa de este acusado 
presentaba, con fecha 21/09/2017, dos resoluciones 
dictadas por los Tribunales de aquel país (folio 1876 
y ss., tomo VI documentación aportada en juicio), en 
las que se acordaba el sobreseimiento de la causa 
abierta allí respeto de su patrocinado, así como de 
ÁNGEL SANCHÍS PERALES; la primera de 13/12/2016 del 
Juzgado Criminal y Correccional Federal 8, dictada en 
el procedimiento 10603/2012, y la que, con motivo del 
recurso interpuesto contra la anterior por el 
Ministerio Público Fiscal, fue dictada por la Cámara 
Criminal y Correccional, Sala 1, con fecha 17/07/2017, 
que no pueden ser obviadas, y que requieren una 
respuesta. 

Antes, sin embargo, conviene recordar alguna de 
las consideraciones que hacíamos en los autos de 
11/03/2016, en que no accedíamos a ceder nuestra 
jurisdicción a los Tribunales Argentinos, y de 
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29/03/2016, en que desestimábamos el recurso 
interpuesto contra el anterior, de las cuales, lo que 
traigo a colación es que considerábamos que no debíamos 
ceder nuestra jurisdicción para el conocimiento de los 
hechos a que se contrae la presente causa a los 
Tribunales Argentinos; nada más. Dicho esto, no lleva 
aparejado que se deban ignorar sus resoluciones, 
fundamentalmente, en lo que son los efectos del “bis in 
idem internacional”, en orden a evitar un doble 
enjuiciamiento de los mismos hechos. 

En aquellas resoluciones tomábamos como referencia 
para hacer una valoración del segmento fáctico a tener 
en cuenta, el que había en el escrito de acusación 
provisional del M.F., que, en lo sustancial, ha pasado 
a la sentencia con las precisiones que haré, por lo que 
a la participación de nuestros acusados se refiere. 

En las ocasiones que el Tribunal del que forma 
parte este Magistrado ha tenido que pronunciarse sobre 
la cuestión, ha mantenido que, a los efectos de valorar 
la concurrencia del referido principio, donde ha de 
centrarse la atención no es tanto en la calificación 
jurídica de los hechos sujetos a enjuiciamiento, sino 
en la identificación fáctica que da lugar a esa 
calificación. El problema, pues, es de identidad del 
hecho que constituye el objeto de cada procedimiento, 
a lo que se añade una problemática más, como es la que 
deriva de que la actividad delictiva se prolongue en el 
tiempo, de ahí la necesidad de que, al margen de valorar 
si hay algún tipo de ruptura que permita hablar de una 
diferenciación, se deba precisar el concreto segmento 
fáctico de cada proceso, de manera que, si el que 
constituye la base de uno de ellos desborda o es más 
amplio, que el que lo sea de otro, no se puede hablar 
de identidad fáctica.  

No obstante, esto necesita precisiones cuando los 
segmentos fácticos no son coincidentes, y así lo decimos 
porque hemos de convenir que, en el caso que nos ocupa, 
el que es objeto de la presente causa, en el conjunto 
de lo que aquí se enjuicia, es más amplio que lo que 
nos reporta la información argentina; sin embargo, en 
lo que concierne a ÁNGEL SANCHÍS PERALES y ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO sí cabe hablar de esa coincidencia, lo que 
avanzo desde este momento, pero indicando, también, que 
la situación de estos no tiene parangón con la de LUIS 
BÁRCENAS, como se puede apreciar. Ante esta 
coincidencia, he de traer, de nuevo, de nuestro auto de 
11/03/2016, la transcripción del apdo. 5 del R.J. 81º 
de la STS 503/2008, de 17/07/2008, que, en relación con 
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el principio “non bis in idem” internacional, decía lo 
siguiente: 

“En el ámbito internacional la prohibición de 
doble enjuiciamiento y de una segunda sentencia 
condenatoria es absoluta cuando la primera sentencia es 
absolutoria. En estos casos, los principios de 
reconocimiento de las resoluciones judiciales, de 
confianza mutua, de seguridad jurídica y de libre 
circulación de personas, adquieren decisiva importancia 
hasta el punto de hacer imposible una segunda 
persecución, especialmente cuando se trata del marco de 
la Unión Europea”. 

En consideración a lo anterior, decíamos que, en 
la medida que contábamos con una doctrina con la que se 
daba solución a los problemas del “bis in idem 
internacional”, no podíamos dejar de enjuiciar, y que, 
con independencia de la decisión que tomasen los 
Tribunales Argentinos, si dictábamos nosotros sentencia 
en la presente causa con anterioridad, remitiríamos 
testimonio de la misma a las autoridades de aquel país, 
para que produjese los efectos que considerasen 
oportunos en relación con la causa allí seguida. No ha 
sido así, sino que ha habido resolución firme en 
Argentina antes que la nuestra, y, por lo tanto, es a 
nosotros a quienes nos corresponde valorar la decisión 
adoptada por los tribunales de aquel país. 

Volviendo a los hechos, tenemos que, aunque el 
blanqueo de capitales por el que se formula acusación 
despliega su actividad por distintos países, la 
concreción espaciotemporal que afecta a ÁNGEL SANCHÍS 
PERALES y ÁNGEL SNACHÍS HERRERO estimo que no difiere 
de la que en las resoluciones argentinas se les coloca, 
y, si así no lo consideramos en un primer momento en 
nuestros autos de marzo de 2016, fue porque, entonces, 
su actividad delictiva no era posible entenderla sino 
partiendo de la que se atribuía a LUIS BÁRCENAS; sin 
embargo, ahora, celebrado el juicio oral, las cosas han 
cambiado, de manera que se pueden individualizar 
conductas con la mayor concreción que nos permite la 
prueba practicada, pues, como en mi opinión se verá al 
analizar, en el bloque correspondiente, la relativa a 
los hechos y participación de cada uno de estos dos 
acusados, el punto del que arrancaba su acusación, que 
era del conocimiento de la procedencia ilícita de los 
fondos de LUIS BÁRCENAS, a quien, con su colaboración, 
ayudarían a blanquear, considero que no cabe darlo por 
probado, y esto, que era punto fundamental de 
discrepancia con los jueces argentinos, ahora que no lo 
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hay, sí permite hablar de identidad fáctica, por cuanto 
que la conducta a enjuiciar de los dos SANCHÍS quedaría 
reducida a su participación en la circulación de los 
3.000.000 € que salen de Suiza, solo que, no acreditado 
que tuvieran conocimiento de la procedencia ilícita de 
ese dinero, falta el punto de engarce para considerarles 
partícipes en su blanqueo. 

Es verdad que en el auto de 11/03/2016 relatábamos 
con mayor detalle otros actos que se atribuían a ÁNGEL 
SANCHÍS HERRERO para conformar el delito de blanqueo, 
pero no es menos cierto que esos otros actos solo se 
podían considerar como tales, si no se prescindía del 
inicial sobre el que se construye el delito, que es ese 
conocimiento de la procedencia ilícita de los bienes, 
y la voluntad de contribuir a su blanqueo, y a esto, 
como digo que veremos en su lugar, no me permite llegar 
la prueba practicada. 

B) En la resolución de 13/12/2016 del Juzgado de 
lo Criminal y Correccional Federal nº 8, de conformidad 
con el art. 336 inciso 3º del Código Procesal Penal 
Argentino, se acuerda el sobreseimiento, entre otros, 
respecto de ÁNGEL SANCHÍS PERALES y de ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO por considerar que los hechos investigados no 
encuadran en figura legal, sobreseimiento que, según 
dispone el art. 335 del mismo Código, “cierra definitiva 
e irrevocablemente el proceso con relación al imputado 
a cuyo favor se dicta”. 

No se trata de un sobreseimiento provisional, por 
no resultar debidamente justificada la perpetración del 
delito, sino de un sobreseimiento, cuyo parangón con 
nuestro ordenamiento estaría en el libre del art. 637 
LECrim., por no ser el hecho constitutivo de delito. Es 
cierto que, tras el recurso interpuesto por el 
Ministerio Público Fiscal, ese sobreseimiento se dejó 
sin efecto en lo que a ÁNGEL SANCHÍS PERALES y ÁNGEL 
SANCHÍS HERRERO se refiere por la sentencia de 
17/08/2017 de la Cámara Criminal y Correccional, Sala 
1, y, en su lugar, se acordó el “archivo de la causa 
por imposibilidad de proceder” del art. 195 segundo 
párrafo; entre las circunstancias que tiene en cuenta 
es que se encuentra abierta la presente causa, y entre 
las consideraciones que hace para revocar la resolución 
de la instancia es que, mantener una decisión del tipo 
de la recurrida, tendría fuerza de cosa juzgada. 

Se mantiene, tras el recurso, el archivo de la 
causa argentina por esa razón procesal, admitiendo 
nuestra jurisdicción y competencia, y superando, con 
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ello, los problemas que, como consecuencia del 
conflicto de jurisdicción, se nos plantearon en su 
momento y que resolvimos a nuestro favor en los dos 
indicados los autos de 11 y 29/03/2016, que quedan 
superados por esa razón procesal, y dejan expedito el 
camino para que entremos de lleno en el examen de fondo 
de la acusación que contra estos se dirige en la 
presente causa. 

No obstante, la defensa de SANCHÍS HERRERO, a 
partir de las resoluciones argentinas, desarrolla una 
interesante exposición, en la que bien por considerar 
que los Tribunales españoles carecen de jurisdicción 
para enjuiciar los hechos de que se acusa a su 
patrocinado, bien por aplicación del principio “non bis 
in idem”, entiende que se debería dictar a su favor una 
sentencia absolutoria. 

Lo esencial de su discurso lo podemos resumir en 
dos aspectos: por un lado, que los hechos que se 
atribuyen a su patrocinado y su padre, consistentes en 
la contribución que prestan a que circulen por Argentina 
los 3.000.000 € que hace salir de Suiza LUIS BÁRCENAS, 
se despliegan en Argentina, por lo que correspondería 
a los Tribunales de este país su enjuiciamiento, 
incluidas las eventuales falsedades que hubieran 
servido como instrumento para ello; por otra parte, 
caso de que este Tribunal siguiera considerándose 
competente, que, al haber recaído las resoluciones de 
sobreseimiento que han dictado los jueces argentinos, 
les alcanzarían los efectos de cosa juzgada y su nuevo 
enjuiciamiento aquí supondría una quiebra del referido 
“bis in idem”; y como soporte sobre el que construye 
los argumentos en defensa de su tesis, considera que 
los hechos objeto de enjuiciamiento en Argentina y aquí 
son los mismos, para lo cual se basa en lo que dicen 
las resoluciones argentinas. 

Además, conviene que tengamos presente una 
circunstancia más, como es que, de asumir su tesis, tan 
solo tendría efectos en relación con la cooperación que 
se atribuye a su patrocinado en el delito fiscal por el 
ejercicio del IRPF de 2009, del que, en principio, 
acusaba el M.F. pero que, al elevar a definitivas sus 
conclusiones provisionales, retiró la acusación, de 
manera que solo sería el Abogado del Estado el que 
acusase por él, y, aunque respecto del cual tampoco 
procede la condena por razones de fondo, no hemos de 
dejar de dar respuesta a la cuestión procedimental que 
se nos plantea, que ha de ser tratada de cara a la 
incidencia que tengan tales resoluciones en los delitos 



 

1631 

 

de blanqueo y de falsedad documental de los que acusa 
el M.F. 

Mi discrepancia con la defensa radicaba en que, 
pese a que las resoluciones argentinas digan que los 
hechos de que conocieron allí son idénticos a los de 
aquí (nos referimos, exclusivamente, a los que 
conciernen a los SANCHÍS), no podía estar de acuerdo, 
si descendíamos al aspecto subjetivo de los mismos. Sí 
cabe admitir que esa coincidencia se da en el aspecto 
objetivo de la circulación del dinero desde que sale de 
Suiza hasta que llega a Argentina y que en esa 
circulación, objetivamente contemplada, exista 
identidad; sin embargo, esta no pude dejar de 
contemplarse desconectada del origen de donde procede 
en dinero, y en esto es fundamental la actuación de 
LUIS BÁRCENAS y, en relación con él, la participación 
que se ha venido atribuyendo los SANCHÍS, de manera que 
solo si no se llega a dar por probado que estos tuvieran 
conocimiento del origen del dinero de aquel y que no se 
prestaron a colaborar en la ocultación y blanqueo que 
perseguía cuando se lo entregó, es cuando sí cabrá 
empezar a hablar de esa identidad; pero para ello ha 
sido necesario la celebración del presente juicio. 
Conviene recordar a este respecto que el tipo del 
injusto tiene un aspecto objetivo (tipo objetivo) y 
otro subjetivo (tipo subjetivo), y aunque este segundo 
sea de más difícil prueba, lo cierto es que, sin la 
concurrencia de los dos, no cabe exigir responsabilidad 
penal. 

Había, pues, un matiz de importancia que impedía 
hablar de esa identidad de la que pretende convencer la 
defensa, más fundamental, si cabe, cuando de un delito 
donde el elemento subjetivo es imprescindible para que 
quede perfectamente definido, como es el de blanqueo de 
capitales y, para determinar si concurría, o no, era 
preciso la celebración del juicio, y como en ese juicio 
era fundamental valorar la relación existente entre 
LUIS BÁRCENAS y, sobre todo, ÁNGEL SANCHÍS PERALES no 
cabía romper la continencia de la causa respecto de 
estos dos y, en consecuencia, también, de ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO. No se trata de que este no realizara ningún 
acto material en España, como dice su defensa, que lo 
admitimos, sino que los que realizara en Argentina eran 
la continuidad de los realizados con anterioridad en 
España por LUIS BÁRCENAS, y los de este sí nos 
correspondía su enjuiciamiento. 

No considero, por tanto, que haya habido violación 
del principio “non bis in idem” internacional, como 
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esgrime la defensa, porque, en principio, el 
enjuiciamiento de los hechos en España era necesario 
que se llevase a cabo, ya que los que aquí se trataban 
desbordaban los investigados en Argentina, al menos en 
ese aspecto subjetivo, en el que las relaciones de los 
SANCHÍS con LUIS BÁRCENAS y el conocimiento que tuvieran 
del origen ilícito del dinero de este era imprescindible 
valorar. 

Dicho lo anterior, ahora que no considero probado, 
como más adelante diré al analizar la prueba, que los 
Sres. SANCHÍS tuvieran participación en la actividad en 
que se subsume el delito de blanqueo, es, en este 
momento, cuando admito esa identidad de que se habla 
por los jueces argentinos, de manera que, como ellos ya 
han dictado una resolución al respecto, no deberíamos 
dictar nosotros otra que la contraríe, por cuanto que 
los términos en que ya quedan los hechos han sido objeto 
de un pronunciamiento favorable, y deberíamos atenernos 
al pasaje de la STS 503/2008, de 17/07/2008, que 
transcrita más arriba. 

Así es como considero que han de interpretarse las 
decisiones argentinas, que, por lo demás, coinciden con 
mi criterio, pues a la misma conclusión absolutoria se 
debería llegar, una vez que entremos en la valoración 
de la prueba practicada en la presente causa, tanto 
para ÁNGEL SANCHÍS PERALES como para ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO. 

3. En cuanto a la VALORACIÓN FÁCTICA de la prueba. 

Decía más arriba que una de las operaciones que 
realizó LUIS BÁRCENAS para ocultar su ilícito 
patrimonio consistió en un préstamo de 3.000.000 € que, 
en nombre de la Fundación SINEQUANON, hizo a ÁNGEL 
SANCHÍS PERALES, el 24/02/2009, que se transfirieron 
desde la cuenta que aquella tenía en el DRESDNER BANK 
de Suiza, a la 0605140081 del HSBC de Nueva York, de la 
entidad uruguaya, de la familia SANCHÍS, BRIXCO SA, a 
la que, a continuación, se los prestó ÁNGEL SANCHÍS 
PERALES, operación que, en opinión de este Magistrado, 
sobre cómo debería haberse valorado la prueba, no 
permite dar por acreditado irregularidad alguna, y 
menos de relevancia penal, por parte de los SANCHÍS. 

Para mantener esta posición parto de que dicho 
préstamo se materializó con el visto bueno y tras las 
comprobaciones oportunas por parte de las dos entidades 
bancarias, que no pusieron trabas a su disponibilidad, 
mediante tres transferencias, cada una de 1.000.000 €, 
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los días 27/03, 03/04 y 06/05/2009. Esos 3.000.000 € 
fueron transferidos, a su vez, desde BRIXCO, en parte, 
a la sociedad argentina LA MORALEJA SA, de la familia 
SANCHIS y otra parte a la sociedad uruguaya RUMAGOL, de 
ÁNGEL SANCHÍS HERRERO e IVÁN YÁÑEZ. 

A partir de este hecho objetivo, las acusaciones 
construyen el delito de blanqueo de capitales que 
atribuyen a ÁNGEL SANCHÍS PERALES y ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO, porque consideran que estos tenían 
conocimiento del origen ilícito de los bienes, lo que 
no hay duda de que así sea respecto de LUIS BÁRCENAS, 
porque era el dueño del dinero y me remito a lo dicho 
hasta el momento, que se complementa con lo dicho, en 
relación con la prueba que acredita tal extremo. 

En cambio, muestro mi discrepancia con las 
acusaciones y con mis compañeros, de que la prueba 
practicada alcance el suficiente grado de certeza como 
requeriría un pronunciamiento de condena, para dar por 
acreditado que tanto ÁNGEL SANCHÍS PERALES, como ÁNGEL 
SANCHÍS HERRERO, tuvieran conocimiento de ese origen 
ilícito. 

El planteamiento de ellos, de manera muy resumida, 
se puede decir que parte del hecho de que estos dos 
acusados tenían conocimiento de que los 3.000.000 € que 
llegan a BRIXCO en primavera de 2009 eran de procedencia 
ilícita, que se produce una confusión con los fondos 
que dicha sociedad posee, a consecuencia de su normal 
actividad como comercializadora, y que, una vez dentro 
del fondo del que pasan a formar parte, se articulan 
los mecanismos para reintegrarlos a LUIS BÁRCENAS, 
hipótesis que no comparto, por cuanto que el análisis 
de la prueba practicada permite alternativas distintas, 
favorables a los acusados, que iré explicando y que 
deberían llevar a la absolución de los señores SANCHÍS. 

Para mantener esta opinión retomo algo que decía 
al tratar la cuestión planteada por la defensa de ÁNGEL 
SANCHÍS HERRERO, cuando me refería al tipo subjetivo y 
la importancia que tiene de cara a perfilar un delito 
como este de blanqueo de capitales, donde la 
jurisprudencia se ha mostrado exigente a la hora de 
apreciar su concurrencia, en particular, en lo 
referente al análisis de la razón de por qué se conoce 
ese origen delictivo, en que se debe rehuir de acudir 
a inferencias que sean muy abiertas. No se trata de 
operar con criterios más estrictos, en comparación con 
la prueba de este elemento en otros delitos, sino, 
simplemente, de no minimizar las garantías relativas a 
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la prueba del mismo, por más que entrañen una cierta 
dificultad en cuanto a su acreditación. 

La STS 583/2017, de 19/07/2017, puede servir de 
guía, por las frecuentes menciones que hace a esa 
“inferencia muy abierta”, en la parte de su discurso 
que emplea para estimar el recurso. La sentencia es muy 
extensa, y no solo llama la atención por la revisión 
que hace de la de instancia, “desde el prisma de la 
presunción de inocencia de la solidez de esa 
inferencia”, sino por la atención que presta a la 
valoración del elemento subjetivo en el delito de 
blanqueo de capitales. 

En su F.J. 34º dice: “El delito de blanqueo exige 
que todas las conductas descritas en el art. 301.1 CP 
y relacionadas con los bienes a los que afectan, tengan 
como finalidad ocultar o encubrir su origen ilícito o 
ayudar al autor del delito antecedente a eludir las 
consecuencias legales de sus actos (por todas y como 
más reciente STS 362/2017, de 19 de mayo). La acción 
sancionada como blanqueo no consiste en el simple hecho 
de adquirir, poseer o utilizar los beneficios 
adquiridos sino, como precisa el tipo, en realizar estos 
u otros actos cuando tiendan a ocultar o encubrir su 
origen ilícito”. 

Continúa reproduciendo algún pasaje de la anterior 
STS 265/2015, de 29 de abril: ”La esencia del tipo es, 
por tanto, la expresión "con la finalidad de ocultar o 
encubrir el origen ilícito". Finalidad u objeto de la 
conducta que debe encontrarse presente en todos los 
comportamientos descritos por el tipo”. Y más adelante, 
destacado en negrita: “La finalidad de encubrir u 
ocultar la ilícita procedencia de los bienes o ayudar 
a los participantes del delito previo, constituye, en 
consecuencia, un elemento esencial integrante de todas 
las conductas previstas en el art. 301.1 C.P. Esta 
conclusión se justifica porque el blanqueo pretende 
incorporar esos bienes al tráfico económico legal y la 
mera adquisición, posesión, utilización, conversión o 
transmisión constituye un acto neutro que no afecta por 
sí mismo al bien jurídico protegido”. 

Se trata de un delito de tendencia, en que el hecho 
objetivo no llena el tipo, si no va acompañado del tipo 
subjetivo, que se ha de concretar en el motivo que guía 
la acción del autor, de manera que no solo basta con el 
conocimiento de la procedencia que se exige en el tipo 
del art. 301.1 C.P., con la expresión “... sabiendo que 
estos tienen su origen en una actividad delictiva” 
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(referido a los bienes), sino que, además, el acto 
realizado ha de ser “para ocultar o encubrir su origen 
ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado 
en la infracción o infracciones a eludir las 
consecuencias de sus actos”. 

Por otra parte, conviene recordar cuando, en 
cuestiones previas, nos referíamos a que los supuestos 
de duda han de ser resueltos a favor de reo, si bien 
con la precisión de que el tratamiento de esta tampoco 
ha de ser igual cuando se trate de aportación de datos 
que favorezcan, que cuando se trate de los que 
perjudiquen, lo que, trasladado a una declaración, 
implica que, en lo que sea a favor de reo, los criterios 
de exigencia a la hora de valorar eso que favorece no 
han de ser tan rigurosos, como aquello que contenga una 
carga desfavorable. Por ello, en el caso de esta, para 
su apreciación, ha de superar el criterio de lo que se 
conoce como duda razonable, de manera que, incluso, 
aunque se esté internamente más convencido de que ha 
ocurrido el hecho desfavorable, no cabrá darlo por 
probado, si razonablemente se presenta una alternativa 
que lo descarte. Al revés, si se trata de un hecho 
favorable, aun cuando se presente alguna duda, incluso 
si es razonable, de que pudo no darse, si se llega a un 
convencimiento, también razonablemente, de que ocurrió, 
deberá darse por probado, que es lo que, de alguna 
manera, se nos enseña en el siguiente pasaje, ya citado 
con anterioridad, de la STS 1014/17, de 10/10/2017: “No 
importa tanto si el tribunal dudó como si debió dudar. 
Si bien la objetividad no requiere conclusiones 
absolutamente irrefutables, tampoco la duda razonable 
exige prueba de la falsedad incuestionable de la 
imputación. Si la hipótesis alternativa a la imputación 
es razonable, las objeciones a la afirmación acusadora 
lo son también. Y entonces falta la certeza objetiva”. 

Hechas las consideraciones anteriores, entro a ver 
con qué prueba contamos para determinar si, más allá de 
cualquier duda razonable, es posible dar por acreditado 
que se daba, como primer requisito, ese conocimiento 
sobre el origen ilícito de los bienes, para lo cual es 
fundamental analizar la conducta de ÁNGEL SANCHÍS 
PERALES, por ser con él con quien celebra el contrato 
de préstamo LUIS BÁRCENAS. 

Comprende este Tribunal que las acusaciones hablen 
de un supuesto contrato de préstamo, para referirse al 
de 24/02/2009, debido a la escasa credibilidad que 
ofrece toda la línea de actuación de LUIS BÁRCENAS. A 
ella se ha hecho mención más arriba; no obstante, 
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admitíamos que ha aportado algún dato cierto, y por eso 
decíamos, también, que no quedaría rechazado, 
automáticamente y en su integridad, todo su testimonio. 
Considero que esta es de una de esas ocasiones, en lo 
que de positivo pueda aportar a favor de los SANCHÍS; 
por un lado, porque entiendo muy abierta y, por tanto, 
insuficiente la razón en que se basan las acusaciones 
para estimar que ÁNGEL SANCHÍS PERALES conocía el origen 
ilícito del dinero que le prestaba LUIS BÁRCENAS, lo 
que es fundamental, y por otro, porque la prueba de 
descargo que ofrecen las defensas de estos dos acusados 
contribuye a fomentar esa duda, que hemos de resolver 
a su favor. 

La entrada en escena de ÁNGEL SANCHÍS PERALES la 
colocan las acusaciones ese 24/02/2009, fecha del 
contrato de préstamo, pocos días después de que 
trascienda a los medios el caso GÜRTEL con la detención 
el día 6 de una parte de los acusados, entre los que no 
se encontraba LUIS BÁRCENAS. Más arriba nos hemos 
referido a las prevenciones que, sin embargo, toma este 
inmediatamente a continuación de esa fecha para 
proteger sus cuentas suizas; me remito a lo dicho, y 
ahora, por recordar algún dato, estaría la llamada 
telefónica que hace el 12/02/2009 al LOMBARD ODIER dando 
poderes a IVÁN YÁÑEZ para que gestione sus activos, o 
el poder que el 09/03/2009 confiere, también a este, 
para que gestione sus cuentas en el DRESDNER BANK. 

Ahora bien, que esto fuera así, no es incompatible 
con que se hablase de ese contrato de préstamo, que se 
firma el día 24/02/2009, meses antes, como explicaba 
ÁNGEL SANCHÍS PERALES en juicio (en Navidades o en el 
otoño anterior decía). De hecho, el documento existe 
(folio 47 a 49, tomo 187 Principal) y es significativo 
que, a diferencia del resto de documentación preparada 
por LUIS BÁRCENAS en apoyo de sus sucesivas coartadas, 
este lo aporta ÁNGEL SANCHÍS PERALES en su declaración 
en instrucción, prestada el día 10/04/2013, como es 
significativo que la iniciativa para el préstamo surja 
de este, que es quien busca financiación, cuando lo 
normal es que, si quien pretende blanquear dinero es 
LUIS BÁRCENAS, hubiera propuesto él la operación 
(cuestión distinta es que, si le surge tal oportunidad, 
la aproveche y lo haga sin hablar de la procedencia de 
sus bienes, que, en el momento que SANCHÍS plantea el 
tema, no había razones para sospechar), como 
significativa me parece, también, la dinámica que se 
pudo apreciar durante su interrogatorio, que la define 
perfectamente las palabras con que comienza su turno de 
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preguntas la acusación ejercida por Carmen Ninet, 
cuando, antes de su inicio, le dijo que le veía “muy 
vehemente”, porque, efectivamente, de manera apasionada 
y convencido me pareció que prestó declaración. 

En el informe que realiza el M.F. va exponiendo 
los indicios que hay para considerar acreditado que 
ÁNGEL SANCHÍS PERALES tenía conocimiento de la 
procedencia ilícita del dinero que le presta LUIS 
BÁRCENAS, partiendo del hecho de que la dinámica de 
blanqueo del mismo comienza a tener lugar a partir del 
mes de febrero de 2009, cuando se tiene conocimiento de 
la existencia de este procedimiento, por su 
trascendencia mediática. Dejo de lado los indicios 
relativos a IVÁN YÁÑEZ, que no coinciden con los que 
pueda haber sobre ÁNGEL SANCHÍS PERALES, y admito que, 
efectivamente, a partir de esa fecha hay un cambio 
importante en la gestión de las cuentas suizas, en las 
que IVÁN YÁÑEZ tiene la intervención que hemos indicado, 
pero en la que nada tiene que ver ÁNGEL SANCHÍS PERALES, 
al que solo se le menciona en relación con el préstamo. 

No niego, tampoco, las notas de contacto y 
comunicaciones con las entidades LOMBARD ODIER y 
DRESDNER BANK que les hace llegar LUIS BÁRCENAS a lo 
largo del mes de febrero y de marzo; lo que, sin 
embargo, no se nos indica es si llegó a tener 
conocimiento de las mismas ÁNGEL SANCHÍS PERALES, y de 
qué manera, pues el que se diga, como decía el M.F. en 
su informe, que esto “lo tuvieron que conocer el señor 
SANCHÍS PERALES y el señor SANCHIS HERRERO. Es evidente 
que fue un procedimiento conocido mediáticamente, 
conocido por prácticamente por toda España”, que me 
parece insuficiente, como indicio, por sí solo, es más 
si tenemos en cuenta que ni estaba encartado aún LUIS 
BÁRCENAS o que ellos, al menos SANCHÍS HERRERO, residía 
en Argentina, e indicio que es todavía más frágil, si 
se tiene en cuenta la prueba de descargo aportada por 
las defensas, que, a continuación, analizo. 

Como tampoco comparto que se esgrima como 
argumento, que se dé por sentado que tenían conocimiento 
de que la fortuna de LUIS BÁRCENAS, que recordemos que 
ni siquiera estaba siendo investigado, debería proceder 
de sus relaciones con FRANCISCO CORREA (“debieron 
representarse, al menos... que esos fondos tenían un 
origen ilícito procedente de delitos de corrupción, 
dado que se trataba de pagos efectuados por FRANCISCO 
CORREA...”, decía el M.F.), pues es un argumento que, 
al margen de poner como premisa de esa representación 
un dato tan difuso e impreciso como el que se pone, no 
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resulta fácil construir a partir de él un delito como 
el de blanqueo de capitales, por más que la 
jurisprudencia haya admitido su configuración por vía 
de dolo eventual. 

Y me parece excesivo, porque no es una conducta 
exigible, que se alegue, poniendo de nuevo como premisa 
que deberían tener conocimiento de que había indicios 
del origen delictivo del dinero, “que no adoptaron 
ninguna precaución, ni tomaron ninguna medida para 
preguntar o conocer si realmente ese era el origen o 
tenía un origen lícito”, o que se diga que “es el señor 
SANCHÍS PERALES quien debió examinar esos fondos 
ilícitos, quien se debió cuestionar, al menos, la 
procedencia de ese origen delictivo con los indicios 
que había de su comisión”, ello porque no se nos da 
como premisa de este por qué, otra más sólida que esa 
indefinición que he dicho. 

Al margen de la fragilidad de la inferencia, 
porque, en realidad, no se razona con ella por qué se 
debía conocer ese origen delictivo, presupuesto 
imprescindible para apreciar el delito de blanqueo de 
dinero, considero que hay una serie de elementos 
favorables en las actuaciones, que no se deben dejar 
pasar, en buena medida puestos de relieve por medio de 
la prueba de descargo aportada por las defensas. 

En este sentido, decir que en el escrito de 
acusación no se coloca a ninguno de los señores SANCHÍS 
en ninguno de los hechos con que se conforman los 
delitos antecedentes; ni siquiera en alguna de las 
actividades relacionadas con el cambio de 
administración de las cuentas suizas del LUIS BÁRCENAS. 

Mantiene ÁNGEL SANCHÍS PERALES que desconocía que, 
en la época en que cierra el préstamo con LUIS BÁRCENAS, 
el 24/02/2009, estuviera siendo investigado este y 
añade que ni siquiera estaba entones imputado, que 
seguía siendo Tesorero del P.P. y que su imputación 
llega en julio de 2009; no niega que se pudiera haber 
enterado de esa imputación a través de la prensa, aunque 
no puede concretar fecha, que, en todo caso, fue 
posterior, mucho más si nos referimos a las fechas en 
que habla por vez primera con él del préstamo, en las 
Navidades o el otoño anterior. También da las 
explicaciones por las que le solicita el préstamo a 
LUIS BÁRCENAS, por ser una persona a la que conocía 
desde niño, al venir su amistad de la que tenía con su 
padre, conocer que su fortuna procedía de negocios que 
venía haciendo en Argentina y Uruguay, y en el momento 
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en que hablan del tema no haber constancia, siquiera, 
de información sobre irregularidades en cualquiera de 
sus negocios. 

Explicó las conversaciones que tuvo en el DRESDNER 
BANK con Agatha Stimoli, y mantiene que acudió a Suiza, 
previamente a formalizar el préstamo, para asegurarse 
de la procedencia del dinero, comprobar si los fondos 
que iban a ser objeto de préstamo podían estar a su 
disposición y transferirlos a su cuenta de destino, que 
los empleados del banco le manifestaron que conocían a 
LUIS BÁRCENAS y le aseguraron su lícito origen y estar 
libres para ser transferidos, y porque del banco HSBC, 
donde se recibiría el dinero, le indicaron tener una 
conversación con el banco de origen de cara a chequear 
esa procedencia, particulares sobre los que fue oída 
dicha testigo, que se remitió a las transferencias tal 
como habían quedado documentadas, y añadió que no le 
preocupó que se hicieran, que lo comunicó al servicio 
de compliance del banco, que son los que se encargan de 
la información de las cuentas, y consideraron que eran 
operaciones normales y no la dieron ninguna instrucción 
para que tuviera que tomar ninguna decisión al respecto. 

Tampoco desde el punto de vista del HSBC de Nueva 
York hay constancia de que se hiciera advertencia alguna 
sobre la procedencia del dinero, como así lo permite 
deducir el examen de la documentación recibida de dicha 
entidad bancaria, pues, según parece, las autoridades 
americanas conocieron las operaciones de los señores 
SANCHÍS, incluida la relativa a la financiación 
recibida por ÁNGEL SANCHÍS PERALES desde Suiza y cedida 
a BRIXCO, y ninguna irregularidad he detectado; por lo 
tanto, habría que considerar que se trató de una 
operación legal y sin tacha lo transferido, o, al menos 
que ni siquiera pudiera sospechar ÁNGEL SANCHÍS PERALES 
lo contrario, lo cual, a la vez, viene a confirmar que 
hubo los necesarios contactos entre bancos para 
garantizar la regularidad de la operación; y por esta 
circunstancia es por lo que decía más arriba, acudiendo 
al principio de inexigibilidad de conducta distinta, 
que no se puede exigir más cautela al acusado, que la 
diligencia que debe ser propia de un banco sobre el 
control de su negocio, de manera que, si ninguna de las 
entidades pone objeción a las transferencias de fondos 
de uno de sus clientes, es una razón más que impide dar 
por probado que aquel pudiera tener conocimiento del 
origen ilícito del dinero; incluso, cabe decir que, el 
que el banco pudiera tener alguna sospecha, no significa 
que lo conociera ÁNGEL SANCHÍS PERALES; y, por eso, me 
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parece razonable, porque debiera estar dentro de lo que 
se puede considerar una buena práctica bancaria, lo que 
sobre esta cuestión manifestaba en juicio ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO, cuando decía: “yo interpreto que es una función 
del banco avisarme si el fondo que viene...; de hecho, 
hemos recibido fondos en las cuentas que a veces han 
sido bloqueados puntualmente porque el banco ha 
considerado que el que los mandaba tenía que dar alguna 
explicación, o lo que sea; es una norma normal de los 
bancos, pero son los bancos quienes hacen esa gestión, 
no yo”. 

A lo anterior, hay que añadir que en el delito de 
blanqueo de capitales no solo basta que quede acreditado 
ese conocimiento del origen del delito, sino que el 
dolo del autor ha de abarcar, también, la intención de 
ocultar ese origen, de ahí que antes hablara de un 
delito de tendencia, pues, volviendo a la STS 583/2017, 
de 19/07/2017, recordemos que decía que “la acción 
sancionada como blanqueo no consiste en el simple hecho 
de adquirir, poseer o utilizar los beneficios 
adquiridos sino, como precisa el tipo, en realizar estos 
u otros actos cuando tiendan a ocultar o encubrir su 
origen ilícito”, lo que considero que tampoco queda 
probado. 

Si bien, al no haber quedado acreditado, en mi 
opinión, que los SANCHÍS conocieran el origen ilícito 
de los fondos que llegan  BRIXCO, queda huera de apoyo 
la subsunción de los hechos en el delito de blanqueo de 
capitales, seguiré con alguna consideración más, debido 
a que las acusaciones hacen mención, como algún indicio 
más, a favor de su tesis, que estos acusados siguieron 
actuando y manteniendo relaciones con LUIS BÁRCENAS 
hasta 2012, fundamentalmente, por referencia a las 
transferencias que realizan después de 2009, en la 
medida que ponen en relación esas transferencias con el 
préstamo de 3.000.000 €, por lo que, entendiendo que es 
esta una cantidad que, una vez que están en posesión de 
ella, llegan a tener noticia de que en su origen pudo 
haber una raíz ilícita, por la vía del verbo nuclear 
que también emplea el tipo del art. 301 C.P. (“posea”), 
y que proceden a encubrir y dar salida como lícito lo 
que, a partir de un momento, supieron que era ilícito, 
la conducta tendría encaje en dicho delito. 

Pues bien, aunque la construcción por esta vía 
encuentra más dificultades, tampoco considero que, a 
través de ella, quepa colmar el tipo; no obstante lo 
cual, rechazo que concurra, porque, partiendo de que no 
se nos concreta en qué momento exacto los acusados 
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llegaran, si es que llegaron, a tener conocimiento de 
ese origen ilícito, que nunca puede faltar, tampoco 
contamos con prueba suficiente como para dar por 
acreditada esa relación a que se acude entre los 
3.000.000 € y la actividad posterior. 

En efecto, la sociedad BRIXCO, para la que se 
formaliza el contrato de préstamo de 24/02/2009 por 
medio de ÁNGEL SANCHÍS PERALES, no es ninguna sociedad 
pantalla, sino que es una comercializadora, de carácter 
familiar, que comercializa el zumo de limón de LA 
MORALEJA, y, como intermediadora en el sector de los 
cítricos, no transfirió a LA MORALEJA, también sociedad 
familiar, la parte que fuera de los 3.000.000 € sino 
como una operación más dentro de las que, siendo propias 
de su ámbito de actuación, realiza en el marco de la 
actividad empresarial de la familia. De hecho, en el 
informe de la UDEF 106.701/2013, de 27/11/2013, 
ratificado en la sesión del día 05/07/2017, relativo al 
análisis de la cuenta 0605140081 de BRIXCO en el HSBC 
de Nueva York, se dice que esos 3.000.000 € se mezclan 
con el saldo preexistente en dicha cuenta, cifrándose 
en 40.344.075 $ la cantidad de dinero que BRIXCO ha 
transferido a LA MORALEJA en las 131 operaciones 
realizadas entre el 30/03/2009 y el 22/02/2013, lo que, 
a la vez que acredita una fluida circulación de 
importantes cantidades de fondos, acredita, también, 
que la familia SANCHÍS ha acudido al crédito bancario 
para financiar su actividad, como forma normal de 
operar. Estamos, pues, ante una dinámica operativa que 
se aleja de lo que suele ser una habitual manera de 
ocultación del origen de cualquier cantidad de dinero 
que ingrese en esa cuenta. De hecho, los fondos han 
circulado siempre por un circuito regular y su recepción 
no ha sido negada por los acusados, quienes los han 
puesto, inmediatamente que han sido requeridos para 
ello, a disposición de esta causa, circunstancias de 
difícil encaje con esa compleja operativa de la que se 
habla por las acusaciones, ideada con miras, primero, 
a su ocultación, para, luego, darle salida como dinero 
lavado, lo que no quita para que desde los SANCHIS se 
realizasen otras entregas a LUIS BÁRCENAS, que no las 
niego, pero que, avanzo, considero que quedan 
desconectadas del inicial préstamo de 24/02/2009. 

* Entre dichas transferencias se incluyen los 
190.000 $ (142.959,15 €) que ÁNGEL SANCHÍS HERRERO 
entregó a LUIS BÁRCENAS, mediante distintos traspasos 
a la cuenta 20381168206000548150, que tenía abierta la 
sociedad CONOSUR LAND SL en Bankia, que niegan las 
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acusaciones que sean contraprestación del contrato de 
prestación de servicios que celebran el 16/06/2011 
entre LA MORALEJA y esta sociedad, en que se fija una 
retribución anual de 100.000 $, pagaderos a razón de 
25.000 $ por trimestre, y, sí consideran, en cambio, 
que fue una de las maneras como se le irían reintegrando 
esos 3.000.000 €, porque niegan la existencia de tal 
contrato, entre otras razones, porque no se ha aportado 
informe escrito alguno sobre esos servicios.  

Reitero, de nuevo, que la conducta que estamos 
enjuiciando, en este momento, es la de los señores 
SANCHÍS, por lo que prescindo de la intención que guiara 
a LUIS BÁRCENAS cuando llega a este acuerdo con ellos, 
que, por lo demás, considero indiferente de cara a este 
segmento del delito de blanqueo de que se le acusa, 
remitiéndome a lo que he dejado sentado más arriba, en 
cuanto que, sin duda, era conocedor de la procedencia 
ilícita de sus 3.000.000 €, que pone en circulación 
para blanquearlos. 

Como primera aproximación, decir que, al margen de 
insistir que, en mi opinión, no ha quedado acreditado 
el conocimiento del origen ilícito de los 3.000.000 € 
por parte de los señores SANCHÍS, no resulta fácil 
establecer una conexión que relacione el contrato de 
24/02/2009, por el que se presta aquella cantidad, con 
el de 16/06/2011, que se firma el contrato con CONOSUR, 
habiendo transcurrido, como transcurren, más de dos 
años entre uno y otro. 

En cualquier caso, pese a que las acusaciones 
niegan, incluso, la existencia del referido contrato de 
16/06/2011 entre LA MORALEJA y CONOSUR LAND, que tenía 
por finalidad lograr un asesoramiento para incrementar 
la exportación de sus productos en la Unión Europea, la 
defensa de ÁNGEL SANCHÍS HERRERO ha presentado prueba, 
tras cuya valoración no me permite descartar su 
existencia. 

Por un lado, está la documentación que aportó en 
escrito con entrada en la Sección el 27/07/2016 (folio 
1275, tomo IV, pieza separada de prueba anticipada), en 
que, como documento 1, incorpora tres actas levantadas 
con motivo de reuniones celebrabas por el Directorio de 
la MORALEJA, una de ellas de fecha 16/08/2011, donde el 
presidente, ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, informa de la firma 
del contrato con CONOSUR LAND, que, según se hace 
constar en acta, “tiene por objeto la contratación de 
dicha firma a fin de lograr un asesoramiento y gestionar 
actuaciones por ante empresas de la Unión Económica 
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Europea”, gestión que es ratificada por unanimidad del 
Directorio; la segunda, de 07/09/2011, en que el 
presidente informa de las negociaciones iniciadas en el 
mes de junio con otra empresa, Mac Center, en igual 
política de incrementar los niveles de producción para 
la exportación. 

No se trata, por tanto, de que se haya traído, 
exclusivamente, el contrato, sino que ninguna de dichas 
actas nos consta que hayan sido tachadas de falsedad, 
el acusado ha dado explicaciones de las razones que 
expuso al Directorio para su aprobación, y sucede, 
además, que los dos contratos sobre los que informa se 
encuentran en igual política de expansión al exterior 
del negocio de LA MORALEJA. 

Y no solo eso, sino que, el que el contrato con 
CONOSUR se celebró en esa fecha, viene certificado por 
la escribana Silvina González, titular del Registro 
Notarial 1948 de la Capital Federal (folio 318 y ss, 
tomo 216, Principal), como explicaba en juicio ÁNGEL 
SANCHÍS HERRERO, pues así consta en acta de 
certificación de firmas de esa misma fecha, 16/06/2011, 
que dicha escribana levanta, entre las que se hace 
constar la de LUIS BÁRCENAS, y que, además de llevar la 
autenticación de fedatario oficial, tampoco tenemos 
conocimiento de que haya sido objeto de impugnación o 
tacha alguna.   

Además, se aportó alguna documentación más, en 
acreditación de la realidad de dicho contrato, como 
también se aportó, junto con el escrito de defensa, un 
informe de 19/09/2013 emitido por el contador público 
independiente de Argentina, Guillermo Vilaseca, que fue 
oído en declaración en la sesión de tarde del día 
21/09/2017, y que abona la idea de que no cabe descartar 
la realidad del referido contrato. 

En el curso de su interrogatorio comenzó 
explicando que trabajaba como auditor externo de 
distintas empresas, entre ellas, de LA MORALEJA desde 
1992, pero ello no quita para descartar su testimonio, 
porque no encuentro razón para dudar de la credibilidad 
de un profesional, entre cuyas funciones está la de 
emitir informes del tipo del que aquí nos ocupa, que, 
por lo demás, bajo juramento, fue ratificando a 
preguntas de la defensa y precisando a las del M.F. 

De los once puntos que contiene dicho informe, el 
último está dedicado a este contrato de 
comercialización, en el que explica que, en base a la 
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documentación que manejó, pudo constatar que el 
contrato se firmó el 16/06/2011, así como que, a partir 
del año 2011, se produjo un incremento en el volumen de 
cajas de fruta exportadas anualmente, en relación al 
periodo base 2011, que lo cifraba en un 192%, según el 
cuadro que acompañaba y que estuvo explicando en juicio. 
Asimismo, en el informe se dice que los valores 
alcanzados por el incremento de unidades vendidas 
permitieron una mejora sustancial en el volumen de 
ventas en los porcentajes expresados, así como una 
mejora sustancial en la distribución de costos fijos 
del sector por unidad exportada, y que las ventas 
obtenidas en esos periodos han permitido una mayor 
penetración de mercado y una ampliación geográfica de 
las bocas de venta. 

Es cierto que, como contestaba a las preguntas que 
le hizo el M.F., no pudo comprobar la comercialización 
de la compañía, y que el informe lo elabora a base de 
las operaciones que constata documentalmente, entre 
ellas, verificando facturas, fletes, documentos de 
embarque, pero también hay que decir que, en juicio, 
añadió las pesquisas personales que hizo entre los 
empleados, y lo que no podemos negar es que el informe 
está realizado con los criterios propios de su ciencia, 
y el mismo aporta un dato que, puesto en relación con 
el objeto del contrato, parece que consiguió la 
finalidad que con este se perseguía, porque, aunque en 
el informe no se hable de una vinculación expresa entre 
los incrementos de ventas y el contrato, la misma 
referencia al incremento significativo en la 
exportación de limones hacia Europa, que cesa con la 
imputación en esta causa, permite deducir que tuvo lugar 
esa relación, de manera que, si esta conclusión no es 
descartable, tampoco debería descartarse que los 
190.000 $ que recibió LUIS BARCENAS, cualquiera que 
fuera la finalidad que este persiguiera, al menos desde 
el punto de vista de los señores SANCHÍS se debiera a 
lo que para ellos fuera una real remuneración de un 
real contrato, en contraprestación por los servicios 
que CONOSUR LAND prestó a LA MORALEJA. 

* También incluyen las acusaciones en este bloque 
de cantidades a través de las cuales se reintegraría 
otra parte de los 3.000.000 €, las transferencias que 
envía ÁNGEL SANCHÍS HERRERO desde la cuenta de LA 
MORALEJA en el Atlantic Capital Bank, el 01/10/2012, 
por importe de 19.120 $ a favor de Guillermo Bárcenas 
Iglesias, y la que realiza el 30/10/2012, por importe 
de 15.000 $ a favor de Ignacio Bárcenas Romera, los 
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dos, hijos de LUIS BÁRCENAS, así como la que realizó el 
19/11/2012, por importe de 20.000 $, a la cuenta 
129360320 del Chase Manhattan Bank de Nueva York, que 
tenía abierta el propio LUIS BÁRCENAS y su mujer, 
ROSALÍA IGELSIAS (págs. 74 a 77, informe de 18/02/2014). 

Sobre estas transferencias fue preguntado LUIS 
BÁRCENAS, al menos, de la 19.120 $, que, aunque con 
anterioridad, en escrito presentado por su defensa, de 
05/11/2013, la había relacionado como un pago a cuenta 
de un préstamo pendiente, sin embargo en el acto del 
juicio la puso en relación con un anticipo de las 
remuneraciones que le correspondieran por su gestión en 
el contrato de CONOSUR LAND, por el que  ya hemos dicho 
que la cantidad a devengar anualmente ascendía a 
100.000. 

No obstante ese cambio de versión, en la medida 
que no he descartado la realidad del referido contrato, 
y que las cantidades se transfieren en época de plena 
vigencia del mismo, tampoco se debería descartar que 
las tres transferencias las remitiera ÁNGEL SANCHÍS 
HERRERO por esa razón, máxime cuando así, también, lo 
manifestó este en su declaración, que puso tales pagos 
en relación con los servicios prestados por LUIS 
BÁRCENAS, por razón del contrato con CONOSUR, diciendo 
que eran anticipos que este le pidió. 

Si, además, se tiene en cuenta que los pagos tienen 
lugar en el último trimestre de 2012, esto es, más de 
tres años y medio después del préstamo de los 3.000.000 
€, la distancia temporal abunda en un desvinculación 
entre las referidas operaciones.   

* Se menciona, igualmente, una transferencia a 
LUIS BÁRCENAS, de 10.000 €, que le realiza el 05/10/2011 
ÁNGEL SANCHÍS PERALES, con dinero que le entrega su 
hijo, ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, cuya realidad admitieron 
ambos, pero que de la cual dan una explicación que 
resulta creíble y la desvincula de su relación con el 
inicial préstamo de los 3.000.000 €. 

Al respecto fue interrogado ÁNGEL SANCHÍS PERALES, 
quien reconoció, a preguntas del M.F., que TQM CAPITAL 
era una de las empresas de la familia, que fue avalada 
por LUIS BÁRCENAS, desde su cuenta del LOMBARD ODIER, 
entre marzo de 2010 y febrero de 2012, explicando que 
la razón de tal aval estuvo en que, en principio, acudió 
a este para pedirle 1.000.000 €, que necesitaba para 
una de sus empresas de maderas preciosas en Brasil, 
país para el que no era fácil que concediera un crédito 
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un banco extranjero, como era el suyo HSBC, por eso lo 
más fácil era que el crédito se lo diera a TQM, a quien 
avala LUIS BÁRCENAS, y HSBC le da el crédito que 
necesitaba para sus empresas de Brasil, explicando 
también que esos 10.000 €, que proceden de la donación 
que le había hecho su hijo, fueron para pago del aval. 

En igual sentido se manifestó en juicio LUIS 
BÁRCENAS, que dijo que conocía que la sociedad TQM era 
una sociedad de ÁNGEL SNACHÍS, y que es la sociedad a 
la que él avaló por 1.000.000 €. 

* Por último, se considera por las acusaciones que 
la sociedad uruguaya RUMAGOL SA, constituida el 
24/02/2010, en la que figuran como socios, desde el 
23/09/2010, al 50%, IVÁN YÁÑEZ y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, 
fue otro de los mecanismos para el lavado del dinero de 
LUIS BÁRCENAS. 

No es cuestión controvertida que RUMAGOL SA es una 
sociedad uruguaya, constituida el 24/02/2010, cuya 
finalidad es operar en el mercado bursátil, de la que 
son socios estos dos acusados y que tenía abierta la 
cuenta 60517073 en el HSBC de Nueva York. 

Como se expone en el informe de la UDEF, 73.230/13, 
de 09/08/2013, ratificado en la sesión del día 
11/07/2017, la cuenta 605170703, abierta en el HSBC de 
Nueva York, a nombre de RUMAGOL, se nutrió con 
aportaciones de sus dos socios, con la particularidad 
de que, por parte de IVÁN YÁÑEZ hay una sola aportación, 
de 825.331,50 $, el 27/10/2010 (es la traslación de los 
600.000 € de que él habla), procedente del LOMBARD ODIER 
de la cuenta OBISPADO de su padre Francisco Yáñez, como 
reconoció en juicio, donde explicó también que su padre, 
desde 2004, que estuvo impedido de viajar por sus 
enfermedades, le dijo que se hiciera cargo de sus fondos 
y mandó una parte de ellos, unos 58.000 € a la cuenta 
de GRANDA GLOBAL, y otra parte, unos 600.000 € a 
RUMAGOL. En cambio, en lo que se refiere a entradas y 
salidas que conciernen a ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, se puede 
apreciar un constante movimiento a partir del 
29/10/2010, fundamentalmente, en relación con la cuenta 
BRIXCO, también del mismo HSBC, entre las que se 
computan seis transferencias, que dan como resultado 
1.467.441,67 $ (1.358.794,67 $ procedentes de BRIXCO y 
108.647 $ de TQM CAPITAL). 

 
En cuanto a las salidas, hago mención a dos, una 

de 29/03/2011 y otra de 30/03/2012, cada una por importe 
de 1.250 $ para GRANDA GLOBAL, que ya hemos dicho que 
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es una sociedad de LUIS BÁRCENAS. En el informe se 
recoge un pasaje de la declaración prestada por IVÁN 
YÁÑEZ el 27/06/2013 en que dijo que “Granda Global es 
una sociedad panameña, en la medida que tengo que pagar 
1.200 € a los abogados para mantenerla en el 
registro...”; sobre lo que se le preguntó en juicio, 
explicando que a GRANDA GLOBAL no se trasfirieron esas 
cantidades, que se transfirieron al despacho de 
abogados para pagar el registro mercantil de GRANDA 
GLOBAL, por cuenta suya, no por cuenta de GRANDA GLOBAL, 
que tenía sus cuentas en Suiza; estaban bloqueadas 
también en el banco Syz y en el banco LGT, y, como no 
tenía disposición de fondos desde GRANDA GLOBAL para 
pagar el mantenimiento de la sociedad en el registro, 
le pidió a ÁNGEL si le importaba que esos pagos los 
hiciera desde RUMAGOL. A él no le pareció mal y también 
metió algunos gastos personales, por así decirlo, la 
constitución de prenda y otros gastos suyos. 

Por su parte, LUIS BÁRCENAS niega cualquier 
relación con RUMAGOL, y en cuanto a su presencia en 
Uruguay el día 23/09/2010, que adquieren las acciones 
de esta sociedad IVÁN YÁÑEZ y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, 
decía que se desplazó allí para hacer un viaje turístico 
con IVÁN en Argentina, desde donde viajó a Uruguay con 
Patricio Bel. 

La línea argumental para mantener que la sociedad 
RUMAGOL pertenece, en realidad, a LUIS BÁRCENAS, si 
seguimos el informe de la UDEF 73.230/13, parte de 
considerar que este tiene una intervención, de hecho, 
en el momento de la adquisición de las acciones por 
parte de IVÁN YÁÑEZ y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, dando por 
sentado que está presente a su firma, y negando que su 
viaje fuera por las razones turísticas que alega que 
iba realizar con IVÁN YÁÑEZ, que coincide con lo que 
este manifestó. Sin embargo, no se valora que en ese 
viaje a Montevideo del día 23/09/2010 les acompaña 
Patricio Bel, no porque sea abogado de la MORALEJA, 
sino porque mantiene sus propias relaciones de negocio 
con LUIS BÁRCENAS, y bien pudo estar en esto, sin más, 
la razón de que fueran todos juntos. En este sentido, 
ÁNGEL SANCHÍS HERRERO negó en su declaración que LUIS 
BÁRCENAS tuviera alguna intervención en la constitución 
de la sociedad y que estuviera presente en algún momento 
en alguna de las gestiones que se realizaron para ello. 

Además, lo anterior se pone en relación con que no 
se considera real el contrato entre LA MORALEJA y 
CONOSUR LAND, lo que he descartado más arriba, y esto, 
a su vez, con que los señores SANCHÍS conocían la 
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procedencia ilícita de los 3.000.000 €, que tampoco he 
dado por probado. Es decir, se mantiene esa tesis 
acusatoria en este punto, en base a una prueba por 
indicios que se construye en escalera. 

En efecto, considero que tal manera de razonar no 
encaja con los parámetros que ha de guiar este tipo de 
prueba, pues, en mi opinión, no se ha hecho una 
valoración de indicios concurrentes que guarden una 
relación que apunte en un mismo sentido, sino que lo 
que se hace es que se van sumando un cúmulo sucesivo de 
hechos, que construyen desde unos indicios, cada uno de 
los cuales independiente de los otros y, por lo tanto, 
de valoración propia, por lo que, si falla uno, no puede 
servir de base para apoyar en él el siguiente.   

En cualquier caso, al margen de lo anterior, ni 
siquiera acudiendo a la prueba centrada, propiamente, 
en la sociedad RUMAGOL, considero que sea suficiente 
para dar como acreditado que esta perteneciese, en 
realidad, a LUIS BÁRCENAS. Cuestión distinta es que 
alguno de sus socios, como es el caso de IVÁN YÁÑEZ, la 
utilizase para, a través de ella, tratar de blanquear 
dinero de LUIS BÁRCENAS.       

En primer lugar, incidir, nuevamente, que, 
respecto de las aportaciones a RUMAGOL desde BRIXCO, 
que hace ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, vistas la fechas, 
tampoco es fácil encontrar relación con el préstamo de 
los 3.000.000 €, que, además, se le hace a su padre, y 
que, reitero una vez más, no queda acreditado que 
tuviera conocimiento de la procedencia ilícita del 
dinero. Más parece que esas aportaciones respondan a 
operaciones realizadas por BRIXCO en lo que es el giro 
propio de su actividad; por esa razón, aunque en la 
cuenta de TQM acabara ese 1.345.378,87 $, como dicen 
las acusaciones, no se puede imputar tal cantidad a los 
3.000.000 €, no ya por el lapso de tiempo, sino por el 
importante movimiento de dinero de la propia cuenta; y 
es que, incluso, aunque se considerara como integrados 
en el volumen global de movimientos, habrían perdido su 
identidad, de manera que, unido ello a la no conciencia 
de su ilegal origen, esas cantidades que llegan a 
RUMAGOL desde BRIXCO solo cabe considerar que son 
producto de una normal comercialización de productos y 
mal se puede hablar de blanqueo de dinero. 

Explicaba en juicio ÁNGEL SANCHÍS HERRERO que la 
sociedad RUMAGOL surge a iniciativa suya, que le propone 
formar parte de ella a IVÁN YÁÑEZ, a quien conoce por 
ser los padres de ambos amigos, y le encarga que 
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gestione su creación a Patricio Bel; que las decisiones 
sobre inversiones las tomaba IVÁN porque era su 
especialidad, y, aunque la finalidad de la sociedad 
fuera hacer inversiones, reconoce los dos pagos a GRANDA 
GLOBAL que hizo este. 

También explicó que, aunque eran socios al 50%, 
cuando la sociedad se disuelve el reparto de los 
beneficios se hizo en función de lo que cada cual 
aportó, un 36% IVÁN y un 64% él. 

Explicó que la cuenta de RUMAGOL en el HSBC de 
Nueva York se cierra tras una reunión que tiene en enero 
de 2013 con el banco, que le dice que no quería trabajar 
con clientes que hubieran aparecido en prensa, y que 
los fondos cada socio los transfiere a donde decide. Es 
cierto que no contamos con ningún documento en que quede 
constancia de que fue la entidad la que instó a cerrar 
la cuenta, y que cuanta documentación relacionada con 
el cierre y reparto del saldo es la que remite ÁNGEL 
SNACHÍS HERRERO, pero no podía ser de otra manera, 
porque era él el que llevaba las gestiones en el banco, 
y lo que considero fundamental es que ese reparto se 
realiza como explicó, trasfiriendo el 64% a la cuenta 
TQM del propio HSBC (1.345.378,87 $); y el otro 36% 
(858.701,92 $) a la que indicó IVÁN YÁÑEZ, la 215520013 
de INTERACTIVE BROKERS UK, como se refleja en el informe 
y cada cual reconoció. 

Por lo tanto, concretado que el reparto de 
1.345.378,87 $ que corresponde a ÁNGEL SANCHÍS HERRERO 
se transfiere a la cuenta de TQM, también de la familia 
SANCHÍS, me remito a lo que acabo de decir para excluir 
que tal cantidad se puede relacionar con los 3.000.000 
€.   

En cambio, en lo que concierne a la cantidad que 
le correspondió a IVÁN YÁÑEZ, que fueron esos 858.701,92 
$ que se toman del informe 73.230/13, en él se sigue su 
trayectoria hasta el cierre de la cuenta, y una vez 
disponible lo que le corresponde, al menos, en parte, 
trata de que acabe en manos de LUIS BÁRCENAS, como, por 
lo demás, resulta de su propia declaración. 

Ya hemos visto como admitió que los 600.000 € que 
aporta a RUMAGOL proceden de la cuenta OBISPADO, de su 
padre; es más, en juicio manifestó que  los fondos están 
perfectamente trazados en la causa, que vienen de la 
cuenta de Francisco Yáñez, en LOMBARD ODIER (Obispado); 
esta cuenta viene a su vez de una cuenta que estaba 
abierta en DRESDNER BANK donde los titulares siempre 
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han sido su padre y su madre; en la cuenta DRESDNER él 
y sus hermanos estaban apoderados, y en la cuenta de 
LOMBARD ODIER solo su padre y su madre. 

Y cuando el M.F. le pregunta por el destino de los 
fondos de RUMAGOL al cierre de su cuenta en marzo de 
2013, explica que los trata de pasar a una cuenta suya 
de INTERACTIVE BROKERS, y que desde ella trató de 
transferir en abril de 2013 a LUIS BÁRCENAS, 132.051 €, 
en devolución de un préstamo que dice que le había 
concedido para la regularización de GRANDA GLOBAL, lo 
que no consiguió al haberlo impedido por circunstancias 
ajenas a él. 

Y concluyo este bloque incidiendo en algo dicho 
más arriba, que es que, si bien no se puede dar por 
probado que la sociedad RUMAGOL perteneciera, de hecho, 
a LUIS BÁRCENAS, fundamentalmente, porque las 
aportaciones con las que contribuye a su constitución 
uno de sus socios, ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, ni queda 
acreditado que guarden relación con los 3.000.000 € que 
salen de las cuentas suizas de aquel, y menos que, caso 
de que se considerase lo contrario, queda acreditado 
que este y/o su padre conociesen que son de procedencia 
ilícita, lo que sí queda acreditado es que el otro de 
sus socios, IVÁN YÁÑEZ, la utilizó para canalizar a 
través de ella unos fondos, procedentes de una cuenta 
que no era suya, como era OBISPADO [recordemos el 
informe de la AEAT de 18/02/2014, donde se examinan los 
movimientos que esta, con el número 33356,  tiene con 
las de LUIS BÁRCENAS, como la NOVIS, con el número 
33357, ambas de LOMBARD ODIER, o la misma circunstancia 
de que lleven numeraciones inmediatamente seguidas; y 
nos remitimos a lo que diremos, inmediatamente,  de las 
relaciones entre OBISPADO y la cuenta RDRX 219858 de 
ROSALÍA IGLESIAS], hasta que pudo tenerlos en la cuenta 
de RUMAGOL, desde la que, cuando los saca, no solo 
intenta hacer llegar a LUIS BÁRCENAS una parte 
importante, sino que el argumento que esgrime para ello 
era saldar un préstamo que este le había concedido para 
la regularización fiscal de GRANDA GLOBAL, sociedad 
que, como hemos dicho más arriba, esta sí, pertenecía, 
de hecho, al propio LUIS BÁRCENAS. Si, como, además, 
hemos visto, desde la cuenta de RUMAGOL se hacen pagos 
a GRANDA GLOBAL por indicación de IVÁN YÁÑEZ, contamos 
con una muestra más de su voluntad de colaborar en el 
blanqueo de la fortuna de LUIS BÁRCENAS. 

4. Recapitulación final 
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La base fundamental sobre la que construye su 
posición el voto de la mayoría está en que los señores 
SANCHÍS, en particular ÁNGEL SANCHÍS PERALES, tenían 
conocimiento de que el dinero que les entrega LUIS 
BÁRCENAS era un dinero oculto, de procedencia ilícita, 
para lo cual suscriben lo que ellos consideran un 
simulado contrato de préstamo por esos 3.000.000 €; y 
las razones que dan para considerar que, efectivamente, 
se trataba de un contrato simulado es que tienen en 
cuenta la dinámica general de actuación del acusado 
LUIS BÁRCENAS, que responde a una estrategia 
multifrente de ocultación y protección de su patrimonio 
por diversas vías, considerando que es prueba 
suficiente de esto las muchas prevenciones que 
inmediatamente de estallar la causa adopta LUIS 
BÁRCENAS con la finalidad de proteger sus cuentas 
suizas, entre ellas los poderes que da IVÁN YÁÑEZ. 

Pues bien, esas prevenciones que adopta LUIS 
BÁRCENAS las ha admitido este Magistrado; sin embargo, 
el voto mayoritario no da razón que me convenza de que, 
conociéndolas aquel, también las tenía que conocer 
ÁNGEL SÁNCHÍS PERALES y se prestase a esa operación 
sabedor de la procedencia ilícita de la cantidad; y en 
el caso de ÁNGEL SANCHÍS HERRERO la acusación es menos 
consistente, porque viviendo, como vivía en Argentina, 
considero razonable que, como decía, no estuviera al 
tanto de esta cuestión que empezaba ser incipiente en 
España. 

Por lo demás, que se considere que el préstamo era 
una mera simulación, se comprende menos, si tenemos en 
cuenta la importante cantidad de operaciones para 
financiación de sus negocios por parte de la familia 
SANCHÍS, que lo normal es que hubiera acudido a otras 
vías, de sospechar que el préstamo que les da LUIS 
BÁRCENAS les podía ocasionar un problema como el que 
les ha traído a la presente causa. [Me remito a lo que 
he dicho más arriba sobre la cantidad de ocasiones que 
la familia SANCHÍS ha acudido al crédito bancario para 
financiar su actividad, como forma normal de operar]. 

Al margen de lo anterior, entre los argumentos para 
mantener su tesis, tienen en cuenta mis compañeros la 
propia biografía personal de ÁNGEL SNACHIS PERALES y su 
relación existente con LUIS BÁRCENAS, y se refieren a 
la amplia experiencia política que el señor SÁNCHÍS 
tuvo en el pasado, ocupando cargos semejantes a LUIS 
BÁRCENAS, como haber sido tesorero del Partido Popular 
entre 1982 y 1987, y haber sido encausado y procesado 
en 1991 en el denominado caso “Naseiro”, antecedentes 
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que no consigo ver qué aportan de cara a su 
incriminación en un derecho penal del hecho, como es el 
que nos ocupa, en que las cualidades personales de la 
persona no deberían ser tenidas en cuenta, en absoluto, 
por cuanto que es hacer depender la culpabilidad de las 
características propias de una condición, no de que la 
persona haya cometido un hecho, sino de que sea o posea 
una determinada condición, y supone castigar, no por lo 
que hace, sino por lo que esta es, propio de un derecho 
penal de autor, del que debemos huir. En cualquier caso, 
remontarse a unos antecedentes de más de 20 años de 
antigüedad, para, de ellos, extraer unas consecuencias 
tan desfavorables, hasta el punto de valorarlo como un 
indicio en contra del acusado, considero que no se 
resiste a los criterios que deben imperar en una prueba 
por presunciones. 

Tienen en cuenta, también, mis compañeros las 
precauciones adoptadas por ÁNGEL SANCHÍS PERALES al 
desplazarse a Suiza para asegurarse de la ausencia de 
riesgos ante la operación que iba a realizar, lo que, 
al margen de no encontrar la relación que pueda guardar 
con el anterior indicio, en mi opinión, más que un 
indicio en contra, es una muestra de cautela ante una 
operación de la envergadura que iba a realizar, a la 
que si, como he expuesto más arriba, no le ponen 
objeción alguna las entidades bancarias entre las que 
se iba a realizar, mal se puede exigir que vea 
irregularidades en ella el particular. 

Por las anteriores consideraciones, desarrolladas 
con mayor extensión más arriba, es por lo que entiendo 
que, para mantener que ÁNGEL SANCHÍS PERALES tenía 
conocimiento de la procedencia ilícita del dinero que 
le prestaba LUIS BÁRCENAS, solo se cuenta con que el 
préstamo se lo hizo en fechas próximas a que 
trascendiera a los medios un asunto de trascendencia 
mediática en el que ni siquiera nos consta que, en esos 
momentos, estuviera implicado LUIS BÁRCENAS. Único 
indicio que, si es de tan escasa consistencia, como 
para no sustentar en él una condena respecto de ÁNGEL 
SANCHÍS PERALES, más lo debería ser respecto de ÁNGEL 
SNACHÍS HERRERO, ajeno, por completo, a las gestiones 
hechas por su padre.  

Completa el desarrollo de sus argumentos el voto 
mayoritario, analizando lo que consideran la segunda 
parte de la operación de blanqueo, que entienden que 
estuvo en la celebración del contrato de prestación de 
servicios celebrado entre LUIS BÁRCENAS, en nombre de 
CONOSUR LAND, y ÁNGEL SANCHÍS HERRERO, que, aunque 
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admiten que estuvo intervenido por escribano oficial y 
las firmas reconocidas, sin embargo, cuestionan la 
realidad de dicho contrato, que dicen que fue fabricado 
“ad hoc” para crear una apariencia jurídica divergente 
de la realidad y tratar de evitar las consecuencias 
jurídicas derivadas de la ilicitud penal. No es esa la 
opinión de este Magistrado, que considera que el 
contrato fue una realidad, que supuso un incremento de 
ventas, porque es una conclusión que, aunque no 
compartan mis compañeros, permite llegar a ella el 
informe realizado por el perito de parte Guillermo 
Ricardo Vilaseca, una vez valorada la técnica empleada 
en su pericia, explicada en la sesión del día 
21/09/2018. 

 

CARLOS CLEMENTE AGUADO 

 

Mi discrepancia con el voto de la mayoría respecto 
de este acusado, estriba en que considero que la prueba 
practicada no alcanza a conseguir la certeza necesaria 
para emitir un pronunciamiento de condena en su contra. 
A tal efecto, expongo, por un lado, los términos en que 
deberían haber quedado los hechos probados a él 
afectantes, y, por otro, la valoración que hago de la 
prueba que me lleva a tal conclusión. 

HECHOS PROBADOS 

CARLOS CLEMENTE AGUADO ocupó, en el equipo de 
gobierno de la CAM, el cargo de Director General de 
Inmigración entre el 05/12/2003 y el 19/01/2006, dentro 
de la, entonces, Consejería de Inmigración, para pasar 
a ser Viceconsejero de Inmigración y Cooperación el 
20/01/2006 hasta el 24/10/2008, en que cesó a petición 
propia. 

Si bien desde su Consejería se encargaron actos, 
nada tuvo que ver él en su contratación, como tampoco 
en su facturación, sino que ambos aspectos no respondían 
a una dinámica distinta a la que, para otros, hubo, 
colocando como órgano gestor a otras Consejería y dando 
instrucciones en relación con la manera de facturar. 
Por tanto, ninguna compensación se le debía por esos 
actos y ninguna recibió. 
 

VALORACIÓN FÁCTICA de la prueba. 
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A) Debo comenzar este bloque por recordar una 
consideración que se ha hecho en algún pasaje de la 
sentencia en relación con el criterio a seguir en orden 
a la valoración de los hechos sujetos a examen, según 
sea desfavorable o favorable a quien se acusa, en el 
sentido de que, para la apreciación del que sea 
desfavorable, ha de superar el criterio de lo que se 
conoce como duda razonable, hasta el punto de que, 
incluso, aunque se esté internamente más convencido de 
que ha ocurrido el hecho desfavorable, no cabrá darlo 
por probado, si razonablemente se presenta una 
alternativa que lo descarte. 

A partir de tal premisa, mi planteamiento no es 
entrar en el debate sobre cómo se analiza la prueba, en 
particular, la documental por el voto mayoritario, 
porque la misma está ahí, en los informes a que acude 
para formar su criterio, pues no es en ello donde ha de 
ponerse el acento, ya que la misma, en los términos en 
que la analizan, poco aporta sobre la operativa sobre 
cómo fueron utilizados los departamentos que sirvió 
CARLOS CLEMENTE en comparación con otros que también 
fueron utilizados por ALBERTO LÓPEZ VIEJO; y es que los 
actos que se contrataron por la Consejería de 
Inmigración considero que no presentan peculiaridad 
alguna en comparación con los que se contrataron desde 
otras Consejerías, como tampoco la presentaron en lo 
relativo al fraccionamiento, y sucede que respecto de 
todas las demás solo se atribuyen irregularidades a 
este. 

Lo que quiero decir es que las decisiones sobre 
contratación, con todas las irregularidades con que 
esta se llevó a cabo, las tomaba ALBERTO LÓPEZ VIEJO, 
y lo que sucede es que, como a esas decisiones había 
que darles forma y para ello había que pasar por alguna 
Consejería o Departamento, de la misma manera que se 
utilizaron otras, se utilizó la de CARLOS CLEMENTE, con 
la diferencia de que, por tener identificado a este, 
aparecen las menciones a él en los documentos sobre los 
que se construye la base de la acusación y condena que 
recae sobre el mismo. 

En todo caso, y al margen de lo anterior, tampoco 
estimo probado que los dos elementos fundamentales 
sobre los que se configuran las irregularidades 
delictivas, como son las habidas en el aspecto de la 
contratación y en el de la facturación, quede acreditado 
que tuviera intervención en ellas CARLOS CLEMENTE. 
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La única diferencia, en mi opinión, relevante para 
formular acusación a CARLOS CLEMENTE se encuentra la 
existencia de la conocida “Cuenta Clementina” y en los 
dos apuntes a los que más adelante dedicaré atención, 
lo que me parece insuficiente por lo que acabo de decir, 
más si se repasa la declaración prestada por PEDRO 
RODRÍGUEZ PENDAS, que se puede apreciar que no hace 
diferenciación alguna sobre cómo se gestionaban los 
contratos de la Consejería de CARLOS CLEMENTE y los de 
las demás Consejerías, e, incluso, así se debería haber 
considerado por mis compañeros si atendemos a dos 
pasajes, asumidos por ellos, que hay en la sentencia, 
uno en los hechos probados, en que se puede leer 
textualmente que “la decisión de los actos a que 
asistiera la Presidenta era tomada por ALBERTO LÓPEZ 
VIEJO, cualquiera que fuera el Departamento a través 
del que formalmente se canalizasen, de cuya preparación 
y celebración, en general de toda su articulación, 
luego, se encargaba PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS, como asesor 
técnico y “mano derecha” suya que era”, y otro, en lo 
que se repite en la fundamentación relativa a la 
valoración fáctica, donde se dice “que quien estaba a 
la cabeza y decidía qué actos y cuándo asistía la 
Presidenta era ALBERTO LÓPEZ VIEJO, cualquiera que 
fuera el Departamento a través del que formalmente se 
canalizasen”. 

Así pues, en relación con la valoración de la 
prueba acreditativa de la participación de CARLOS 
CLEMENTE en los hechos de que viene acusado, conviene 
hacer esta primera consideración, e insistir que, si 
bien se ha venido viendo que la prueba documental ha 
tenido, hasta ahora, un peso importante, no significa 
que haya sido único, y sucede que, en la formación de 
mi criterio, para el caso de este acusado, cobra un 
papel fundamental la prueba de carácter personal que 
iré analizando, entre ella la declaración prestada por 
FRANCISCO CORREA, que, pese a la positiva aportación 
que ha supuesto para el esclarecimiento de los hechos, 
no se la ha dado la relevancia que debiera habérsele 
dado en lo que de favorable podía reportar a CARLOS 
CLEMENTE. 

  
B) No son datos discutidos, que este acusado ocupó, 

en el equipo de gobierno de la CAM, el cargo de Director 
General de Inmigración del 05/12/2003 al 19/01/2006, 
dentro de la entonces Consejería de Inmigración, para 
pasar a ser Viceconsejero de Inmigración y Cooperación 
el 20/01/2006 hasta el 24/10/2008, en que cesó a 
petición propia. 
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Si nos detenemos en la declaración prestada por el 

propio CARLOS CLEMENTE, vemos que ha reiterado en 
distintas ocasiones que él no se encargaba de nada 
relacionado con la contratación de eventos o actos y 
nada tenía que ver con la facturación; de hecho, en el 
curso de su interrogatorio le fueron exhibidos 
distintos ADOK relacionados con actos de su Consejería 
y en ninguno aparecía su firma; y en el informe de la 
UDEF 56.861/10, de 04/06/2010, en que se van 
describiendo las irregularidades en la contratación en 
el ámbito de la CAM y la intervención que en él tendrían 
distintos acusados, cuando se refieren a este dice que 
“solicitaba la realización de distintos actos a las 
empresas de Francisco CORREA SANCHEZ dentro de su ámbito 
de competencias, encargándose personalmente de recibir 
determinadas facturas y gestionar el pago de las 
mismas”; y preguntados los funcionarios en la sesión 
del día 06/07/2017 si se limitaba a esto, respondieron 
que si no se señaló ninguna otra concreta intervención 
es que no se la atribuían a él, por lo que, entendido 
en sus propios términos, se está admitiendo que no tenía 
cometido alguno en materia de contratación, ni 
intervención en el fraccionamiento de la facturación. 

 
En realidad, por más que se pretenda que el 

planteamiento respecto de CARLOS CLEMENTE no difiere 
del concerniente a ALBERTO LÓPEZ VIEJO, sin embargo las 
circunstancias entre uno y otro son absolutamente 
distintas, por ello que las conclusiones sobre su 
culpabilidad han de ser, también, distintas. Lo que 
diferencia, fundamentalmente, sus situaciones es que, 
de la misma manera que hemos dado por probado que 
ALBERTO LÓPEZ VIEJO, de hecho, manipulaba, desde su 
posición de preeminencia, con abuso de su cargo y 
mediante los medios de presión que hemos indicado, esa 
manera de dirigir la contratación a su conveniencia y 
concertado con ISABEL JORDÁN, no se cuenta con prueba 
alguna que permita colocar en igual posición de 
prepotencia, abuso y control a CARLOS CLEMENTE, como 
tampoco acuerdo alguno con los anteriores o con 
FRANCISCO CORREA. No son, pues, situaciones 
comparables, pues, si se ha llegado al convencimiento 
de la participación del primero, aunque no haya 
constancia de su presencia en la documentación 
correspondiente a la contratación que se le atribuye, 
como tampoco en el irregular fraccionamiento de la 
facturación, es porque existe una prueba que deja clara 
su intervención en todo ello, en la que tiene 
importancia su capacidad de presión, puesta en relación 
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con la de manejar a conveniencia aquellos actos en que 
estuviera presente la Presidenta de la CAM, que son 
circunstancias que no se dan en CARLOS CLEMENTE, a quien 
tampoco veo integrado en la trama de irregular 
contratación organizada desde dentro de la CAM por 
ALBERTO LÓPEZ VIEJO, con la colaboración de ISABEL 
JORDÁN encargada de poner a su servicio las empresas 
necesarias para ello. Es más, si esta irregular manera 
operar ya la tenían organizada estos dos, e, incluso, 
podemos remontarnos a época anterior, en 2002, al 
acuerdo que traían del Ayuntamiento de Madrid FRANCISCO 
CORREA y ALBERTO LÓPEZ VIEJO, no acabo de entender para 
qué era necesario valerse de CARLOS CLEMENTE para 
conseguir una contratación que ya tenían asegurada. 

En este sentido, ni siquiera está acreditado que 
este mantuviese algún tipo de relación con ALBERTO LÓPEZ 
VIEJO, más que la de conocerse del Partido; tampoco con 
ISABEL JORDÁN, pues ambos hablan de haber coincidido en 
un par de ocasiones, y esta ha negado que le hiciera 
encargo alguno de contratación CARLOS CLEMENTE. Solo 
queda acreditada una amistad con FRANCISCO CORREA, que 
cada uno la considera con distinto grado de intensidad, 
en la que luego me detendré, por la trascendencia que 
ha de tener respecto a la atención que este tuvo en 
relación con la celebración de un evento de uno de sus 
hijos. 

 Al margen lo anterior, ISABEL JORDÁN, en el curso 
de su interrogatorio, fue preguntada por alguna 
Consejería, entre ellas, si, de la de Inmigración, le 
pedía los actos personalmente CARLOS CLEMENTE, y 
contestó que la petición de actos para Inmigración 
venían todos de Vicepresidencia, algunos de una empresa 
llamada RARO, pero no de CARLOS CLEMENTE y que los actos 
que se hacían para esa Consejería eran actos a los que, 
generalmente, acudía la Presidenta, por lo que, siendo 
actos característicos de la dinámica propia de 
intervención de ALBERTO LÓPEZ VIEJO, resulta 
innecesario que interviniera también CARLOS CLEMENTE, 
y hace dudoso que, por lo tanto, tuviera participación 
en su contratación este. 

 Asimismo, podemos reiterar la parte del testimonio 
que hemos visto al analizar la declaración de ISABEL 
JORDÁN, cuando, de la conversación que mantiene con 
JOSÉ LUIS PEÑAS, se reprodujo un fragmento que versa 
sobre la contratación en la CAM, acotado a partir de 1 
hora, 28 minutos y 26 segundos, en que ISABEL dice: 
“eso...todo eso lo lleva ALBERTO”; JOSÉ LUIS continúa: 
“es que a mí me huele, a mí me huele que ALBERTO LÓPEZ 
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VIEJO es la clave de todo esto...”  y ella repite: “... 
esta es la clave...”, y que guardaba coherencia con el 
pasaje que trajimos de su declaración prestada en 
Instrucción el 11/02/2009, cuando, a las preguntas que 
le formuló el Magistrado, de si sabía por qué se le 
pagaba a ALBERTO LÓPEZ VIEJO, respondió “bueno, pues 
por darnos el trabajo, me imagino”, añadiendo que ese 
trabajo eran “eventos, todos los eventos que hacíamos; 
eso es, eventos para la..., pues para Consejería..., o 
eventos...”, ante lo que el Magistrado continuó 
preguntando si era como una especie de comisión que 
cobraba, e ISABEL respondió: “pues sí; exactamente, 
como una comisión que él co..., de hecho, es más, tiene 
que haber un documento en el que ahí..., eh..., en ese 
documento aparece todo el listado de... de... eh... 
eventos que hacíamos y el importe que se le...”, e 
interrumpe el Magistrado para acabar la frase: “... que 
se le pagaba”, que termina ISABEL rematándola: “que se 
le pagaba por cada evento”; pues, si vuelvo a acudir a 
los anteriores pasajes, es porque incide en que, si era 
ALBERTO LOPEZ VIEJO el que daba a ISABEL JORDÁN todos 
los eventos que hacían sus empresas, como expresamente 
dijo esta, es porque solo a él, en colaboración con 
PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS, cabe atribuir el control sobre 
cualquier contratación en el seno de la CAM. 

 Y de lo declarado por la propia ISABEL JORDÁN, 
también podemos traer a colación, cuando, a preguntas 
del M.F. en relación con la contratación de la 
Consejería de Inmigración, y si pedía los actos CARLOS 
CLEMENTE, que respondió que “quien pedía los actos para 
inmigración venía a través de Vicepresidencia; eran 
unos actos muy concretos: Rumbo al Sur, etc.” 

En el mismo sentido, JAVIER NOMBELA, que, cuando 
fue preguntado por los actos de la CAM, en particular, 
el relativo “Madrid Rumbo al sur” negó que se encargara 
a CARLOS CLEMENTE. 

 Y también lo decía la testigo Rocío Pera que, en 
su declaración, prestada el 25/04/2017, tras haber 
respondido a las acusaciones que quien les llamaba para 
hacer los eventos eran ALBERTO LÓPEZ VIEJO o PEDRO 
RODRÍGUEZ PENDÁS y que fue ISABEL JORDÁN quien la dijo 
que llamarían estos, a preguntas del letrado de CARLOS 
CLEMENTE, dijo que no recordaba que este les hubiera 
encargado ningún acto. 

Algo parecido recordemos que resulta de lo 
manifestado por JOSÉ LUIS PEÑAS, cuando se le pregunta 
por la parte de la conversación de 12/01/2007, en que 
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aparece ALBERTO LÓPEZ VIEJO y se habla de este mismo 
acto, de la Consejería de Inmigración, a cuyo frente se 
encontraba CARLOS CLEMENTE, que explicó que lo que se 
dice en esa conversación es que ALBERTO LÓPEZ VIEJO era 
el que, al fin y al cabo, se dedicaba a los actos 
institucionales de la CAM y era la clave de ese acto. 

Y también creo de importancia destacar palabras 
traídas del informe emitido por el M.F., cuando decía 
que “en cuanto a la competencia, hay que recordar que, 
como Viceconsejero, ALBERTO LÓPEZ  VIEJO era competente 
en un importe de  entre 100 mil y 300 mil€. Y CARLOS 
CLEMENTE, salvo en los casos que contó con la delegación 
durante su etapa de director general, careció de 
competencia en materia de ordenación de gastos y de 
contratación”, porque, siendo esto así, a no ser que 
estas capacidades las tuviera de hecho, no cabe 
atribuirle responsabilidad, lo que reitero que no acabo 
de constatar, ante los testimonios de ISABEL JORDÁN, 
JAVIER NOMBELA o Rocío Perea que dicen que CARLOS 
CLEMENTE no les encargó actos. 

Al igual que podemos remitirnos al “GUION CAM”, 
que, como dijimos, fue elaborado por la testigo Elena 
Martínez, trabajadora de las empresas del grupo 
POZUELO, del que aquí reproduzco cuando dice, referido 
a los actos de la CAM, que “todos venían solicitados 
desde la Viceconsejería; la persona que contactaba para 
con nosotros era siempre Pedro Rodríguez Pendas, de la 
oficina del Viceconsejero”, y en el que vimos que se 
ponía como persona de contacto a este, con quien se 
coordinaban con la Consejería a la que dirigirse y a 
quien tenían informado, y en el que también se decía 
que solo “una vez realizado el evento se facturaban a 
las Consejerías indicadas por la persona anteriormente 
citada o por la Secretaria de la Viceconsejería”. A lo 
que podemos añadir lo que la testigo dijo en su 
declaración, cuando explicaba que todos los actos 
venían solicitados por PEDRO RODRÍGUEZ PENDAS, que era 
la persona de contacto inicial, la persona que primero 
la llamaba, que luego la indicaba con qué persona de 
qué Consejería tenía que contactar a continuación, y 
después él se iba interesando y controlando el tema. 

 A la vista de los antecedentes expuestos, no 
consigo alcanzar el suficiente grado de certeza como 
para dar por probado tipo alguno de participación por 
parte de CARLOS CLEMENTE en cualquier contratación que 
saliera de la Consejería o Viceconsejería de las que 
formó parte. No he de negar, sin embargo, que de su 
Consejería se realizaran actos, que no es lo mismo; 
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pero, respecto de los que salieran de ellas, insisto, 
no considero acreditada su participación, sino que 
responde a la misma dinámica de operar que la que había 
cuando se contrataba desde otros Departamentos y 
Organismos; este es mi parecer, porque, en lo que acabo 
de referir, relativo a cuanta contratación irregular 
salió de la CAM, las menciones son a ALBERTO LÓPEZ VIEJO 
y a PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS, en ningún caso incluyen a 
CARLOS CLEMENTE. 

 C) Pero no es solo lo analizado lo que me genera 
esas dudas en cuanto a esa irregular contratación en 
que las acusaciones colocan a este acusado, sino que 
hay otros elementos que apuntan en el mismo sentido. Me 
refiero a la conversación que mantienen FRANCISCO 
CORREA y CARLOS CLEMENTE, desde el teléfono 609071010 
el 16/01/2009, que fue escuchada en juicio y admitida 
por ambos, de la que es preciso señalar su fecha, porque 
tiene lugar tres meses después de que cesara como 
Viceconsejero de Inmigración. Se detienen mis 
compañeros en analizar dicha conversación y llegan a 
una conclusión distinta a la que yo considero que 
debiera dársela, contraria al acusado, que comienza con 
una aseveración más que discutible, y que inclina el 
sentido de su interpretación, cuando, al referirse a 
ella, hablan de una complicidad en las “relaciones de 
negocio”, a partir de cuya premisa la colocan en el 
contexto que entienden que ha de ser colocada, para 
interpretarla. 

De entrada, es una conversación sobre cuya 
audición en la sesión del día 13/10/2016, cuando se iba 
a preguntar por ella a FRANCISCO CORREA hubo una cierta 
discrepancia entre la parte que pretendía acotar el 
M.F. y lo que le interesaba a la defensa de CARLOS 
CLEMENTE, solucionada la cual se permitió su audición 
hasta lo que el Tribunal entendió que era suficiente. 
En cualquier caso, lo que considero de interés es la 
siguiente frase que le dice aquel a este: “como tú ya 
estás fuera de la política, si te apetece hacer tema 
busines, tú puedes encajar muy perfectamente...”. 

 Digo que es de interés dicha conversación, por un 
lado, porque lo que hace FRANCISCO CORREA es proponer 
una oferta a CARLOS CLEMENTE cuando ha dejado la 
política, que, dicho sea de paso, no sabemos si aceptó 
y este niega que lo hiciera, pero que, en cualquier 
caso, es para participar en un asunto o negocio ajeno, 
que ninguna relación guarda con su pasado cargo; 
mientras que, por otra parte, en línea con lo que 
mantiene la defensa, no es descartable deducir que, tal 
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como se plantea la conversación, es porque sea la 
primera proposición que aquel le hace para participar 
en algún negocio, esto es, tras haber dejado la 
política, porque, estando en ella, no le habría hecho 
ninguna propuesta de tal tipo. No se trata de si 
FRANCISCO CORREA actuó siguiendo la misma forma de 
operar “quid pro quo” que caracteriza sus relaciones de 
negocios, como dice la mayoría, sino si permite entender 
que con anterioridad a esa conversación, esto es, cuando 
se encontraba en política CARLOS CLEMENTE no se le había 
ocurrido a FRANCISCO CORREA pedirle favor alguno, y, en 
consecuencia, durante esa etapa no se lo pidió, porque 
en ese caso la conversación estaría haciendo la 
proposición en un contexto de continuidad, y no en lugar 
de como algo nuevo que le ofrece al salir de ella.  

D) Como un elemento más en que apoya su acusación 
el M.F., están las dos anotaciones que aparecen en el 
archivo excel “Cuenta Clementina” (R 16, Doc. 5), que 
damos por cierto que se refiriere a CARLOS CLEMENTE, 
porque así lo dijo en juicio FRANCISCO CORREA, que fue 
objeto de análisis en el informe de la UDEF 37.220/14, 
de 09/05/2014, ratificado en la sesión del día 
05/07/2017. 

Esos dos apuntes son, uno de 17/05/2006, concepto 
“pago a cuenta servicios”, instrucciones PC, importe 
10.000 €, pago de “Caja B”, y el otro de 11/07/2006, 
concepto “anticipo de servicios”, instrucciones PC, 
pago 3.600 €, pago de “Caja B”. Para mantener mis 
compañeros que dichos apuntes se corresponden con 
comisiones recibidas por CARLOS CLEMENTE, siguen el 
referido informe. 

De acuerdo con el mismo, dicen los peritos que se 
puede inferir que el primero de los pagos efectuados a 
CARLOS CLEMENTE (10.000 Euros el día 17/05/2006), está 
relacionado con distintos actos llevados a cabo por 
parte de Servimadrid y CMR, para la Consejería de 
Inmigración, de los cuales se detrae una cantidad 
determinada por cada uno de ellos (10% sobre lo 
facturado), hasta un importe total conjunto de 9.568,44 
Euros (1.938,73 Euros de Servimadrid y 7.629,71 Euros 
de CMR). [Dejo de lado el desajuste entre esos 9.568 € 
y los 10.000 €].  

Los actos fueron los siguientes: Cooperación e 
Inmigración; Rumbo al sur; Acercamiento de los países; 
Día de Ecuador; Campaña mundial por la emigración, e 
Inauguración Centro Hispano Boliviano. Sin embargo, 
cuando se le exhibió bien el documento ADOK o la factura 



 

1662 

 

de alguno de ellos o de otros actos, no figuraba su 
firma, y no solo eso sino que, volviendo a testimonios 
que he señalado más arriba, hemos visto que negaron 
relación con alguno de esos actos por parte de CARLOS 
CLEMENTE. En particular, puedo referirme a “Rumbo al 
Sur” y “Cooperación Inmigración”. 

Respecto de este segundo, se dice en el escrito de 
acusación del M.F. que es un acto que encargó el propio 
acusado, directamente, dentro de su competencia y que 
lo hizo contactando con ALICIA MÍNGUEZ, lo cual no 
encaja con la prueba practicada, pues, exhibida en 
juicio documentación al respecto, no aparecía la firma 
de CARLOS CLEMENTE, mientras que, por otra parte, ALICIA 
MÍNGUEZ, al igual que han hecho otros, niega haberle 
realizado ningún encargo. 

Considero, por lo tanto, que, no obstante los datos 
en que se apoyan mis compañeros, no son suficientes 
para dar por probado que CARLOS CLEMENTE recibiera esas 
comisiones que se dicen por las acusaciones, en 
contraprestación de eventos que adjudicara de manera 
irregular, bien fuera desde la Consejería, bien desde 
la Viceconsejería, y en corroboración de ello me remito 
de nuevo a lo que acabo de recordar, cuando he vuelto 
a referirme al “GUION CAM”. 

Y no solo eso, sino que reitero lo que informaba 
el M.F., cuando se refría a la competencia en materia 
de contratación, cuando decía que “hay que recordar 
que, como Viceconsejero, ALBERTO LÓPEZ VIEJO era 
competente en un importe de  entre 100 mil y 300 mil€. 
Y CARLOS CLEMENTE, salvo en los casos que contó con la 
delegación durante su etapa de director general, 
careció de competencia en materia de ordenación de 
gastos y de contratación. Pero, con independencia de 
esta contratación o de esa competencia formal, la prueba 
testifical, documental, ha sido abrumadora en el 
sentido en que los actos que asistía la presidenta se 
contrataban siempre desde la Viceconserjería presidida 
por ALBERTO LÓPEZ VIEJO,  siempre por ALBERTO LÓPEZ 
VIEJO, con la indispensable e imprescindible 
colaboración de PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS”. 

Por lo tanto, si la contratación venía dada desde 
la Viceconsejería y queda dicho que la prueba practicada 
no acredita que CARLOS CLEMENTE estuviera implicado de 
alguna manera en la trama que tenía organizada, de 
acuerdo con las empresas del grupo CORREA/POZUELO, por 
más que aparezca la mención a la Consejería o 
Viceconsejería de Inmigración, incluso su mismo nombre, 
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bien pudo ser como una referencia para control interno 
en las cuentas de dichas empresas, lo que no implica 
participación de este, pues, insisto, la dinámica es 
igual a la de otras Consejerías. 

Y así, el que en el informe se relacione con la 
Consejería de Inmigración los actos, en la medida que 
esa referencia no, necesariamente, supone que los 
encargos los hiciese CARLOS CLEMENTE, es por lo que no 
cabría imputarle la contratación de los mismos, y es 
por esa razón por la que tampoco comparto las 
conclusiones que se extraen en dicho informe por la 
UDEF, porque este se elabora teniendo como premisa que 
las referencias que hay a inmigración, incluido las 
menciones que aparecen a CARLOS CLEMENTE, es porque, a 
diferencia de las conclusiones que mantengo, el acto 
tuvo que ser contratado por este. 

Por otra parte, para mantener la acusación, se 
toma, del informe de la UDEF, un documento en soporte 
papel, intervenido en las oficinas de Serrano 40 (folio 
11.778, tomo 20, R 5), que es copia del apunte en que 
aparecen la cantidad de 10.000 €, encontrado en la 
carpeta azul de JOSÉ LUIS IZQUIERDO, en el que, escrito 
a mano, según dicho informe, dice: “SEGÚN DETALLE” y 
“PONER A QUE EVENTO CORRESPONDE”, transcripción que fue 
objeto de discusión en el curso del interrogatorio de 
CARLOS CLEMENTE, pues, mientras el M.F. mantenía que 
esa era la transcripción de lo escrito a mano, la 
defensa lo negó, insistiendo que, lo que decía, era 
“PONER A QUE CUENTA CORRESPONDE”. 

Ha hecho hincapié la defensa en esa doble lectura, 
porque si se considera que la palabra es “cuenta”, 
permite entender que, quien lo escribe, esto es, JOSÉ 
LUIS IZQUIERDO, no sabe a qué cuenta atribuir el pago 
y, por lo tanto, a quién corresponde la cantidad, por 
más que aparezca un reflejo en la cuenta celementina. 
En todo caso, en el voto mayoritario se admite que ambas 
lecturas son posibles. 

Con un planteamiento como este, la discutida frase 
PONER A QUE EVENTO/CUENTA CORRESPONDE, aunque pueda 
considerarse que pierde interés precisar cuál de dichas 
lecturas es la que responde a la realidad, no lo es 
tanto, si optamos por que la mención es “cuenta”, como 
así le pareció a este Magistrado. Sea como fuere, esta 
es una lectura no descartable, de manera que, siendo 
así, es por lo que parece que, como antes apuntaba, 
quien hizo esa anotación no tenía seguro a quién debía 
atribuir esos pagos, de ahí el interrogante de 
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preguntarse a qué cuenta correspondía, y por lo tanto 
si el destinatario sería CARLOS CLEMENTE. 

D) Descartada la implicación de CARLOS CLEMENTE en 
la contratación, cae por su base las imputaciones que 
se le hacen por su posible participación en una 
facturación fraccionada irregular. 

Sobre este segundo aspecto, relativo al 
fraccionamiento, tampoco se cuenta con prueba que 
apunte a que este acusado diera indicación alguna sobre 
como facturar, ni tampoco sobre fraccionamiento; al 
revés, la prueba practicada vuelve a apuntar en sentido 
contrario; de ella, una vez más, acudo el GUION CAM, 
pues, como hemos visto, por un lado explica la forma 
para contratar y, por otro, la de facturar, que se hacía 
una vez realizado el acto a la Consejería que indicaba 
PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS, quien, incluso, indicaba la 
persona con quien contactar. 

Sobre el distanciamiento entre contratar y 
facturar  fue interesante lo que dijo la testigo 
Concepción Brea Bonilla, quien, como funcionaria de 
carrera, ingresó en la CAM en 1991, y llegó a Consejería 
de Presidencia en 2001, como jefa de servicio y después 
fue Subdirectora General, coincidiendo con ALBERTO 
LÓPEZ VIEJO, y que, en la sesión del día 26/04/2017, la 
preguntó el M.F. sobre la contratación que pudiera hacer 
este como tal Viceconsejero de Presidencia de actos de 
otra Consejería, y cómo era posible que ese acto se 
cargase al presupuesto de esa otra Consejería, a cuyo 
respecto dio una explicación que se puede resumir de la 
siguiente manera: las facturas, para ser atendidas, 
debían venir firmadas por alguien de la Consejería que 
había realizado el acto, porque, en contratos menores, 
la factura hacía las veces del contrato, y firmarla 
suponía la recepción del contrato y el paso previo a su 
tramitación para ser abonada, porque si llegaba a 
intervención firmada por alguien que no era de esa 
Consejería no la pagaba; por tanto, tenía que estar 
firmada por alguien de la Consejería, 
independientemente de quién hubiera hecho el encargo 
real del acto, lo que, en mi opinión, vino a confirmar 
que, en la medida que ALBERTO LÓPEZ VIEJO, con su 
capacidad de influencia, impulsaba actos de cualquier 
consejería, en que, en la tramitación del expediente, 
el Consejero podía ser ignorante de las irregularidades 
que él hiciera, sin embargo, a la hora de pagarlo, en 
tanto en cuanto la factura tenía que venir cursada a 
través de su Consejería, la firmase ajeno a esas 
irregularidades, pues, en último término, no era 
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incompatible cómo se encargase el acto, con quién visase 
la factura de su realización. 

Si trasladamos el anterior razonamiento al caso de 
la Consejería de CARLOS CLEMENTE, se puede comprender 
la parte de la declaración de este, en que niega 
intervención alguna en irregularidades que se puedan 
ver en la fase de facturación, pues tampoco se le podía 
exigir que fuera conocedor de las irregularidades que 
pudiera haber habido, por parte de otros, en la de 
contratación, en la medida que, debido a la apariencia 
de legalidad en la tramitación, dichas irregularidades 
no fueron detectadas por los órganos que formalmente la 
gestionaron, por lo que, si para estos fue así, no veo 
razón para no entender lo mismo respecto de CARLOS 
CLEMENTE, cuando ya he dicho que, en mi opinión, era 
ajeno a la operativa defraudatoria habida en la CAM. 

Aun así, las acusaciones, al igual que mis 
compañeros, tienen en cuenta, como un elemento más para 
mantener su posición, el entrecruce de correos que hubo 
entre CARLOS CELEMENTE y ALICIA MÍNGUEZ e ISABEL JORDÁN. 
Se recogen en la parte de la sentencia redactada por la 
mayoría y a ellos me remito. 

Al ser esto así, tiene explicación los tres únicos 
correos de 2006, en que se acude a CARLOS CLEMENTE para 
interesarse por el pago de facturas pendientes, cuya 
recepción no niega, pero que se comprende que se le 
dirijan, porque, ante los retardos para el cobro, es 
razonable que, con objeto de agilizar el pago de algo 
que estaba pendiente, las reclamaciones se hagan al 
máximo responsable de la Consejería, lo que no significa 
que él encargase el acto; de hecho, la literalidad del 
correo que le envía ALICIA MÍNGUEZ el 28/06/2006 desde 
administra@servimadrid.net y que dice: “Estimado 
Carlos. Adjunto te envío la relación de actos 
solicitados por ti o tu Consejería de la empresa 
CMR...”, me parece lo suficientemente indicativo de que 
ni siquiera ALICIA, encargada de llevar la facturación, 
sabía si quien hizo el encargo fue CARLOS CLEMENTE o 
alguien que utilizó su Consejería, y no hay que olvidar 
que se trataba de actos relativos a la inmigración, de 
cuya contratación ya le he excluido más arriba. 

A lo anterior, cabe añadir que, de formar parte de 
esa trama y colocar en ella a este acusado, resulta 
extraño que en los cinco años que estuvo al frente de 
la Consejería de Inmigración, tan solo se hubieran 
cruzado estos cuatro correos; como, también, añadir 
manifestaciones de ISABEL JORDÁN, cuando dijo en juicio 
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que el envío por correo a CARLOS CELEMENTE de los actos 
no tuvo que ver con ninguna comisión para este, y sí 
pudo ser para agilizar su pago, como manifestó, como 
una muestra más de la reclamación generalizada a otras 
Consejerías, que las empresas del grupo CORREA estaban 
haciendo a la CAM para el pago de actos pendientes de 
saldar. 

Y en relación con las comisiones, unas últimas 
consideraciones, que hago, a la vista de las 
imprecisiones relacionadas con la adjudicación de 
actos, que puso de manifiesto la defensa y recoge en su 
instructa. 

Alega esta que existen contradicciones en relación 
con los hechos que se atribuyen a CARLOS CLEMENTE, pues 
en el escrito de conclusiones provisionales del M.F. 
(págs. 237 a 240), que conserva en las definitivas (pág. 
244), entre los actos que se relacionan como realizados 
al margen del contrato, en principio atribuidos a 
ALBERTO LÓPEZ VIEJO y que, por instrucciones de este, 
sus facturas pasan a distintas Consejerías, se 
encuentran, relacionados con la de Inmigración, el 
“Concurso de pintura para niños”, el “Plan Anual de 
Cooperación al desarrollo” y el “Plan de Inmigración”, 
cuando en el cuadro que se incluye en las páginas 258 
y 259 del mismo escrito de acusación, (trasladado a la 
pag. 265 de las conclusiones definitivas), entre los 
actos que se dicen encargados indebidamente por CARLOS 
CLEMENTE vuelven a aparecer estos tres actos, lo que, 
además de que corrobora el testimonio de aquellos que 
han dicho que este no hizo el encargo, si se mantiene 
que hubo dos encargos, no encaja con la tesis de que 
por cada evento se devengaba un 10%, porque de ser dos 
tendría que corresponder un 10% a cada uno, por lo tanto 
un 20%; y esto tampoco se encuentra en sintonía con las 
páginas 334 y 335 del anexo I, que acompaña a su 
escrito, en que, por ejemplo, figura una única comisión 
para ALBERTO LÓPEZ VIEJO. Como tampoco encaja que entre 
las comisiones que se dicen recibidas por este, en ese 
mismo cuadro se encuentren las relacionadas con la firma 
del “Convenio Colegio Barranquillas” y la “Inauguración 
Centro Hispano Americano”, que aparecen como actos 
encargados por CARLOS CLEMENTE, para quien también se 
refleja comisión por igual importe que para aquel. 

E) Queda por referirme al segundo apunte de los 
que aparecen en la “Cuenta Clementina”, el de 
11/07/2006, concepto “anticipo de servicios”, 
instrucciones PC, pago 3.600 €, pago de “Caja B”, 
respecto del que, en el informe, se limita a decir que 
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se infiere que se corresponde a un adeudo de un pago 
sobre servicios futuros prestados por FRANCISCO CORREA 
ya sea de forma directa, a través de sus empresas, o de 
forma indirecta, mediante sociedades de terceros para 
la ejecución de actos de la Consejería de Inmigración, 
que poco aporta. 

 En efecto, aporta poco, porque, además de la 
imprecisión que supone una inferencia que no se explica 
cómo se construye, es imprecisa porque no se relaciona 
con ninguna actividad o servicio, razón por la que no 
es descartable que se corresponda con lo que FRANCISO 
CORREA ha llamado ágape del que se hizo cargo por el 
bautizo o comunión de uno de los hijos de CARLOS 
CLEMENTE, que estimo que no queda probado que se pueda 
considerar compensación por evento alguno de su 
Consejería, y que, por lo tanto, excluyo que caiga en 
el concepto de dádiva, que se emplea para definir el 
delito de cohecho. 

 Rechazado que la anotación de 10.000 € sea 
imputable a CARLOS CLEMENTE, queda esta de 3.600 €, 
que, al margen de ser producto de esa imprecisa 
inferencia, la razón de su existencia puede encontrarse 
en la explicación que daba el propio FRANCISCO CORREA. 

 En efecto, cuando nos detuvimos y extractamos, en 
el apartado introducción, la declaración de este, vimos 
que reconoció haberse hecho cargo de uno de los eventos 
familiares de CARLOS CLEMENTE, así como que el archivo 
excel “C. CLEMENTINA” se refería a él; sin embargo, me 
parece importante la diferenciación que quiso hacer, en 
la idea de no confundirlo con el concepto de dádiva, 
como contraprestación por favores obtenidos por otros 
políticos en la irregular adjudicación de servicios.  

En dicha declaración se observa un diferente 
enfoque en lo que es la relación que mantiene con 
ALBERTO LÓPEZ VIEJO y la que mantiene con CARLOS 
CLEMENTE, por eso, cuando el M.F. le preguntó en juicio 
si había efectuado dádivas a este, contesta “que eso 
fue una pequeña tontería; CARLOS CLEMENTE comenzó a 
trabajar con ellos, hizo algunas actividades de la 
Consejería suya y después de que llevara mucho tiempo 
trabajando, le dijo que era el 
cumpleaños/bautizo/comunión de su hija y se ofreció a 
ayudarle y le dijo que se hacía cargo de la comunión... 
. No es que le dijera que le iba a dar un evento y a 
cambio le daba lo de su hija; no fue así; fue un 
ofrecimiento porque le dijo si quería ir a la invitación 
y le contestó que se hacía cargo...”. No entregó dinero 
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“que lo que hizo fue pagar el evento”. Y cuando se le 
preguntó a qué responde la anotación “a cuenta de 
servicios” que aparece en el archivo C. CLEMENTINA, 
explicó que “esa cifra es el coste del ágape o evento, 
pues no creo que se lo diera en efectivo... . Da igual, 
se lo pagué de una manera u otra, no sabe si fue en 
efectivo o le pagó el catering y las cuatro cosas del 
evento”. Y también explicó que el concepto pago a cuenta 
de servicios y anticipo de servicios era “una expresión 
administrativa”, que “les estaba dando eventos de su 
Consejería, cree de emigración y, en un momento dado, 
se ofreció a pagarle la comunión/bautizo de su hijo; 
esta es una expresión, como anticipo de servicios; 
supone que le diría JOSÉ LUIS IZQUIERDO que pusiera 
esto, pero es una semántica; no significa que sea un 
pago de servicios”, y añadió que no es que CARLOS 
CLEMENTE “le dijera que le iba a dar un acto para que 
le pagara este evento; no es así”. 

 
El concepto de dádiva, que caracteriza el delito 

de cohecho, ha de ir asociado a la idea de corrupción, 
y la jurisprudencia viene excluyendo de este delito los 
regalos que se puedan considerar de costumbre, para lo 
cual se suele tomar como referencia los admisibles 
dentro de un determinado contexto o adecuación social, 
lo que implica manejarse con un concepto jurídico 
indeterminado, en el que, si bien el valor puede ser 
importante, no ha de ser el único elemento, porque la 
propia posición social de quien recibe y quien da el 
regalo, pero, también, la económica de quien lo hace, 
no deben dejar de valorarse. En este caso, estamos 
hablando de FRANCISCO CORREA, cuya capacidad económica 
en la fecha en que hace el regalo nadie discute, y 
tampoco, en esa época, había razón por la que CARLOS 
CLEMENTE pudiera sospechar irregularidad alguna en sus 
negocios, de manera que un gasto de 3.600 € para atender 
un acontecimiento como el que nos dice, no parece una 
cantidad que se salga del contexto en que se movía, por 
lo que, entendido así, sería difícil considerar que ese 
regalo comprometiera su imparcialidad, condicionando 
cualquier decisión que, dentro del ámbito de sus 
competencias, hubiera podido tomar, y descarto que la 
hiciera por razón del cargo que ostentaba, pues bien 
pudo ser por razón de la amistad que alcanzase con él. 

 
Faltaría, por tanto, la relación causal entre el 

cargo y el regalo, pues el concepto de dádiva hay que 
entenderlo a modo de contraprestación o compensación de 
la ventaja que se obtiene por la realización del acto, 
o en consideración al cargo que ostente el funcionario, 
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de manera que, para apreciar el delito de cohecho, es 
preciso que medie una relación o conexión entre la 
actividad que desempeñe el funcionario y el regalo, 
porque, si no la hay, no hay cohecho, y esto 
difícilmente cabría predicarlo en relación con el 
ámbito de actuación de CARLOS CLEMENTE, cuando, como 
vengo diciendo, no considero acreditado que tuviera 
intervención en las adjudicaciones de su Consejería. 

 
Así pues, para hablar de cohecho, solo cabe si ese 

regalo se puede poner en relación con el cargo público 
que se ostentaba; no, en cambio, si es consecuencia de 
una relación personal, lo que es acorde con la 
naturaleza del delito y bien jurídico protegido, que es 
la salvaguarda y amparo del buen funcionamiento de la 
actividad pública administrativa. Y, en este sentido, 
no se debe descartar sistemáticamente que, porque una 
relación haya tenido su origen en el conocimiento habido 
en el ámbito funcionarial, no pueda darse el paso al 
más estrecho ámbito de la relación personal, que es lo 
que pudo suceder entre FRANCISCO CORREA y CARLOS 
CLEMENTE, donde, a partir de conocerse en la Consejería 
de que este era responsable, llegaran a alcanzar una 
relación de amistad lo suficientemente importante, como 
para que le invitase al bautizo/comunión de uno de sus 
hijos, ceremonia a la que solo se suele invitar a 
familiares y amistades más próximas, y esa fuese la 
razón del regalo. 

 
No descarto este planteamiento, tras entrar en 

detalle en la declaración de FRANCISCO CORREA, quien, 
dentro de la generalidad con que expone como fue 
atendiendo en favores, servicios o entregando dinero a 
otros acusados, en el caso de CARLOS CLEMENTE es 
bastante más parco, y, además, cuando se detiene en la 
única atención que tuvo con él, sus explicaciones van 
por derroteros distintos a los que explicó respecto de 
otros acusados; me remito a la parte transcrita de su 
declaración, de la que aquí reproduzco fragmentos, como 
“esto fue algo que fue una tontería”, o “no significa 
que sea un pago de servicios”, o no es que a CARLOS 
CLEMENTE “le dijera que le iba a dar un acto para que 
le pagara este evento; no es así”, como más 
significativos para alejar la idea de contraprestación 
característica de la dádiva, y situar la atención que 
tuvo con él, vista desde el plano de la amistad. 

 
F) Como resumen de lo expuesto, considero que la 

prueba practicada no permite mantener con la certeza 
que requeriría un pronunciamiento “contra reo”, que 
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cualquiera de los actos cuya adjudicación atribuyen las 
acusaciones a CARLOS CLEMENTE (con más razón los que 
dicen ser de su Consejería o Viceconsejería) y recogen 
en sus escritos de conclusiones, fueran contratados por 
él, y lo mismo se puede decir respecto de las cantidades 
que se dicen que cobró a cambio de esas adjudicaciones, 
y ello, no ya porque hay prueba directa que apunta a 
otros acusados, sino porque, entre otras cosas, no 
aprecio en él la capacidad de control y mando sobre 
quienes tendría que incidir para manejar, de hecho, a 
su conveniencia esa contratación, como tampoco veo que 
esté concertado con quienes organizaron en la CAM la 
compleja trama defraudatoria que nos ocupa, y, desde 
luego, era innecesario acudir a él para obtener ventajas 
de su colaboración, cuando, sin ella, ya funcionaba la 
referida trama. 

 
Consecuencia del anterior razonamiento, es que 

debería dictarse una sentencia absolutoria para CARLOS 
CLEMENTE AGUADO, de cuantos delitos viene acusado y, en 
consecuencia, para los demás acusados a quienes se acusa 
de haber tenido participación con él, o se ponen en 
relación conél. 

 
En particular, haré una mención específica 

respecto del delito de tráfico de influencias por el 
que mis compañeros han decidido condenar a ALBERTO LÓPEZ 
VIEJO, que consideran que existe en la medida que este, 
en su condición de autoridad, influyó en CARLOS 
CLEMENTE, porque, si bien los actos en que asistía la 
presidenta se contrataban desde la Viceconsejería 
presidida por aquel, como acontece con muchos otros, 
también han considerado acreditado que actuó a través 
de su influencia sobre otros cargos públicos o 
funcionarios como es el caso de CARLOS CLEMENTE. 

 
Mi primer punto de discrepancia con la mayoría está 

en que, si no he considerado probado que CARLOS CLEMENTE 
tuviera participación en materia de contratación, mal 
puede asumir esa influencia que se dice respecto de él 
y sobre la que construye el delito. 

 
Pero es que, al margen de lo anterior, si 

recordamos el informe que realiza el M.F. se puede 
apreciar que, cuando hace referencia a las 
calificaciones jurídicas de los hechos por los que acusa 
de la CAM, no menciona el delito de tráfico de 
influencias, y cuando se refiere a la contratación, 
esta se la atribuye a ALBERTO LÓPEZ VIEJO. 
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En este sentido, decía el M.F. que “la prueba 
testifical, documental, ha sido abrumadora en el 
sentido de que los actos que asistía la presidenta se 
contrataban siempre desde la Viceconsejería presidida 
por ALBERTO LÓPEZ VIEJO. Siempre por ALBERTO LÓPEZ 
VIEJO...”; y más adelante, tras hacer mención a 
distintas declaraciones prestadas en diferentes 
sesiones del juicio, por testigos o uno de los acusados, 
añadía que “todos y cada uno de ellos han identificado 
a ALBERTO LÓPEZ VIEJO y PEDRO RODRÍGUEZ PENDÁS como las 
personas que encargaban los actos. Un encargo que, como 
se verá, son contratos menores y en los que a pesar de 
lo señalado por ALBERTO LÓPEZ VIEJO y como manifestó el 
perito de la IGAE, encargo que equivale a contrato. Por 
tanto, era ALBERTO LÓPEZ VIEJO quien contrataba. Pero 
también ha quedado acreditado por numerosa prueba 
documental que se ha exhibido de facturas firmadas por 
ALBERTO LÓPEZ VIEJO”.  

 
Lo anterior no significa que ignore que, para que 

esa irregular manera de contratar funcionase como 
funcionaba, se utilizasen distintas consejerías o 
departamentos, sino que lo que quiero resaltar es que 
quien llevaba el control real de la contratación era 
este acusado, ante lo cual no habría necesidad de 
ejercer influencia sobre otro funcionario, por lo que, 
faltando el “influido”, no cabe hablar de delito de 
tráfico de influencias. Y considero que esta 
circunstancia es fundamental para entender la 
diferencia de tratamiento que se hace de este delito 
que se atribuye a ALBERTO LÓPEZ VIEJO, si se compara 
con el que se atribuía a JESÚS SEPÚLVEDA, en la medida 
que, en el caso de este, hemos tenido en cuenta que 
tuvo de valerse de ciertos concejales, a diferencia de 
en el caso de aquél, que no precisó influir en nadie 
para manipular a su conveniencia la contratación. 

 
En consecuencia, debería proceder la absolución de 

ALBERTO LÓPEZ VIEJO por este delito de tráfico de 
influencias de que viene acusado. 

 
 

PARTIDO POPULAR 

A) En la sesión del día 09/02/2017, la acusación 
ejercida por ADADE tomó la palabra, interesando saber 
para qué día estaba prevista la citación de Gema 
Matamoros y Ana Mato, encartadas como responsables a 
título lucrativo, alegando que tenía interesado que 
comparecieran como testigos, petición de la que se dio 
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traslado a las defensas de estas, y que, tras ser oídas, 
llevó al Tribunal a retirarse a deliberar para adoptar 
una decisión. Entre quienes tomaron la palabra, lo hizo 
el M.F., que manifestó que, en su condición de 
partícipes a título lucrativo, no es posible que fueran 
obligados a declarar, pero que, en el caso de que fueran 
llamados como testigos, sí deberían comparecer a 
declarar en dicha condición. 

 Tras dicha deliberación, el Tribunal, por mayoría, 
que no por unanimidad, pues fue discrepante este 
Magistrado, decidió citar a las personas que había 
solicitado la acusación ejercida por ADADE, no en la 
condición de testigos, sino de sujetos pasivos del 
proceso; y, además, aunque no había sido solicitado por 
nadie, la mayoría del Tribunal acordó que también 
compareciera el P.P. en cuanto partícipe a título 
lucrativo, quedando citados los tres para la sesión del 
día 13/02/2017, en que comparecieron. 

 Comunicada su decisión por el Tribunal, tomó la 
palabra la representación del P.P., diciendo que 
parecía que se eximía al P.P. de comparecer, a lo que 
respondió el Tribunal en el sentido de que, en la medida 
que el P.P. estaba encartado como partícipe a título 
lucrativo, al haber adoptado el Tribunal la decisión de 
que vinieran a declarar estos, deberían comparecer 
todos ellos. 

 Considero necesaria la anterior secuencia, a la 
vista de la mención que el voto de la mayoría hace a 
los arts. 307 y 309 LECivil y la posibilidad de tener 
por confeso al P.P., dada la posición que, en la sesión 
del día 13, adoptó el representante de dicho partido. 

 Comparto lo que manifestaba el M.F., cuando decía 
que, quien es llamado al proceso como partícipe a título 
lucrativo, no es posible que sea obligado a declarar; 
pero no solo eso, sino que la mayoría, cuando decide 
ese día 9 de febrero que acudan a declarar los 
partícipes a título lucrativo, uno de ellos ni siquiera 
solicitado por las acusaciones, estaba yendo contra sus 
propios actos, habida cuenta que el Tribunal, por 
unanimidad, en respuesta dada  en cuestiones previas 
sobre la comparecencia de distintos encausados, a la 
solicitud de la defensa de varios responsables civiles 
de que se les dispensara de asistir a las sesiones del 
juicio, acordó estar a lo dispuesto en el art. 786.1 
III LECrim, que establece que “la ausencia 
injustificada del tercero responsable civil citado en 
forma no será por sí misma causa de suspensión del 
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juicio”, criterio seguido con carácter general por la 
Sección de la que forma parte este Tribunal, y de cuyos 
procedimientos, por destacar el más significado, hago 
mención al Rollo de Sala 19/08 (juicio HERRIKO 
TABERNAS/HERRI BATASUNA), en que se las dispensó de 
acudir, y del que formaba parte uno de los Magistrados, 
el Señor De Diego, que en este juicio ha cambiado de 
opinión, sin dar explicación de ello. 

 Quiero decir con lo anterior, que, de una situación 
provocada por la mayoría del Tribunal, que convoca a 
juicio a quien nadie se lo ha solicitado, cuando antes 
había admitido pasar por lo dispuesto en el referido 
art. 786.1, III LECrim, no debería haber dado el paso 
siguiente de tenerle por confeso, como luego diré, más 
si se tiene en consideración que si comparece no es 
porque lo pida una parte, sino a iniciativa del Tribunal 
que con anterioridad no había puesto objeción a su 
inasistencia. 

 En cualquier caso, en la sesión del día 13, que 
compareció por el P.P. su abogado, como representante 
legal del mismo, al inicio de su interrogatorio 
manifestó que, dada su condición de partícipe a título 
lucrativo, por su total ausencia de participación en 
los hechos delictivos, y su total desconocimiento sobre 
esos hechos de que era objeto de acusación, no tenía 
nada que aportar, por desconocimiento de cualquier 
circunstancia relacionada con los mismos, remitiéndose 
a su escrito de defensa, así como a las alegaciones 
realizadas en cuestiones previas. 

No obstante lo cual, tomó la palabra el M.F., que, 
con invocación de lo dispuesto en el art. 309 LECivil, 
solicitó que se le hicieran los apercibimientos del 
art. 307 LECivil, lo que así se hizo por el Tribunal, 
y, a continuación, formuló las preguntas que tuvo por 
conveniente. 

En este sentido, el voto de la mayoría, reitero, 
con invocación de los referidos arts. 307 y 309.1 
LECivil, en el discurso que hace para pronunciarse por 
la condena del P.P., tras las consideraciones que 
realiza al respecto, concluye: “todo ello sin olvidar 
tener por confeso al representante del Partido Popular 
quien en la vista oral se negó a declarar de conformidad 
con lo establecido en el art. 307 LEC y no haber 
facilitado la información exigida en el art. 309.1 de 
la citada normativa a los efectos legales procedentes”. 
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Pues bien, conforme a los referidos artículos, las 
consecuencias de la negativa a declarar no son tener 
por confeso a quien tal posición adopte, sino, 
simplemente, la posibilidad de que así se le tenga, lo 
que, por un lado, debería haber precisado una 
explicación, que no da la mayoría, vistas esas razones 
que expuso el letrado en el acto del juicio para no 
declarar, basadas en su ignorancia de unos hechos que 
desconocía, al no haber tenido participación en ellos, 
porque, siendo esta la razón, poco podía aportar, a 
partir de lo cual se debería argumentar hasta donde se 
podía llegar tras ese silencio, puesto en relación, en 
su caso, con las preguntas de que se dejaron constancia 
y no contestó. En este sentido, es ilustrativa la 
doctrina de la STS 447/2016, de 25/05/2016, sobre la 
naturaleza del partícipe a título lucrativo, en la parte 
que pone el acento en el desconocimiento del hecho 
típico, de la que transcribo lo que sigue: “La 
responsabilidad como partícipe a título lucrativo es 
una responsabilidad civil directa declarada en 
sentencia constitutiva, pero cuya existencia en nada 
puede confundirse con la responsabilidad criminal, pese 
a que su declaración se verifique en un mismo proceso. 
No existe una igualdad axiológica entre el responsable 
penal y el partícipe a título lucrativo. La 
responsabilidad de éste no debe estar expuesta al mismo 
juicio de reproche que sirve de fundamento a la 
declaración de culpabilidad penal. Desde este punto de 
vista, existe una desconexión con el delito objeto de 
enjuiciamiento, tanto en relación a su autoría y 
participación, como respecto a la eventual posibilidad 
de comisión por un tercero de un delito de 
encubrimiento. El partícipe a título lucrativo, por 
definición, no puede tener conocimiento alguno del 
hecho típico ejecutado por otro y del que se derivan 
sus activos patrimoniales. Dicho con otras palabras, el 
partícipe a título lucrativo participa de los efectos 
del delito, esto es, participa del delito, pero no en 
el delito. De ahí que su llamada al proceso no tenga 
otro objeto que la interdicción del enriquecimiento 
ilícito. Su exigencia en el proceso penal no puede 
perder de vista la naturaleza que le es propia”. 

Por otra parte, al ser una mera posibilidad a la 
que da opción el art. 307 LECivil, no exime de una 
valoración de la prueba practicada, en relación con el 
núcleo fundamental sobre el que articula su defensa la 
parte, que, en el caso que nos ocupa, es la 
diferenciación entre el Partido, como formación 
política, y sus manifestaciones locales, y el 
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conocimiento que puede tener aquel de irregularidades 
cometidas por o desde estás, que no trata el voto 
mayoritario. 

En efecto, a lo largo del juicio se ha practicado 
una prueba, que debe ser valorada, en la que no se 
detiene la mayoría, relacionada con lo que considero 
punto esencial de la defensa de dicho Partido, que está 
en el diferente ámbito de actuación de lo que es el 
P.P. nacional, como formación política en abstracto, y 
sus distintas manifestaciones a concretos niveles, 
como, en este caso, son los municipales, en lo que más 
adelante me detendré. 

No puedo compartir lo que mantienen mis 
compañeros, por más que resalten en negrita que “la 
persona, en este caso jurídica, conocedor del destino 
de los fondos recibidos y beneficiada de la actividad 
ilícita desarrollada por Francisco Correa fue el 
Partido Popular no el grupo municipal”; porque no 
explica por qué asevera que el P.P. era conocedor de lo 
que se hiciera en las agrupaciones de Majadahonda y 
Pozuelo, cuando, en estas, GUILLERMO ORTEGA y JESÚS 
SEPÚLVEDA estaban actuando a espaldas de su partido, y 
menos explica que el P.P, como formación política, haya 
tenido un beneficio, cuestiones en las que, también, me 
detendré después. 

Entiendo que hay un error de principio en el 
planteamiento del voto mayoritario, pues, admitido que 
FRANCISCO CORREA realizara entregas en efectivo a LUIS 
BÁRCENAS, así como la existencia de esa contabilidad 
extracontable que llevase en el Partido este, no entra 
a diferenciar las concretas entregas que personalmente 
realizó a GUILLERMO ORTEGA y a JESÚS SEPÚLVEDA, que es 
donde está la base de la imputación del P.P. como 
partícipe a título lucrativo, y que derivan de una 
relación personal que llegó a tener con ellos, distinta 
de la que mantiene con Génova, a la que no dedican 
atención mis compañeros, y que, en mi opinión, es 
fundamental, pues, como explicaré, considero que está 
hecha a espaldas del P.P. nacional, y, por lo tanto, 
este no pudo conocer. 

El voto de la mayoría se detiene en esas entregas 
que LUIS BÁRCENAS admite que recibió, y que no se 
reflejaban en la contabilidad oficial del P.P., a las 
que se refiere como contabilidad extracontable, pero, 
sin solución de continuidad, hace mención, por ejemplo, 
a las cantidades que recibe JESÚS SEPÚLVEDA de FRANCISCO 
CORREA, que, sin negar su procedencia ilícita, no 
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explica qué relación o incidencia tienen en la irregular 
contabilidad que llevase aquel. 

Como base de mi posición, decir, de entrada, que 
no basta, simplemente, la concurrencia del hecho, sino 
la imputación de su causación a quien ha de responder 
de él, derivada de alguna relación, y, en el caso que 
nos ocupa, no se puede decir que esa situación de la 
que surge el beneficio tenga relación con el P.P., sino 
que este se oponía frontalmente a ella o, al menos, se 
creó a sus espaldas. Lo que pretendo decir es que este 
tipo de responsabilidad debe ponerse en relación con el 
criterio del beneficio, porque, si no media una relación 
causal entre ambos, de nada deberá responder quien no 
se beneficia del hecho; o, dicho de otra manera, la 
sola producción de un resultado, no puede ser suficiente 
argumento para la imputación de ese resultado, si no se 
encuentra una precisa relación de causalidad entre 
ambos, por falta de hecho de conexión que ponga en 
relación ambos; si no existe ese hecho de conexión, 
bien porque no lo hay, bien porque el que se pone como 
tal se rompe por la concurrencia de otro que interfiere 
en el curso causal, no cabrá imputar responsabilidad. 

El tercero partícipe a título lucrativo se 
caracteriza por ser el beneficiario, el que se lucra 
por haber recibido la correspondiente partida con 
origen en un hecho delictivo; por esa razón, por mucho 
que se mencione al P.P., se hace desde su abstracción 
como formación política, cuando considero que los 
auténticos beneficiarios, aunque se entienda como una 
redundancia lo que digo, fueron quienes se beneficiaron 
realmente de las cantidades que proporcionó FRANCISCO 
CORREA. 

B) Parto de la base de no cuestionar que el CIF 
con que opera este partido es único y el mismo para 
todas sus manifestaciones en las que se pueda presentar 
en todo el territorio nacional, pero ello no es 
incompatible con que, como una primera consideración, 
sea conveniente plantearse qué tipo de servicios se 
prestaron, y a quién, en el caso que nos ocupa, con las 
cantidades aplicadas procedentes de los ilícitos fondos 
que proporcionó FRANCISCO CORREA, particular sobre el 
que parece que tampoco debería haber debate, pues se 
circunscriben bien al ámbito del Ayuntamiento de 
Majadahonda o su agrupación en este municipio, bien al 
de Pozuelo de Alarcón. [No entro, aquí, en cuestiones 
relacionadas con el origen y destino de esos ilícitos 
fondos, por ser materia que se trató al analizar la 
prueba en los respectivos apartados de dichos 
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municipios, de la que, por mencionar una, me remito a 
lo declarado por FRANCISCO CORREA]. Es más, en el 
planteamiento, incluso, se podría llegar más lejos, 
pues, en última instancia, quienes realmente obtendrían 
un beneficio serían GUILLERMO ORTEGA y JESÚS SEPÚLVEDA, 
ya que son los que se presentan a las elecciones 
municipales de 2003, y solo en cuanto que son militantes 
de dicho partido, es por lo que se considera por las 
acusaciones beneficiado este. 

En este sentido, es ilustrativo lo manifestado, en 
la sesión del día 26/07/2017, por el testigo Pío García 
Escudero, Presidente del P.P. regional de Madrid entre 
1993 y 2004, sobre la participación de los candidatos 
de los grupos municipales en las campañas electorales 
de sus municipios, cuando explicaba que, en realidad, 
en campaña electoral el grupo municipal queda vacío de 
contenido, no tiene funciones, porque estamos en un 
momento en que han dejado de ser concejales unas 
personas y hay una serie de candidatos que aspiran a 
ser concejales después de las elecciones, y era más 
bien el candidato el que las tenía, porque, siendo esto 
así, y teniendo en cuenta que FRANCISCO CORREA a quien 
entregaba personalmente los fondos era a GUILLERMO 
ORTEGA y a JESÚS SEPÚLVEDA, se ve con más claridad la 
distancia que hay entre esas irregulares entregas y el 
P.P. nacional, y, en consecuencia, el desconocimiento 
de este y la imposibilidad de control de lo que se 
hiciera a sus espaldas. 

Desde ese planteamiento, la defensa del P.P. 
cuestiona  que este resultara beneficiado, porque 
mantiene que no se da una precisa explicación de en qué 
pudo consistir ese beneficio, sino que, además, 
considera que el Partido, como tal, no solo no tuvo 
conocimiento de esos servicios que se prestaron, sino 
que fueron contrarios a su voluntad, pues, de querer 
hacerlos, los hubiera planificado en su campaña 
electoral, cuando aquí lo que sucede es que dos 
personas, que, efectivamente, pertenecen al mismo, sin 
embargo los organizan por su cuenta. 

El debate en este punto no está en si nos 
encontramos ante gastos realizados en el curso de una 
campaña electoral regular, que no porque, formalmente, 
no se pudieran considerar cubiertos por ella, no 
significa que materialmente se dejaran de realizar, 
como así pudo suceder, sino en hasta qué punto actos 
realizados por terceros por su propia cuenta, pueden 
comprometer al partido por el que se presentan a las 
elecciones, ya que, cualquiera que sea el concepto que 
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se les quiera dar, son gastos que se hacen con miras al 
resultado que puedan tener en esas elecciones quienes 
se valen de ellos, y es que, por más que formalmente se 
pueda defender que en las elecciones no se vota a una 
persona, sino a un partido, la realidad nos demuestra 
que la persona del cabeza de lista tiene un peso 
fundamental, más, incluso, si se trata de elecciones 
municipales.  

 La cuestión debería girar, entonces, en valorar en 
qué medida se puede considerar favorecido un partido 
político, que, al margen de su normal y regular 
funcionamiento, se encuentra con una actividad paralela 
irregular, que se hace a sus espaldas y rechaza, pero 
que, con vistas a unas elecciones, se orienta en el 
mismo sentido, lo cual es difícil de cuantificar, a no 
ser por un hipotético número de votos que le pueda 
reportar, más difícil, aún, si se trata de un número de 
escaños, por lo que, ante tales circunstancias, no hay 
posibilidad de concretar qué beneficio real y efectivo 
pudo suponer para el P.P. esos actos realizados para su 
promoción por GUILLERMO ORTEGA y JESÚS SEPÚLVEDA. 

C) Si, frente al anterior planteamiento, se 
considerase que ha habido un lucro o beneficio, del 
tipo que sea, convendría preguntarse de qué manera ese 
beneficio, que tiene lugar en el ámbito municipal, 
trasciende a todo el Partido. 

En la medida que se considere un caso de 
responsabilidad civil directa, en una primera 
aproximación pudiera entenderse que el P.P. se viera 
obligado a responder ante la reclamación que se le 
exige. 

No obstante lo anterior, merece la atención 
plantearse hasta qué punto el Partido, como tal, ha de 
hacer frente a cualquier responsabilidad que dimane de 
una actuación irregular de quien opera en el ámbito una 
agrupación municipal, se encuentre esta activa, o, 
transitoriamente, no tenga funciones, lo que traslada 
la cuestión a indagar si la relación entre uno y otra 
debe llegar hasta el extremo de que se confundan en una 
misma cosa, cuando, en principio, aun admitiendo esa 
relación existente entre ambos, cabe mantener que los 
grupos municipales poseen una naturaleza jurídica 
diferenciada del propio partido político. 

Así las cosas, se puede decir que el partido 
político se caracteriza por su vocación de permanencia 
en el tiempo con un amplio abanico de competencias de 
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alcance general, mientras que el grupo municipal tiene 
un carácter temporal, consecuencia del limitado periodo 
de tiempo para el que está concebido, y las precisas 
funciones corporativas que en su ámbito propio está 
llamado a actuar. 

La Sala de lo Contencioso Administrativo del T.S., 
en Sentencia de 27/11/1985, dijo que “de ninguna forma 
se deduce que los Grupos Parlamentarios están dotados 
de personalidad jurídica independiente de la de las 
personas que los componen, siendo únicamente uniones de 
parlamentarios a los efectos del mejor funcionamiento 
de las actividades propias de las Cámaras, integrados 
por ideologías afines”; es verdad que trataba la 
cuestión referida a los grupos parlamentarios, pero no 
quita para que, trasladado a los grupos municipales, 
por las analogías que ofrecen con estos, tengamos una 
primera referencia para valorar si cualquiera de estos 
grupos, al no tener una personalidad distinta a la de 
sus integrantes, resulta que la tienen independiente de 
la del partido político, y, con ello, que tengan un 
carácter diferenciado de este. 

En el mismo sentido, la STC 36/1990, de 1 de marzo 
de 1990, diferenciaba la independencia entre partido 
político y grupo parlamentario, como sigue: “...sin 
necesidad de ahondar ahora -pues no es imprescindible 
para nuestros fines- en la difícil naturaleza jurídica, 
tanto de los partidos políticos como de los Grupos 
Parlamentarios, resulta indudable la relativa 
disociación conceptual y de la personalidad jurídica e 
independencia de voluntades presente entre ambos, de 
forma que no tienen por qué coincidir sus voluntades”. 
Idea que se repite la STC 251/2007, de 17 de diciembre 
de 2007, que incide en que “este Tribunal Constitucional 
ha asumido que partidos políticos y grupos 
parlamentarios son realidades conceptualmente 
distintas”, en similar línea de lo que encontramos en 
la STC 85/2003, de 8 de mayo de 2003, que dice que 
“partidos políticos y agrupaciones electorales no son 
realidades equivalentes; ni siquiera equiparables”, 
consideraciones del TC, que entiendo que permiten 
mantener que este tipo grupos o agrupaciones no deben 
ser ni confundidos ni identificados con un partido 
político. 

Con tales antecedentes, y sin negar de nuevo la 
relación existente que pueda haber entre partido 
político y grupo municipal, la cuestión es si esa 
relación es de tal intensidad que diluya la diferencia 
que se debe reconocer entre ambos por su naturaleza, 
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funciones y régimen jurídico, hasta el punto de derivar 
las responsabilidades propias de uno al otro, y la 
respuesta, que considero que debe ser que no ante esa 
disociación, con más razón se debería mantener, si, 
como en el caso que nos ocupa, ha habido unas 
divergencias tan notables, que lo hecho por unas 
concretas personas que situamos en unas agrupaciones 
municipales ha sido a espaldas y en contravención de lo 
que el partido deseaba. 

El M.F., en su informe, incidió en que fue el P.P., 
y no su grupo municipal, el que se vio favorecido por 
la actividad ilícita realizada en los Ayuntamientos de 
Majadahonda y Pozuelo, frente a la tesis de la defensa, 
que mantenía lo contrario.  

En relación con Majadahonda, entre otras 
consideraciones, en apoyo de su posición, decía el M.F., 
por referencia al fondo “Gabinete”, que “los actos 
pagados con cargo a este fondo Gabinete han sido actos 
de pegada de carteles, actos de campaña, cartelería, 
actos referidos a la campaña Esperanza Aguirre y 
trabajos en la sede del PP, actos y servicios que en 
modo alguno debe sufragar el Grupo Municipal sino el 
P.P.”; sin embargo, no consigue encontrar este 
Magistrado qué razón daba para mantener tal alegación, 
pero que, si era porque se tratase de actos de campaña 
electoral, habría que entender que fuera dentro de la 
normalidad de una regular campaña electoral, que no es 
el caso, porque, aunque se les considere como gastos 
con miras a unas elecciones, aquí estamos hablando de 
irregularidades, de modo que mal debería sufragar tales 
gastos cuando nos estamos refiriendo a un partícipe a 
título gratuito, ajeno, por tanto, a cualquier 
intervención en el hecho delictivo. 

Pero es que, además, de esos gastos de que se 
habla, por más que se pretenda imputarlos al P.P., se 
hace por elevación, como formación política, cuando no 
se plantea si, realmente, debiera sufragarlos la 
agrupación correspondiente por ser realizados y 
redundar en beneficio de dichas agrupaciones locales, 
cuando no de quienes las personificaban.  

Así, podemos recordar que hay gastos en sedes 
locales; como también lo que decía en la sesión del 
27/02/2017 el testigo José Luis Rois, propietario de 
ASIAN DE LUXE, cuando hablaba de su acuerdo para la 
campaña de las elecciones autonómicas y generales de 
2003 y 2004, a raíz del contrato de prestación de 
servicios publicitarios, de fecha 12/03/2003, 
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concertado a tal efecto entre el P.P. y RIALGREEN, y 
cómo diferenciaba esto de los servicios a GUILLERMO 
ORTEGA, con quien entró en relación más tarde, y lo 
hizo porque le pusieron en contacto FRANCISCO CORREA y 
PABLO CRESPO, porque, como decía, fue este el que le 
pidió que hiciera las campañas para el Ayuntamiento de 
Majadahonda, comenzando a trabajar con su equipo “ful 
time”, e incidiendo en que los servicios de publicidad 
que prestó solo fueron para el Ayuntamiento de 
Majadahonda; o recordar, también, lo que manifestaba 
sobre la autonomía de las agrupaciones municipales el 
testigo Pío García Escudero, que, en relación con Pozuelo 
y Majadahonda, textualmente, dijo que eran municipios “que 
tienen una cierta autonomía financiera, porque son 
municipios donde tienen un alto nivel de afiliación, donde 
el partido tiene unos magníficos resultados..., Majadahonda, 
Pozuelo, Boadilla, Las Rozas, es decir, ahí tenían autonomía 
y ellos eran los que organizaban su propia campaña”. 

Y no solo eso, sino que, si nos detenemos en los 
informes que son base de la acusación, fundamental para 
construir la que se articula sobre este punto ha sido el de 
la UDEF 53.173, de 01/06/2011, que, recordemos, fue 
ratificado en la sesión del día 03/07/2017, y se intitula 
“informe ampliatorio sobre archivo personal a nombre de 
Guillermo ORTEGA ALONSO “Willy”. Cuenta Gabinete de 
Majadahonda: sistema de financiación de servicios del 
Ayuntamiento y del PP de Majadahonda”. Es un informe 
sobre el que se van elaborando otros, como el de la 
AEAT, de 10/04/2014, ratificado, este, en la sesión del 
día 06/09/2017, del que, para lo que en este momento 
interesa, conviene destacar que se refiere a cómo se 
financiaron los servicios del Ayuntamiento y del P.P. 
de Majadahonda, y no de otro ámbito. [Debo añadir a lo 
anterior la parte que tanto en los hechos probados, 
como en la fundamentación jurídica dedicada a la 
valoración de la prueba, se hace, en relación con los 
servicios prestados al P.P en el apartado de 
Majadahonda, aprobada por unanimidad por todo el 
Tribunal, que las referencias son siempre al P.P. de 
Majadahonda o a su agrupación municipal].  

Entiendo fundamental esta matización, que, por lo 
demás, se encuentra en mejor sintonía con el apartado 
que, dentro del bloque de MAJADAHONDA, cuando nos 
referíamos a los gastos que se atendieron con el fondo 
“Gabinete Majadahonda”, hemos denominado, siguiendo en 
este punto al M.F., “actos relacionados con la 
publicidad sobre la actividad del Ayuntamiento carentes 
de interés público”, dentro de los cuales se han 
incluido gastos cuya finalidad era dar publicidad al 
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Alcalde y su promoción, entre ellos campañas de 
publicidad de ASIAN DE LUXE, como las que se incluyen 
en el apartado relativo a “servicios prestados al 
Partido Popular”. 

Menor atención considero que merece lo relativo a 
las cantidades entregadas en relación con servicios 
prestados para el Ayuntamiento de Pozuelo, por cuanto 
que, en este apartado, la sola declaración de FRANCISCO 
CORREA, cuando reconoce que entregó un sobre con unos 
120.000 €, en efectivo, a JESÚS SEPÚLVEDA, evidencia 
una irregular y oculta forma de operar, con la que, 
personalmente, favorece a este, y, difícilmente, puede 
ser detectada por nadie más que él. 

En todo caso, admitido que en este municipio se 
recibieron los 111.864,32 € en que han cuantificado los 
peritos las cantidades recibidas, tampoco se da una 
explicación para establecer una relación con el P.P., 
como tal beneficiario, más allá de lo que pudo reportar 
al propio municipio, si no a JESÚS SEPÚLVEDA, a quien 
se hizo la entrega del dinero personalmente. 

D) En cuanto a la argumentación de la que parte la 
mayoría para concluir que debe exigírsele la 
responsabilidad que se demanda al P.P., por considerar 
que era conocedor de la recepción de distintas 
cantidades, entiendo que arranca de un error, que se 
produce a costa de mezclar, cuando no de confundir, los 
distintos caminos por los que accedieran fondos al P.P., 
ya fuera en la sede de la calle Génova, ya en otros 
ámbitos. 

He admitido, como dicen mis compañeros, la 
existencia de esa contabilidad extracontable de la que 
habló LUIS BÁRCENAS; incluso, a los efectos de lo que 
aquí interesa, no voy a cuestionar, como también 
mantienen, la procedencia ilícita de los fondos con que 
se pudo nutrir; ahora bien, en lo que discrepo es en 
que, desde esa premisa, lleguen a la conclusión de que 
“los responsables del Partido Popular sabían cómo se 
financiaban la elecciones y, en nuestro caso las de 
Majadahonda y Pozuelo; negarlo es ir no solo contra las 
evidencias puestas de manifiesto, sino contra toda 
lógica”, y no lo puedo compartir, porque es un discurso 
lineal, en el que no analizan circunstancias que, en mi 
opinión, lo quiebran. 

Mantienen tal conclusión tras decir que “el 
conocimiento por parte del P.P. y el aprovechamiento de 
las cantidades como ayuda al partido quedan 
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absolutamente claras, lo dijo LUIS BÁRCENAS estando 
presente además cuando dichas cantidades se entregaban, 
reflejándose en su “contabilidad extracontable”, lo 
dijo Francisco Correa cuando hablaba del comité de 
campaña y de las personas que decidían cual era la mejor 
oferta y cual era la mejor campaña, lo dijo el acusado 
ROBERTO FERNÁNDEZ quien personalmente vio a las 
personas que llevaban los sobres con dinero...”. 

Pues bien, aunque tampoco niego este discurso, sin 
embargo considero que se omite en él algo fundamental, 
como es que este acusado a quien ve entregar los sobres 
es a JESÚS SEPÚLVEDA, y nada aporta que permita afirmar 
que el destino de esas cantidades fuera a incrementar 
esa contabilidad extracontable, y menos que se llegara 
tener conocimiento de ellas en Génova. No niego, 
tampoco, que tanto lo que recibe LUIS BÁRCENAS e 
incorpora a dicha contabilidad sea de procedencia 
ilícita, como que sea de procedencia ilícita los sobres 
que recibe JESÚS SEPÚLVEDA, pero de ahí a dar el paso 
de que, porque así sea, se diga que el P.P. conocía y 
se aprovechó de lo que recibió este, a no ser que se dé 
una explicación, que no da la mayoría, entiendo que 
solo puede hacerse a costa de dar un salto en el vacío; 
por ello que, como decía más arriba, el voto de la 
mayoría, al tratar sobre las entregas con las que LUIS 
BÁRCENAS engrosa la contabilidad extracontable y las 
que recibe, por su cuenta, JESÚS SEPÚLVEDA de FRANCISCO 
CORREA, coloca a ambas, sin solución de continuidad, en 
un mismo plano, cuando considero que no debe ser así, 
por cuanto que no hay comunicación entre ellas. 

Así debe ser, porque, en modo alguno, se puede 
conectar las irregularidades que, en su caso, hubiera 
para proveer de fondos esa contabilidad extracontable, 
llevada exclusivamente por LUIS BÁRCENAS en la sede 
nacional del P.P., con puntuales cantidades entregadas 
a dos individuos concretos, por más que estuvieran 
afiliados al P.P., para que hicieran uso a su 
conveniencia, a espaldas del propio Partido, de manera 
que, al igual que Génova pudiera tener conocimiento de 
aquellas cantidades que acceden a esa contabilidad 
extracontable, que es exclusivamente suya, no encuentro 
razón, y tampoco mis compañeros la dan, para convencer 
de que, cualquier cantidad que irregularmente llegase 
a cualquier otro ámbito o a otro individuo ajeno a 
Génova, tuviera que conocerse en Génova, cuando, como 
vengo manteniendo, más razonable podría parecer que 
esas personas estuvieran interesadas en que no se 
conociese semejante irregularidad. 
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Dicho de otro modo, el salto que se da en el 
discurso, por el que, sin más explicación que esas 
referencias a esa contabilidad extracontable, se pasa 
de decir que, como los responsables del P.P. sabían 
cómo se financiaban las elecciones, por lo tanto, sabían 
cómo se financiaban las de Majadahonda y Pozuelo, no me 
parece convincente, cuando no se ha establecido la 
relación que pudo haber entre las cantidades entregadas 
personalmente por FRANCISCO CORREA a GUILLERMO ORTEGA 
y a JESÚS SEPÚLVEDA, que, en ningún momento, tuvieron 
reflejo en aquella contabilidad. En este sentido, 
podemos recordar que GUILLERMO ORTEGA, aunque lo 
manifestó cuando estaba hablando de contratación, 
textualmente, a nivel de financiación del P.P., dijo: 
“nunca he entregado al señor BÁRCENAS cantidad ninguna, 
no le conozco de ningún proyecto...” (vídeo 132, sesión 
de 20/12/2016, mim. 11:28). 

E) En consecuencia, no comparto la línea mantenida 
para exigir la responsabilidad que se exige al P.P., 
pues, además, tampoco se dedica la atención que 
considero que debiera haberse dedicado ante la prueba 
y alegaciones hechas por la defensa en descargo de tal 
petición, que debieran haber merecido una respuesta 
expresa, y no resolverse con esa mera aseveración, 
destacada en negrita, de que la persona jurídica era 
conocedor del destino de los fondos recibidos, y 
beneficiado de la actividad ilícita desarrollada por 
FRANCISCO CORREA fue el Partido Popular, no el grupo 
municipal; y es que, desde mi punto de vista, si quien 
realmente se lucra es este, como así considero que fue, 
ahí se agota el lucro, y no hay más beneficio que 
repartir, pues, por mucho que se mencione al Partido, 
se hace desde la abstracción de su consideración como 
formación política, sin centrarse en la realidad de 
quienes se beneficiaron materialmente, que fueron unas 
agrupaciones, o unas personas, pero no el Partido. 

La jurisprudencia que ha tratado sobre el 
partícipe a título lucrativo, cuando incide en las notas 
que han de concurrir para apreciar esta figura, la 
primera que menciona es una positiva, consistente en 
“haberse beneficiado de los efectos de un delito o 
falta” (STS 227/2015, de 6 de abril de 2015), pero no 
solo esta, sino que añade otra negativa, que no solo 
consiste en no haber tenido intervención el hecho 
delictivo, sino en tener conocimiento de la adquisición 
e ignorar que se cometió el delito, según se puede leer 
en la STS 532/2000, de 30 de marzo de 2000, que, entre 
los requisitos, en el 2º, decía que “el adquiriente 
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debe tener meramente conocimiento de la adquisición e 
ignorar la existencia de la comisión delictiva de donde 
provienen los efectos, a fin de impedir la aplicación 
del "crimen receptacionis" en concepto de autor, 
cómplices y encubridor”, requisito que se repite en 
otras sentencias posteriores, recogido, expresamente, 
con cita de la anterior, en la STS 447/2016, de 
25/05/2016, o también en la 27/2006, de 23/06/2006, de 
la Sección Primera de esta Sala de lo Penal, que vuelve 
a exigir, como uno de los requisitos, “que el adquirente 
tenga conocimiento de la adquisición, ignorando la 
existencia de la comisión delictiva de donde provienen 
los efectos”. 

En el caso que nos ocupa, partiendo de que el P.P. 
no tuvo intervención en el hecho delictivo, ya he 
expuesto las razones por las que estimo que ninguna 
prueba hay de que fuera conocedor de la procedencia 
ilícita de aquello con lo que se dice que se lucra; 
pero tampoco hay prueba que permita suponer que llegara 
a conocer la misma adquisición en que se concreta ese 
beneficio con que se lucra, y es que no podía tener 
conocimiento de ello, porque había otra estructura 
interpuesta, que le interesaba guardarse para sí esos 
beneficios, que, además, era perfectamente 
diferenciable de aquel, tenía su suficiente autonomía 
y fue quien se aprovechó de esos efectos procedentes 
del delito. 

Por lo demás, si de responsabilidad directa se 
trata, esta deberá recaer sobre quien tenga relación 
con el hecho del que dimana, como lo tienen las 
compañías aseguradoras porque asumen el riesgo del 
seguro, según resulta del art. 117 CP, y que, en el 
caso que aquí ocupa, por razón de esa autonomía que 
considero existente, entiendo que debería asumir el 
grupo municipal o la persona, y no el partido como un 
todo, porque la razón de esa responsabilidad está en el 
beneficio, que lo tiene quien sea el real beneficiario, 
en mi opinión, el grupo o la persona y no el partido. 

Entiendo, por lo tanto, que para el P.P. ha de 
dictarse una sentencia absolutoria, sin necesidad de 
entrar en la prescripción, que, como otro de los 
motivos, invoca la defensa, en el que, sin embargo, me 
detendré, por lo que afecta para los otros partícipes 
a título gratuito. 

F) Según una consolidada jurisprudencia, la figura 
del tercero partícipe a título lucrativo no se trata de 
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una responsabilidad “ex delicto”, sino un caso de pura 
responsabilidad civil, traída al proceso penal. 

A partir de aquí, la defensa del P.P. pasa a hacer 
una serie de consideraciones en orden a convencer de 
que está prescrita su responsabilidad, en razón a que 
se trata de una acción civil, y comparto la línea 
argumental del voto mayoritario, contrario a estimar la 
prescripción que, como argumento en favor de la 
absolución, invoca el P.P. 

Dejo de lado las consideraciones que hace, 
relacionadas con la prescripción de un año, por 
aplicación del art. 1968 C. Civil, contemplada para los 
casos de “culpa aquiliana”, por ser cuestión superada 
por la jurisprudencia penal, que considera que nos 
encontramos ante un caso de responsabilidad civil, “que 
tiene su fundamento en el principio de que nadie puede 
enriquecerse de un contrato con causa ilícita -art. 
1305 CCivil-. En definitiva, se trata de una 
manifestación aplicable al orden penal según el cual no 
cabe un enriquecimiento con causa ilícita -STS 324/2009 
de 27 de Marzo–” (STS 227/2015, de 6 de abril de 2015). 

Lo anterior lo pone en relación la defensa con el 
plazo residual de prescripción, de cinco años, 
establecido en el art. 1964 C. Civil, para aquellas 
acciones que no tengan señalado un término especial, y 
reseña como datos para mantener su postura que la causa 
se inició en agosto de 2008, y no fue hasta el 
29/07/2014, en el auto con que se incoa la presente 
pieza separada, cuando, por primera vez, se acuerda 
traer al P.P. a las actuaciones como posible partícipe 
a título lucrativo del art. 122 CP, con lo que, 
ejercitada dicha acción civil una vez transcurrido ese 
plazo de prescripción de cinco años, estaría prescrita. 

Ahora bien, sucede que el art 1964 C. Civil, tal 
como se encuentra en su redacción actual, es producto 
de la reforma que tuvo lugar por Ley 42/2015, de 5 de 
octubre de 2015, que reduce el plazo de prescripción de 
quince años, que hasta entonces contemplaba, al de cinco 
años, que es el que la defensa mantiene que sea de 
aplicación, pero que, sin embargo, no cabe acceder a 
ello, porque dicha ley, entre sus disposiciones 
transitorias, se encuentra la quinta, relativa al 
régimen de prescripción aplicable a las relaciones ya 
existentes, que establece que “el tiempo de prescripción 
de las acciones personales que no tengan señalado 
término especial de prescripción, nacidas antes de la 
fecha de entrada en vigor de esta Ley, se regirá por lo 
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dispuesto en el artículo 1939 del Código Civil”, 
conforme al cual “la prescripción comenzada antes de la 
publicación de este código se regirá por las leyes 
anteriores al mismo; pero si desde que fuere puesto en 
observancia transcurriese todo el tiempo en él exigido 
para la prescripción, surtirá ésta su efecto, aunque 
por dichas leyes anteriores se requiriese mayor lapso 
de tiempo”. 

En efecto, así hay que considerarlo, porque el 
resultado de un examen de las anteriores disposiciones 
se puede resumir diciendo que la prescripción comenzada 
antes de la entrada en vigor de la ley 42/2015, que lo 
fue el 07/10/2015, queda sujeto al régimen anterior de 
los quince años, salvo el supuesto de que desde su 
entrada en vigor hubiera transcurrido el nuevo plazo de 
cinco años íntegramente, que, como sucede que en el 
caso que nos ocupa no ha transcurrido, impide apreciar 
esa prescripción invocada. 

En cualquier caso, aunque se rechace este motivo 
para acceder a la absolución interesada por la defensa 
del P.P, considero, por los que expongo en los apartados 
anteriores, que sí cabría, y en este sentido me decanto. 

 

Madrid, 24 de mayo de 2018 

 

Fdo: Ángel Luis Hurtado Adrián. 

 

 

 




